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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza de las Heras, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 13ª y 14ª, ordinarias, en  5 y 6 de mayo de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la universidad estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín Nº 9.405-04).


2.- Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04).



3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



4.- Proyecto de reforma constitucional para limitar la reelección de las autoridades que indica (boletines Nos 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).



5.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (boletín  Nº 9.851-11). 



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que aprobó las siguientes iniciativas:



1.- La que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.



2.- La que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para encomendar a una ordenanza la regulación de la utilización de bolsas plásticas (boletín Nº 9.878-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el último comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (boletín Nº 9.898-05).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto de acuerdo que aprueba la Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 10 de junio de 2010, y las Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión, de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda (boletín Nº 8.182-10).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Envía copia de la resolución pronunciada en el requerimiento de inconstitucionalidad del artículo 5º de la ley Nº 18.900, que pone término a la existencia de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  



Del entonces Ministro de Defensa Nacional, señor Jorge Burgos:


Da a conocer los Balances de Gestión Integral 2014 de las instituciones dependientes de esa Secretaría de Estado, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del entonces Ministro Secretario General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde:


Envía los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y del Consejo Nacional de Televisión, en formato digital, dando cumplimiento a lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:


Contesta solicitudes de información, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, sobre las materias que se indican a continuación:



1.- Mitigación de daños ambientales causados por el funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II, en lo que se refiere a los pescadores y las algueras de la zona de Coronel.



2.- Evaluación de la Ley de Pesca y adopción de medidas para hacer frente a las contingencias sociales que provocará la veda de las pesquerías de la sardina y anchoveta en la Región del Biobío.



De la entonces Ministra de Desarrollo Social, señora Fernanda Villegas:


Da respuesta a petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, respecto del número de casos de mujeres cuyo fallecimiento no dio lugar al pago de cuota mortuoria por haber percibido el bono por hijo nacido vivo y de aquellos en que la obtención de este bono inhibirá el derecho a cuota mortuoria.



De la señora Ministra de Salud:


Remite, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes.



Responde solicitud de información, enviada en nombre de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, sobre la posibilidad de destinar recursos para implementar bebederos públicos de agua potable en colegios, universidades, bibliotecas, consultorios, hospitales, plazas, parques y en las oficinas de la Administración del Estado.



Da respuesta a petición de información, remitida en nombre de los Senadores señor Girardi, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar, relativa a la generación de una propuesta de reglamento de la ley Nº 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de atenciones registradas en servicios de salud mental durante el último lustro, su distribución territorial, rasgos de la población atendida y cantidad de medicamentos psicotrópicos recetados.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Espina, tocante a la adopción de medidas y destinación de recursos para la construcción de muros de contención y sistemas de drenaje de aguas lluvia en el sector Fuerte Cruz del Calvario, de la ciudad de Angol.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Comunica, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de las Subsecretarías que integran dicha Secretaría y de la Junta de Aeronáutica Civil.



Atiende solicitud de información, expedida en nombre de los Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, vinculada a la posibilidad de crear incentivos y desarrollar planes de fomento a la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país.



De la señora Ministra del Deporte (s):


Envía, con arreglo a lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, correspondientes a la Subsecretaría del ramo y al Instituto Nacional de Deportes.



De la entonces Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Claudia Barattini:


Responde solicitud de información, expedida en nombre de los Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Rossi, relacionada con el tratamiento respetuoso hacia las expresiones de sincretismo religioso-cultural denominadas “animitas”.



Del señor Subsecretario de Hacienda:


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014, elaborado por la Secretaría y Administración General de esa Cartera de Estado, conforme lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



De la señora Subsecretaria General de Gobierno:


Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado, conforme lo dispone el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario de Bienes Nacionales (s):


Remite el Balance de Gestión Integral 2014 del Ministerio de Bienes Nacionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, respecto del proceso de recambio de calefactores en Valdivia como parte del futuro plan de descontaminación atmosférica de esa comuna, número de beneficiarios y criterios para su determinación.



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Matta, relativa a la incorporación, en el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático, de instrumentos de fomento al desarrollo, transferencia y adopción de tecnologías para la mitigación y el ajuste del sector silvoagropecuario.



Expone, en respuesta a consulta sobre instalación de plantas desalinizadoras, recabada en nombre del Senador señor Navarro, que los antecedentes fueron remitidos a la Dirección General de Aguas por ser el órgano competente.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras:


Anexa Balance de Gestión Integral 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros:


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha entidad.



Del señor Director Nacional de Aduanas:


Remite el Balance de Gestión Integral 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Director Nacional del Servicio Civil:


Envía Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



De la señora Presidenta del Consejo para la Transparencia:


Remite propuestas particulares de perfeccionamiento normativo en materia de transparencia y acceso a la información pública.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores:


Atiende consulta, cursada en nombre del Senador señor Ossandón, sobre niños declarados susceptibles de ser adoptados, desagregada por regiones; catastro de familias solicitantes que deben completar dicho proceso, y número de menores sujetos a medidas de protección en dependencias de aquel servicio que no son parte de procedimientos de adopción.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria:


 Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Von Baer, acerca de la crisis hídrica, sus consecuencias agrícolas en la Región de Los Ríos y las condiciones objetivas y los criterios técnicos necesarios para decretar emergencia agrícola en una zona determinada.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles (s):


Envía el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha repartición pública, con lo que da ejecución al mandato del artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975.



Del señor Intendente de La Araucanía:


Responde solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor García, respecto del estado de tramitación del proyecto de agua potable rural Ñancul Norte, código B.I.P. 30136329-0, en la comuna de Villarrica.



Del señor Alcalde de Concepción:


Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre asuntos pendientes de resolución: falta de basureros en la Diagonal Pedro Aguirre Cerda; reparación de un ducto en la intersección de las calles Maipú y Pedro Hurtado, y planes de construcción del Mercado Central.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (boletín Nº S 1.806-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para la tabla de la sesión especial respectiva.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la actividad apícola (boletín Nº 9.479-01) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para prohibir el uso de registros históricos de datos comerciales caducos (boletín Nº 9.917-03) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Prokurica, García-Huidobro y Ossandón, con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 18.700 en materia de sistema electoral y del número y distribución de los cargos parlamentarios (boletín Nº 10.040-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión celebrada el día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).



2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) y autorizar a la Comisión de Hacienda para emitir un informe oral.



3.- Tratar antes del inicio del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de acuerdo, suscrito por diversos señores Senadores, con el que se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia en favor de menores afectados por enfermedades irrecuperables; para subvencionar el gasto de aquellos que son electrodependientes; para permitir el acceso de sus familias a viviendas adaptadas a la habitabilidad de niños con necesidades especiales; para la normalización de permisos laborales y, además, para la instalación de una mesa de trabajo con el fin de atender los requerimientos específicos de los niños y las niñas aquejados de enfermedades crónicas o terminales.


4.- Citar a sesión especial para el martes 19 de mayo, entre 15:30 y 16, para tratar el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (boletín Nº S 1.806-05).



5.- Abrir nuevos plazos para la presentación de indicaciones a los siguientes proyectos de ley:



a) El que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (boletines Nos 7.025-31 y 7.855-13, refundidos), hasta el 18 de mayo, a las 12.



b) El que enmienda la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para fijar un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín Nº 8.493-14), hasta las 12 del lunes 15 de junio, indicaciones que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



c) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para imponer a los concesionarios de telecomunicaciones la entrega de información a Carabineros de Chile y a otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios (boletín Nº 9.597-07), hasta el 1 de junio próximo, a las 12, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



6.- Designar al Honorable señor Fulvio Rossi Ciocca como representante del Senado en la Comisión Premio Nacional del Deporte de Chile.



7.- Autorizar un nuevo plazo para que la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso pueda cumplir su cometido y elabore una propuesta en relación con la materia, plazo que sería hasta el próximo 1 de junio.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Ossandón.
El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, no sé si ya se acordó establecer un nuevo plazo (hasta el lunes 1 de junio) para presentar indicaciones al proyecto relativo al uso indebido de llamadas a servicios de emergencia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, Su Señoría. Eso ya fue resuelto por acuerdo de Comités.

El señor OSSANDÓN.- Gracias.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una petición del Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Senador señor Letelier, mediante la cual requiere establecer un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa que busca adaptar normas laborales al ámbito del turismo, hasta las 12 del miércoles 13 de mayo, en la Secretaría de la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo? 



--Se accede.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización del Senado para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo con la Sala a partir de las 6 de la tarde, con el fin de analizar el proyecto sobre probidad en la función pública.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece, se autorizará. 



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE LEY MARCO PARA INVERSIÓN EXTRANJERA Y CREACIÓN DE INSTITUCIONALIDAD RESPECTIVA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, iniciado en mensaje, en segundo trámite constitucional, que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva, con informe de la Comisión de Hacienda  y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.899-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 8 de abril de 2015.



Informe de Comisión:


Hacienda: 14ª, en 6 de mayo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son: 



-Establecer el régimen aplicable a la inversión extranjera directa, que reconoce el acceso al mercado cambiario formal y a la remesa de capital y utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto a las ventas y servicios a las importaciones de bienes de capital que cumplan con los requisitos establecidos en el número 10 de la letra B del artículo 12 del decreto ley Nº 825, de 1974.


-Proponer una nueva institucionalidad para la atracción de la inversión extranjera directa, integrada por un Comité de Ministros encargado de sugerir al Presidente de la República una estrategia de fomento y promoción, y por una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que sería un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


-Regular los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley Nº 600, para asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes adquiridos por los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal, y disponer un régimen excepcional de carácter transitorio, por cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la ley, que habilita a suscribir nuevos contratos de inversión extranjera en los términos establecidos en el decreto ley Nº 600.


La Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor y una abstención. Se pronunciaron afirmativamente los Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable señor Coloma.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas respectivas del informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.    

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el referido órgano técnico analizó este proyecto luego de que la Cámara de Diputados lo aprobara en una votación bastante transversal.



¿Cuál es el origen de esta iniciativa?



La Ley de Reforma Tributaria, la Nº 20.780, que aprobamos en este Parlamento, contempla en su artículo 9° la derogación del decreto ley N° 600, de 1974 (estatuto de la inversión extranjera), a partir del 1 de enero del año 2016. A su vez, el artículo vigésimo tercero transitorio de esa misma ley establece que, a más tardar el 31 de enero del 2015, debía entrar a trámite legislativo un proyecto que buscara crear una nueva institucionalidad en la materia. 



Para esos efectos, se conformó a nivel de Gobierno, dirigida por el Ministro de Economía, la Comisión Asesora Transversal para la Nueva Institucionalidad en Inversión Extranjera, la que entregó su informe el día 13 de enero.



El decreto ley N° 600 fue concebido en otro momento de nuestra historia, cuando efectivamente las inversiones extranjeras necesitaban un marco especial, tanto en lo institucional como en lo relativo a la estabilidad. 



Todo lo anterior pone de manifiesto la necesidad de avanzar en una nueva regulación acorde a los requerimientos actuales; sobre todo, después del tiempo transcurrido y la experiencia acumulada gracias a la aplicación del decreto ley N° 600.



En este ámbito, Chile ha llevado adelante una política internacional que ha fomentado la celebración de acuerdos bilaterales para la promoción y protección de inversiones, de tratados de libre comercio con un sinnúmero de países y de convenios para evitar la doble tributación, conforme lo establecido para estos efectos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).



Todo ello ha llevado a la elaboración del proyecto que hoy estamos considerando. 



Para responder a este desafío, la iniciativa contempla, en primer lugar, la creación de un nuevo Comité de Ministros, encargado de sugerir al Presidente de la República una estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera. 



A mi juicio, la gran diferencia entre el estatuto que se propone y el que aún rige es que este último se basa en un Comité de Inversiones Extranjeras que actúa de forma pasiva; o sea, que solo recibe solicitudes de inversión desde el exterior. La institucionalidad que se plantea pretende cambiar ese sentido. Esta buscará promover, motivar, incentivar la inversión extranjera en nuestro país.



Entonces, se crea este Comité de Ministros para llevar adelante esta estrategia de fomento y promoción.



El proyecto también establece una nueva institucionalidad: la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que, conforme a altos estándares internacionales, estará a cargo de la política de promoción de tales inversiones.



Asimismo, se incluyen mecanismos de coordinación entre las organizaciones encargadas de la atracción de inversiones y las encargadas de la promoción de exportaciones y agilización de inversiones.



En nuestro país hay no solo un área donde se trata de promover la inversión extranjera, sino que también existen la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, ProChile, Imagen de Chile, etcétera, y es necesario que haya una coordinación para que todas juntas vayan en el mismo sentido.



La iniciativa también establece garantías para los inversionistas extranjeros, conforme a la política desarrollada en esta materia durante los últimos años: acceso al mercado cambiario formal, a la remesa de capital y utilidades (con pleno resguardo de las facultades que le competen al Banco Central de Chile en este aspecto) y a la no discriminación arbitraria.



Yo diría que esos son los principios fundamentales sobre los cuales se sienta la posibilidad de atraer la inversión extranjera.



El proyecto en análisis regula los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600 -por más de veinte años-, para asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes adquiridos por los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal. Es decir, se respetan los contratos celebrados. De esta forma, no se verá afectada de manera alguna la protección con que cuentan las inversiones que ya se encuentran asociadas a dichos contratos.



Finalmente, para permitir la adaptación de los actores al cambio del régimen aplicable a la inversión extranjera, y en el marco de las propuestas efectuadas por la Comisión Asesora, se establece que, por un plazo máximo de cuatro años, los inversionistas extranjeros puedan solicitar autorizaciones de inversión extranjera en los términos del artículo 3° del decreto ley N° 600, con los derechos y obligaciones que contempla el precitado decreto ley, pero con una invariabilidad tributaria, por esta situación transitoria durante cuatro años, con una tasa total de 44,45 por ciento.



Es necesario destacar los artículos transitorios.



El artículo primero regula los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600, como dijimos anteriormente.



El artículo segundo dispone que por cuatro años los inversionistas se podrán acoger al decreto ley N° 600, con la tasa de invariabilidad que ya señalé.



En los artículos tercero a séptimo se autoriza la dictación de decretos con fuerza de ley relativos a fijación de la planta de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, a traspaso de funcionarios y a normas de resguardo. Igualmente, se regula el nombramiento del primer director, el establecimiento del primer presupuesto, la fijación de remuneraciones del período intermedio y la imputación del gasto.



Uno de los aspectos más controvertidos, tanto en la Cámara de Diputados como en el debate desarrollado en la Comisión de Hacienda, se refiere -seguramente se hará presente en la discusión en la Sala- a la invariabilidad, que se recogía en plenitud en el decreto ley N° 600. Según la información que se nos entregó hace algún tiempo, no se acogían a esa invariabilidad diversos tipos de inversiones, salvo las tocantes a la minería.



Se les preguntó a los expertos acerca de qué ocurría en el resto del mundo en relación con la inversión extranjera, apuntando a las naciones que podrían ser nuestras competidoras, y se nos entregó un informe completo acerca de los países en los cuales rige o no la invariabilidad.



Ella no rige en Argentina, Brasil, Australia, Alemania, India, Indonesia, México, Federación Rusa, Sudáfrica, Estados Unidos, Reino Unido, etcétera. Por el contrario, sí rige en Perú, en la República Democrática del Congo, en la República del Congo y en la República de Ghana.



Frente a esa discusión, en la Comisión hubo dos posiciones. Lo mismo ocurrió en la Comisión Asesora, donde la inmensa mayoría de sus integrantes dieron lugar al contenido del proyecto que hoy se halla en trámite y que buscamos aprobar.



Si se revisa la votación que se dio en la Comisión, veremos que fue unánime, con la sola abstención del Senador señor Coloma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este proyecto es de vital importancia. En tal sentido, es bueno que haya llegado el Ministro de Economía a la Sala.



Quienes hemos intentado atraer inversiones extranjeras desde las regiones nos hemos encontrado con las grandes y severas limitantes que presenta la institucionalidad tanto a nivel nacional como regional. Por tanto, ha sido imposible adaptar tales requerimientos.



La iniciativa en análisis busca fomentar la inversión extranjera que Chile necesita para el desarrollo del empleo y, particularmente, normar. Sin embargo, es primera vez que ella llega a la Sala. No habíamos tenido posibilidad de conocerla. El Ejecutivo le ha puesto urgencia de “discusión inmediata”. Y les quiero recordar a los parlamentarios de la Derecha que cuando la Nueva Mayoría ponía tal urgencia ellos se transformaban, se lanzaban graves acusaciones.



Un proyecto de esta envergadura con “discusión inmediata” nos obliga solo a debatirlo, sin poder presentar indicaciones. Tenemos que discutirlo bajo presión.



En consecuencia, señor Presidente, pediré votación separada de todos los artículos, salvo que el señor Ministro de Economía, que nos acompaña, nos diga: “El Gobierno tiene urgencia en sacar este proyecto, pero les va a permitir conocer su orientación a quienes no poseen la virtud o la capacidad para estar en la Comisión de Hacienda”.



La iniciativa contiene elementos muy debatibles en torno a la no discriminación absoluta en relación con la inversión.



El decreto ley N° 600 establecía una limitación en cuanto a que si había producción nacional de buena calidad y una inversión extranjera quería ingresar, se debía tener consideración respecto a si la inversión nacional era suficiente. En caso de no serlo, se permitía el ingreso de la extranjera. Pero ahora el procedimiento es indiscriminado. Se elimina toda la regulación. O sea, neoliberalismo puro. El que quiera venir a producir lo que desee, aunque haya ya un producto nacional, en cualquier condición, lo puede hacer sin sufrir ningún tipo de discriminación.



Por otra parte, este proyecto nos permitiría darles una función mayor a los gobiernos regionales en lo que respecta a la atracción de la inversión extranjera. Se crea una agencia, que será más agresiva, como manifestó el Senador Zaldívar. Sin embargo, hay regiones que poseen muchas capacidades y se hallan absolutamente limitadas. Las regiones deben tener capacidad de promocionarse, de venderse, de atraer inversiones extranjeras. Esto no debe ser una función exclusiva de una agencia centralizada.



En tal sentido, el proyecto puede ser perfeccionado. Es decir, podemos mejorarlo, incorporarle una visión más amplia.



Lo más preocupante, señor Presidente, y por eso pido la votación separada, es lo referente al numeral 10 del artículo 12° del decreto ley Nº 825. Allí se señala que estará exenta del impuesto establecido en el Título pertinente la importación de especies efectuadas por quienes ahí se especifica. Este es uno de los elementos que vale la pena analizar, porque lamentarse o arrepentirse después será lo más fácil. Y se habla de los “bienes de capital que formen parte de un proyecto de inversión extranjera formalmente convenido con el Estado de acuerdo a las disposiciones del Decreto Ley N° 600, de 1974,” -ya no existe- “o en bienes de capital que no se produzcan en Chile en calidad y cantidad suficiente, que formen parte de un proyecto similar de inversión nacional, que sea considerado de interés para el país, circunstancias todas que serán calificadas por resolución fundada del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”.



Es decir, a lo menos había una limitante. Porque si la intención es generar más desarrollo productivo, más empleo, si a la débil industria nacional, por ejemplo, la farmacéutica, la de medicamentos, se le vienen a instalar los gigantes del rubro, los que van a realizar toda la importación de los bienes de uso y de capital sin estar afectos a un régimen de impuestos, entonces, habrá una competencia desleal.



Aquí tenemos la expresión máxima del neoliberalismo. Y llamo al Senado para que tengamos, por lo menos, la capacidad de conversar, de abrir el debate cuando estamos modificando la legislación.



Todos queremos que venga la inversión extranjera, que haya las mayores facilidades para ella. Pero no deseamos que venga a destruir la escasa industria nacional que nos queda en algunos ámbitos.



Señor Presidente, entiendo que el proyecto proviene del Ministerio de Hacienda, en el que ha habido cambios importantes en las últimas horas. Como sea, aprovecho la presencia del Ministro de Economía para señalar que a mi juicio esta materia amerita un debate.



En lo personal, me hubiera gustado participar en su tramitación en la Comisión de Hacienda, pero el Reglamento establece un procedimiento: la Comisión lo ve, viene a la Sala, se aprueba en general y se abre plazo para indicaciones. Pero eso no ha ocurrido. No hay posibilidad de introducirle ninguna modificación.



Por tanto, me veo compelido a pedir votación separada respecto de cada uno de los artículos.



Leo solo lo que propone el artículo 9°: “Los inversionistas extranjeros se sujetarán al régimen jurídico común aplicable a los inversionistas nacionales, sin que pueda discriminarse arbitrariamente respecto de ellos, sea de manera directa o indirecta.”.



O sea, esto es una autolimitación del Estado, a través de una ley, que incluso está por sobre la Constitución. Porque esta última contempla formas de discriminación, de limitar la actividad productiva o la propiedad privada cuando se trata del bien común o cuando así sea demandado.



Este concepto de “sin ninguna discriminación, directa o indirecta” lo que dice es “todo”, ninguna posibilidad de discriminar. Eso queda en la ley.



El artículo 9° es preciso y concreto.



Y yo digo que venga la inversión extranjera; es importante; Chile y las regiones la necesitan. Pero esa inversión no debe producir lo contrario de lo que todos esperamos: no puede venir a competir de manera desleal con la industria nacional; no puede venir a generar empleos más precarios. Porque no se contempla ningún tipo de discriminación. En general, la inversión extranjera se adapta al régimen nacional. Sin embargo, hay áreas sensibles.



Pienso, por ejemplo, en la Región del Biobío. Cuando firmamos el tratado de libre comercio con Estados Unidos, el arancel cayó de 6 por ciento a cero. Eso significó la muerte de Bellavista Oveja Tomé, una industria chilena que exportaba a más de 89 países, con telas de calidad mundial. En el lugar al que se fuera del mundo se encontraban sus productos. La rebaja del arancel en los hechos la terminó de destruir. Desapareció la industria textil en Chile.



Por tanto, lo que tenemos que hacer hoy día es fomentar la inversión donde queremos que ella exista: en la minería, en energía. Pero no en todos y absolutamente todos los aspectos de la productividad nacional. Eso sería entregarse absolutamente al capital internacional y limitarnos en demasía en la protección de nuestra industria.



Señor Presidente, ha llegado el Ministro de Economía. Yo he pedido la votación separada. Sé que eso alargará el debate, pero no hay ni una sola posibilidad…

El señor COLOMA.- Es votación general.

El señor NAVARRO.- El proyecto se encuentra con urgencia de “discusión inmediata”. Ello obliga a discutirlo en general y en particular hoy día. O sea, la Sala debe despacharlo esta tarde sin haberlo conocido con anterioridad. Ese es mi punto…

El señor COLOMA.- Tiene razón, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Los únicos que lo conocen son los miembros de la Comisión de Hacienda.



Señor Presidente, yo confío en el criterio de los Senadores; desconfío del proyecto, porque no lo ingresaron los miembros de la Comisión de Hacienda, sino que vino del Gobierno, no sé si del actual o del anterior…

El señor ALLAMAND.- Del actual.

El señor NAVARRO.- Da lo mismo. En definitiva, a nosotros nos corresponde la responsabilidad de aprobarlo o rechazarlo.



Señor Presidente, en esta Sala hay 34 Senadores de regiones -¡34 de 38!-, y la iniciativa no contiene una sola palabra acerca de promover a los gobiernos regionales en una tarea tan importante como esta. Yo no sé a qué van los cores a recorrer China, Japón, Asia, Estados Unidos, dadas las limitaciones que tienen para trabajar. Son elegidos tan democráticamente como los Senadores que están en la Sala, pero no se contempla su incorporación a la Agencia propuesta.



Mi Intendente, Rodrigo Díaz, quien lo ha hecho muy bien, fue a China. Estuvo 12 días. Volvió con iniciativas de convenios, de inversiones. Pero nada: aquí pasan a depender de la Agencia de Santiago y de una CORFO que lo ha hecho mal. Los últimos 25 años de esta Corporación son una mala experiencia: multiplicidad de instrumentos que no dicen relación alguna con el interés de los inversionistas. 



Refiero un hecho muy brevemente: trajimos a la delegación china de Yutong, los mayores fabricantes de camiones y de buses del mundo, que por cierto tienen presencia en América Latina. Estuvieron en mi Región dos días y medio. Después de largas visitas a puertos, lugares de inversión, parques industriales, en la reunión con el Intendente, con CORFO, con SERCOTEC, tras escuchar dos horas y media de exposición, con la sabiduría oriental les dijeron: “Bien, los hemos escuchado todo este tiempo y hemos conocido la Región y todo lo que ustedes nos ofrecen. Ahora queremos plantearles lo que nosotros necesitamos”. Pues bien, hicieron una intervención de 20 minutos y nada de lo que ellos requerían había estado en el marco de la visita, en el marco de la propuesta de CORFO. Necesitaban cosas muy distintas: exención tributaria; fomento muy fuerte de la mano de obra; terrenos y concesiones por más de 40 o 50 años. Y como nada de eso estaba, se fueron a Brasil.



Entonces, si de inversiones…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. Dispone de un minuto más para redondear su idea.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si de atracción de inversión extranjera se trata, me parece bien la creación de una Agencia, pero la incorporación de los gobiernos regionales es vital. En la agenda prodescentralización y prorregionalización que mi Gobierno y la Presidenta Bachelet han comprometido no puede haber una ley de este impacto que no los tenga incorporados.



Por tanto, señor Presidente, a pesar de que la iniciativa está bien orientada, contiene falencias graves que espero se puedan subsanar si el Ejecutivo se allana a la apertura de un plazo de indicaciones, para despacharla tan prontamente como se requiere, pero con las modificaciones que he señalado.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la iniciativa que votamos hoy debe ser discutida en la reflexión profunda sobre el modelo de desarrollo que queremos construir para Chile. El nuevo marco institucional para el fomento y promoción de la inversión extranjera directa se fundamenta principalmente en la estabilidad económica, social e institucional que hemos alcanzado en las últimas décadas.



Es cierto: mantenemos una estabilidad económica que nos ha permitido avanzar en inversiones importantes para nuestro país y la ciudadanía. Pero también es efectivo que tenemos una deuda pendiente con los chilenos que no han logrado recibir aún los beneficios de estos avances económicos y que esperan más del sistema institucional y social en que esta iniciativa legal se enmarca.



Pese a que pertenecemos a la OCDE y nos jactamos de ser un país que progresa en materia de crecimiento económico, hemos sido fuertemente criticados por mantener índices de desigualdad alarmantes a nivel nacional y regional. No por casualidad nos hemos convertido en una de las naciones más desiguales del mundo, con una fuerte segregación territorial y educacional, y una matriz laboral donde los salarios bajos y el endeudamiento limitan la formación de capital humano y el avance de nuestro país en su conjunto.



Es justamente en este punto en donde es preciso detenernos.



La actual ley de inversión extranjera y su nuevo marco institucional deben considerar un enfoque que fomente el desarrollo, pero colocando énfasis en el crecimiento con igualdad, centrado en el territorio. Es necesario tomar en cuenta incentivos al empleo y la protección de los trabajadores, con salarios justos y contratos seguros; el cuidado del medioambiente y la explotación sustentable de los recursos, así como la responsabilidad empresarial en el marco del cumplimiento de actividades económicas e industriales con estándares internacionales.



Estas inversiones tienen que apuntar no solo al progreso del país, sino también al progreso de las regiones en sus contextos respectivos, de acuerdo a sus fortalezas estratégicas y necesidades, con un enfoque territorial y particular que proteja las riquezas de cada rincón de Chile. Por ello, tanto la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera como el Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, que asesorará a la Presidenta de la República en estas materias, deben contar con una visión y un enfoque centrado en el territorio y sus particularidades.



La ley en proyecto señala que la  Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que promoverá el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones foráneas al país, debe seguir los estándares que fueron sugeridos especialmente para este efecto por la OCDE. Y, por lo mismo, es de suma relevancia incentivar el empleo protegido con contratos y salarios dignos para los trabajadores, en condiciones laborales adecuadas a los entornos en que se desarrollan las actividades.



Aquí es fundamental llamar la atención sobre los accidentes laborales y los desastres ambientales que han ocurrido en la última década, por ejemplo, en la gran, mediana y pequeña minerías y en sectores industriales, como el de las salmoneras.



En el nombre del crecimiento y del progreso se han perdido vidas; se han dañado territorios y recursos preciosos, como nuestro mar y sus especies.



Las inversiones deben ser responsables, tal como lo son en países del primer mundo,  manteniendo y respetando el medioambiente  y el crecimiento sustentable.



Esta iniciativa de ley ha de enmarcarse en una nueva política de desarrollo, donde el territorio y las personas pasen a ser protagonistas. Los encargados de promover la inversión tienen la obligación de considerar las regiones de Chile, a sus habitantes, sus riquezas naturales y la protección de ellos en cada una de las estrategias que se diseñen.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, efectivamente, cuando tratamos la reforma tributaria aquí, en el Senado, recibimos pura y simplemente la derogación del decreto ley N° 600. Se expresaba que no era necesario que Chile tuviera ningún tipo de legislación especial para acoger y atraer inversión extranjera.



Fruto de las negociaciones que permitieron la aprobación de la mencionada reforma, se estableció que dicho decreto ley iba a ser sustituido por otra institucionalidad, por una nueva legislación. Y para proponer esa nueva legislación se creó una comisión transversal, con especialistas, con técnicos, quienes fueron aportando sus distintas visiones e ideas para materializar en términos generales el proyecto de ley que hoy se nos plantea.



Quiero, en primer lugar, entender que esta tarde vamos a votar la idea de legislar.

El señor MONTES.- No.

El señor GARCÍA.- Parece que no va a ser así: vamos a votar todo. Y creo que, desgraciadamente, eso cambia lo que nosotros habíamos pensado.



Señor Presidente, yo soy partidario de esta iniciativa y voy a aprobar la idea de legislar.



Creo que necesitamos una legislación que permita estimular la inversión extranjera en Chile.



Me agrada la nueva institucionalidad que se consagra. Principalmente, la estrategia de fomento y promoción de la inversión foránea; la creación del Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, y el establecimiento de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que sustituye al actual Comité de Inversiones Extranjeras. Este último tenía una acción puramente administrativa; en cambio, la idea de la creación de la Agencia es precisamente salir a buscar la inversión, ofrecer todas las bondades de nuestro país, para posibilitar el financiamiento de proyectos productivos, esencialmente, a los efectos de que nuestra economía crezca más y tengamos empleos con mayor estabilidad, mejor remunerados, más seguros.



Todo eso lo valoro.



Sin embargo, en esta iniciativa dos aspectos han resultado tremendamente controversiales. Y yo esperaba que los viéramos en particular, pues en eso habíamos quedado en la última sesión, cuando la Comisión despachó el proyecto.



De verdad, señor Presidente, lamento que no vayamos a tener esa oportunidad, pues los dos aspectos controversiales son muy muy importantes.



Uno es si debiéramos ofrecerle al inversionista extranjero la posibilidad del contrato ley, figura que contenía el decreto ley 600.



Al respecto, los especialistas tampoco tienen opinión unánime. Empero, mayoritariamente -hay que decirlo- son de parecer de que basta la legislación, de que no es necesario el contrato ley para garantizar los distintos compromisos que asume Chile en cuanto a la inversión extranjera.



El segundo aspecto, todavía más controversial, es el de la invariabilidad tributaria. Y yo quiero poner el acento en él.



¿Es nuestro país suficientemente capaz, con nuestra institucionalidad, con nuestra legislación, de atraer en forma competitiva inversión extranjera?



Tampoco hay entre los especialistas opinión unánime sobre el particular. Pero son muchos los que levantan la voz para decir que es necesario tener algún grado de invariabilidad tributaria, no para todos los proyectos, pero, sí, particularmente para los de gran envergadura; que impliquen una inversión de volumen significativo y que debe realizarse durante varios años; y que resulten de alto interés para nuestro país.



A mayor abundamiento, lo que más me gusta es que, tratándose de proyectos de alto impacto en áreas que Chile quiere desarrollar porque forman parte de nuestro proceso de desenvolvimiento nacional, definidos así por el ya citado Comité de Ministros, les demos algún grado de invariabilidad tributaria no solo a los inversionistas extranjeros, sino también a los nacionales.



Cuando se trata de grandes proyectos, que involucran elevados volúmenes, muchos años de desarrollo, y que están en las áreas donde nuestro país desea desenvolver al máximo sus potencialidades y sus ventajas comparativas, estimo que todos, nacionales y extranjeros, debieran tener las mismas reglas del juego, especialmente en materia de tributos. La idea es que tales proyectos se desenvuelvan, porque son parte de la estrategia nacional de desarrollo, porque son de alto interés para lograr en Chile un mayor crecimiento económico y social.



Para mí, eso sería lo ideal.



Lamento, pues, que no nos demos el tiempo necesario para discutir aquellos aspectos.



Señor Presidente, tenemos competencia, y muy cerca, para atraer inversión foránea.



Perú es también un país minero, y ofrece ventajas que nosotros vamos a dejar de ofrecer. 



No vaya a suceder, señor Presidente, que Perú siga teniendo un volumen creciente de inversión extranjera y que nosotros la vayamos disminuyendo.



Creo que, básicamente, de eso trata este proyecto de ley. Y por ello, con la cabeza fría, debemos ser capaces de evaluar si el instrumento que vamos a votar hoy es suficientemente atractivo para no perder competitividad, para no perder la capacidad que ha tenido Chile para atraer inversión extranjera.



Cuando lleguemos a los artículos que derogan la invariabilidad tributaria tendremos que volver a discutir el punto.



Yo considero que no debe ser una invariabilidad total, algo que vaya a generar una situación de enorme desequilibrio entre inversionistas nacionales e inversionistas foráneos. Pero, sí, ha de ser un elemento más para atraer capitales extranjeros, particularmente pensando en los países con los cuales competimos por inversión del exterior.



Votaré favorablemente la idea de legislar, señor Presidente.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, tenemos claro que el decreto ley N° 600 ya cumplió. Y su eliminación es uno de los éxitos de la reforma tributaria.



Todos sabemos que la estrategia de desarrollo de un país, más aún si quiere ser desarrollado -valga la redundancia-, no puede basarse ad infinitum en la extracción de recursos naturales no renovables. El propio Consejo Minero reconoció que la ley de nuestros minerales ha bajado. Si pretendemos atraer inversiones solo dando facilidades al capital extranjero, este necesariamente se concentrará en la extracción de recursos naturales en todos los sectores donde obtenga mayor ganancia, porque tal es el objetivo de todo inversionista.


Se requiere una estrategia de desarrollo y no dejar nuestro futuro a1 mero arbitrio de las fuerzas del mercado.



La única forma de que la inversión extranjera directa sea compatible con nuestra estrategia de desarrollo es que haya cierta planificación proveniente del Estado que la fomente y promueva hacia los sectores contemplados en esta última, como las energías renovables, la creación de conocimiento, la innovación tecnológica. 


Chile quiere un desarrollo sustentable.



En ese marco, constituye un tremendo avance la creación de un Comité de Ministros que se concentrará en la promoción de la inversión extranjera directa y que irá estudiando en cada caso las formas más adecuadas de fomento. Estas no deben centrarse necesariamente en las facilidades que ya hemos otorgado a aquella, aun cuando en el caso de inversiones de largo plazo, de elevado capital, podríamos ofrecer cierta estabilidad.



La facilitación de trámites y la creación de ventanillas únicas para ayudar a los inversionistas ante la cantidad de permisos que se les exigen son medidas indispensables y que generan ganancias para todos los involucrados. Por lo tanto, hay que estudiarlas y fortalecerlas.


También, como plantearon muchos invitados a la Comisión de Hacienda, hay que velar por la igualdad en el trato y en el otorgamiento de facilidades a inversionistas extranjeros y nacionales. Ello implica un gran avance.



En concreto, las franquicias tributarias en materia del IVA a los bienes de capital de los inversionistas foráneos directos ponen en igualdad de condiciones a nacionales y extranjeros.



La creación del Comité de Ministros y de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera constituye un avance hacia un fomento de las inversiones del exterior más coherente con los objetivos de nuestro país. 


Sin embargo, no debemos ser utópicos. Todos conocemos el rol que cada ministerio ha jugado en Chile durante los últimos 40 años. No podemos engañarnos.


También somos perfectamente conscientes de la ausencia de coordinación entre la mayor parte de las instituciones del Estado. Tenemos malas experiencias de descoordinaciones.



Para que dicho Comité, dirigido por el Ministro de Economía, sea exitoso debe tener un poder tal que le permita imponerse sobre instituciones tan vigorosas como ProChile, la DIRECON y el propio Ministerio de Hacienda, repartición que ha dirigido la política económica de nuestra nación en los últimos años.



El Presidente de la República fija la política de fomento de la inversión extranjera directa y el ya mencionado Comité, presidido por el Ministro de Economía, la aplica.


La Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera es la Secretaría Ejecutiva del Comité de Ministros, solo con derecho a voz; pero es la única instancia autorizada para atraer capitales y la encargada de que los diferentes organismos implicados cumplan los objetivos establecidos por aquel. 


La relación entre la Agencia y el Presidente de la República la lleva el Ministro de Economía. 


Todo el funcionamiento de las relaciones entre tales instancias se ve débil.


Creo que la figura en comento debe fortalecerse por distintas vías. En un país como el nuestro, donde se ha privilegiado al mercado en gran parte de las relaciones económicas y en que el Ministerio de Hacienda ha llevado la voz cantante en las pocas materias determinadas por el Estado, resulta muy difícil que de la noche a la mañana, y por decreto, aparezcan instancias nuevas con un poder como el que se está pensando que podrían llegar a tener el Ministro de Economía y la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, más aún cuando se dice que esta se encargará de hacer estudios y evaluaciones, y al mismo tiempo, que obligará a todos los sectores a cumplir los acuerdos del Comité de Ministros.


Con relación a la invariabilidad tributaria, en primer lugar es importante reconocer que la mayor parte de las actuales empresas mineras en Chile la tienen hasta el 2023, a lo menos (y algunas, hasta el 2027); ello, producto de la forma como se financió la ley de reconstrucción. Es un período bastante prolongado durante el cual ella ha existido.



Ante la interrogante del Senador García, quien planteaba hasta qué punto se puede ser competitivo con otras economías, como la peruana, que sí tendrán ciertos criterios de invariabilidad tributaria, desde mi punto de vista es muy importante preguntarse cómo vamos a asegurar y atraer inversión extranjera directa en proyectos no mineros, particularmente en energías renovables, en conocimiento, en innovación tecnológica, en procesamiento de residuos, en fin, en un conjunto de campos en que podemos establecer las bases de un nuevo desarrollo industrial.



Voy a votar a favor en general y en particular -y es el criterio de toda nuestra bancada- porque se trata de un proyecto muy relevante, que emana del cumplimiento de un acuerdo y que de verdad permite dar un paso adelante significativo.



Yo habría preferido -lo han planteado también otros colegas- que se realizara el debate en particular, sobre todo para el tratamiento más detallado de la invariabilidad. Pero aquí se halla el marco básico. 



Por lo tanto, ya que le pusieron “discusión inmediata”, acepto que la iniciativa se apruebe en este momento tanto en general cuanto en particular.



He dicho.

El señor HARBOE.- ¿Se puede abrir la votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay un planteamiento para iniciar la votación.

El señor COLOMA.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este proyecto reviste importancia. Más allá de que parece más bien complejo y de interés no tan general sino para un sector, lo cierto es que tiene que ver directamente con la consideración y la evaluación del rol de la inversión en Chile.



Este tema -lo planteé al menos en la Comisión, y quiero reiterarlo aquí-, según entiendo, se está evaluando en un contexto histórico distinto del que vemos hoy.



Esto es parte de un programa -es verdad- en que en nuestro país había un muy significativo grado de inversión. 



¿Y qué dice básicamente el mensaje? “El decreto ley N° 600 (...) fue concebido en otro momento de nuestra historia” -esto se expresó hace dos años- “cuando efectivamente las inversiones extranjeras necesitaban un marco especial, tanto institucional como de estabilidad”. Y agrega que actualmente Chile vale en sí mismo por su estabilidad económica, social e institucional, lo que permite dar tranquilidad y, por tanto, posibilita derogar el mencionado cuerpo legal.



Aquí hay una primera afirmación que yo por lo menos quiero contradecir.



El decreto ley N° 600 ha sido un elemento virtuoso dentro de la economía nacional. No hay nadie que no lo haya señalado. Todos sostienen que generó un antes y un después para atraer inversión extranjera que no existía. Y había muchos proyectos por desarrollar que requerían recursos frescos, distintos; nueva tecnología, conocimiento, lo que se favorecía generando algún grado de incentivo especial.



Como nadie lo ha debatido, uno debe preguntar qué pasó para que hoy ese decreto ley no solo se discuta sino que además se derogue y se dé paso a algo perfectamente compatible con su existencia, cual es la Agencia de Inversión Extranjera, que está bien inspirada y se aviene con la mantención de determinado incentivo tributario, pero a la que se coloca como la nueva etapa dentro de la inversión foránea.



Yo creo que la base de la argumentación, en el sentido de que basta con la estabilidad económica, social e institucional, está equivocada.



Lo único que a mí me ha quedado claro en los dos últimos años es que esa estabilidad no es tan permanente y, al contrario, ha generado una baja en la inversión, a pesar de que la ha habido a través del decreto ley N° 600, que es lo que ha permitido mantener cierta estructura en el ámbito minero. Pero, al observar, uno concluye que en la actualidad existe un serio problema de inversión; y las autoridades de Hacienda así lo establecen.



Entonces, la primera pregunta es para qué terminar con algo que ha funcionado.



Hasta ahora, no tengo una respuesta convincente. No entiendo dónde está la raíz del asunto, a menos que nos consideremos muy autosuficientes y digamos “El país está tan bien que no necesitamos ningún incentivo de inversión”.



Yo reflexioné sobre el particular -en la Comisión me abstuve en la votación general y dije que iba a revisar el punto con más tranquilidad- y me pregunté dónde se usa ese tipo de beneficio. La respuesta fue en la minería, sector en el que se requieren grandes capitales. 



Y fíjense lo que nos ocurre con respecto a nuestros competidores, que en dicha área son muy relevantes.



Actualmente cuentan con invariabilidad tributaria Perú, Congo y Zambia. Tal vez estos países no parezcan tan significativos, pero se encuentran entre los siete productores más importantes de cobre en el mundo.



Australia y Estados Unidos tienen incentivos especiales a la inversión.



¡Estados Unidos, señor Presidente! Lo consignó la Presidenta de la Cámara de Comercio Chileno-Norteamericana, invitada por la Comisión de Hacienda. Ese país, del cual no podemos decir que carece de estabilidad y fuerza, sigue en este momento un camino inverso al nuestro y está generando incentivos a la inversión.



Entonces, le pregunto honestamente a la Sala si seremos tan geniales al terminar con un estímulo de esa índole mientras siete de nueve países competidores nuestros recurren a alicientes en la materia, algunos por la vía de copiar el modelo chileno.



¡Si lo que está haciendo Perú es lo que hemos aplicado nosotros hasta ahora! Alguien puede oponer: “Oiga, pero ellos son más chicos”. ¡Mas han ido creciendo cada vez más! ¿Y con qué? Con instrumentos parecidos al que se derogaría.



A mí no me calza, por lo tanto, que se le ponga fin a algo con lo cual otros están empezando. No comprendo dónde está la filosofía en la que se basa la medida.



Una frase que me impactó mucho, en una de las presentaciones en la Comisión, fue que la inversión en el mundo moderno no se puede entender simplemente vinculada a la estabilidad, sino que tiene que ver con la lógica de estar abierto o no a la innovación. Y esa es una de las razones por las cuales sociedades con mucha más estabilidad han creído en una vía diferente.



Hago referencia a ir por una ruta inversa a la del resto de los países que compiten con nosotros -agrego a ellos Colombia-, no solo en relación con la lógica minera, sino también con la económica. ¿Cuál es el debate en el resto del mundo? Cómo se mejora e incentiva la inversión. ¿Cuál es el que llevamos a cabo nosotros? Cómo deshacernos de un instrumento que ha sido muy útil -nadie lo ha negado- y si creer o no que una agencia, sin facultades especiales, va a poder reemplazar algo que, además, ha exhibido el mérito de ser un contrato ley, por lo que ha existido una cierta defensa en el sentido de que, de repente, un cuerpo legal no cambiará sustancialmente los acuerdos generados.



La frase a que hice referencia expresa: “no parece adecuado pensar que los incentivos para la inversión extranjera están relacionados exclusivamente con el grado de desarrollo del país; pareciera, más bien, que están asociados a si el país es suficientemente competitivo, en comparación con otros países, en las áreas en las que pretende atraer inversión”.



Señor Presidente, estamos siendo menos competitivos. Cada vez que expertos han ido a la Comisión de Hacienda, por lo menos, como cuando se explicó la cuestión del cobre, vinculada con Codelco, han señalado que presentamos un problema de eficiencia. Lo que hoy día motiva el sustento a la inversión es cómo vamos en ese aspecto, y no parece que nos estemos dando cuenta de ello.



Entonces, aquí nos estamos amarrando las manos, en cierto modo, al crear una institución como la que nos ocupa. Ojalá le vaya bien. Por mi parte, no tendría ninguna dificultad en aprobar una agencia, pero sin deshacer lo que ha sido un activo muy importante en el país.



Sobre todo, me causa mucha extrañeza, francamente -el argumento fue expuesto por el Honorable señor García-, la urgencia de “discusión inmediata”, cuando en la Comisión precisamente se manifestó que se trataría la idea de legislar y después veríamos con calma si había cosas que mejorar, como efectivamente habían aparecido del debate. La verdad es que supe exactamente hace una hora y media que se había cambiado la calificación -ello ingresó recién-, con lo cual, en la práctica, se inhibe cualquier esfuerzo mínimo por innovar en un asunto que me parece de mucha relevancia o por lo menos el intento de no cometer errores después de los cuales cuesta mucho poder salir adelante.



He escuchado -ojalá uno se equivoque- argumentos en el sentido contrario. Creo que nos hallamos ante una lógica que no es la del Chile de hoy. Actualmente no sobran la inversión ni la innovación ni la competitividad. No estamos en ese escenario. Diría que más bien necesitamos -y la gente del norte podrá explicarlo con mayor conocimiento- una fuerza importante, la que no veo dónde lograremos por la vía expuesta, más allá de la descentralización que usted plantea respecto de la Agencia, señor Presidente, y que comparto. Porque, efectivamente, si además vamos a tener una entidad concentrada, cabe considerar que, a la inversa, debería ser bastante más descentralizada.



A mi juicio, enfrentamos un problema de fondo y damos un paso del cual no estoy convencido. Al contrario, tiendo a pensar que deberíamos estar reflexionando en cómo generar más incentivos a la inversión antes que terminar con algo que ha sido virtuoso, según lo han estimado todos los economistas del país.



Por eso, voto en contra.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Hay varios señores Senadores inscritos, pero el titular de Economía ha solicitado intervenir.



Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, lo que hace el proyecto de ley es precisamente contemplar, en la promoción de la inversión extranjera, una nueva institucionalidad que responde precisamente a los desafíos actuales de Chile.



Cuando se observan cuáles son estos últimos, me parece que todos los presentes coincidirán en que uno de ellos es agregar más saber al tipo de bienes que producimos; traer más y mejores recursos desde el exterior, con más conocimiento, que nos permitan transformarnos en un país exportador de minería y no únicamente de cobre.



Acá se ha mencionado la minería como uno de los sectores en que Chile cuenta con un tremendo potencial de desarrollo. Y ciertamente convendremos en tal capacidad. Pero, al analizar cuáles son nuestras deficiencias para transformarnos en exportadores de minería y no ser solo meros exportadores de cobre, vamos a ver que las diferencias no se basan en algún beneficio tributario específico como aquel respecto del cual se está legislando.



Para poder convertirnos en exportadores de minería tenemos que cerrar nuestras brechas en términos de capital humano. Chile dispone de trescientos investigadores dedicados a dicho sector productivo; los países con un desarrollo minero importante, el equivalente a mil. O sea, registramos un déficit importante en el desarrollo científico asociado.



Los exportadores de minería incluyen servicios relacionados; están integrados no solo en la producción hacia adelante, sino también hacia atrás.



Los proveedores son de clase mundial: no solo les brindan servicios a las empresas mineras de su país, sino también del resto del mundo. 



Tanto es así que una Comisión estuvo encargada de preguntarse cuáles eran los retos de la minería en Chile, con inversiones de cien mil millones de dólares proyectadas para los próximos quince años, el doble que Perú, cuyo distrito minero es mucho más joven. O sea, nuestro país sigue potenciando esta actividad.



¿Cuáles fueron los desafíos definidos por ese órgano, en el que estuvo presente el ex Presidente Ricardo Lagos? Tenemos que desarrollar capital humano, así como centros de formación técnica que permitan aumentar la productividad laboral. Cuando se conversa con las empresas mineras, se puede advertir que este último aspecto es una de las brechas principales. Y para superarla, el camino es la capacitación. Por eso es que los centros son tan importantes.



La misma Comisión nos manifestaba que una de las tareas es conformar proveedores de clase mundial. Lo deseable es que las pequeñas y medianas unidades productivas en torno a la minería no exporten solo a la empresa de su región, sino que también puedan ser actoras globales. Y para eso es preciso desarrollar políticas de fomento; dar espacios a través de contratos inteligentes, por ejemplo, que permitan efectuar inversiones tecnológicas y llevar a cabo negocios; trabajar en líneas de base medioambientales que hagan posible una mejor identificación de cuáles son los potenciales cuellos de botella que alguien encontraría a la hora de invertir en un país.



Ese es el tipo de discusión al que tenemos que abocarnos si queremos tratar, por ejemplo, la competitividad en la minería.



Y lo mismo podemos decir en cuanto a la acuicultura, la pesca, el turismo, la logística.



En Chile, el costo de exportar un contenedor es cincuenta por ciento superior a hacerlo en Corea del Sur y tenemos acuerdos de libre comercio con el 85 por ciento de lo que se produce en el mundo. O sea, somos extremadamente atractivos para cualquier empresa que quiera encontrar una plataforma a fin de vender sus productos en ese ámbito.



Sin embargo, no somos enteramente competitivos en materia logística. Y eso implica considerar la inversión portuaria, por ejemplo, y cuáles son nuestras regulaciones, de forma tal de disminuir costos y hacernos aún más interesantes.



Entonces, cuando hablamos de desarrollarnos, de atraer más y mejor inversión extranjera, tenemos que contemplar un set de instrumentos muy distintos de los que requeríamos en 1974.



Hoy día, Chile cuenta con una institucionalidad macroeconómica que nadie duda de que es de las mejores en el orbe.



Cualquier ranking, del Banco Mundial, de The Economist, del Doing Business, va a situar al país, en términos de manejo macroeconómico, en los primeros lugares. Eso implica estabilidad para un inversionista extranjero.



Lo mismo pasa en materia de institucionalidad.



Si a ello se suma el hecho de que nos encontramos abiertos al comercio exterior, necesaria e inmediatamente nos transformamos en muy atrayentes como destino de recursos provenientes de afuera. Tanto es así, que el año pasado aumentaron en catorce por ciento. ¿Por qué? Porque la base de las decisiones que toman los inversionistas para operar en otro país es la estabilidad de largo plazo, como la que exhibe Chile.



Reitero: en 2014, la inversión extranjera directa se incrementó en catorce por ciento. Y nosotros, pese a ser chicos en términos de producción, con relación al PIB mundial, somos líderes, en este último nivel, en atraerla.



La iniciativa que nos ocupa precisamente genera las condiciones necesarias para poder recibir más y mejor inversión extranjera directa.



Ahora, se ha planteado una serie de interrogantes respecto de los instrumentos considerados y nuestra vocación en la materia.



El proyecto de ley determina la obligación de definir una estrategia de fomento y desarrollo al respecto.



Y para el Gobierno de la Presidenta Bachelet, por cierto, las regiones van a ser uno de los elementos centrales en la definición de la política sobre el particular. Es precisamente en ellas donde necesitamos más inversión extranjera.



Mas nuestra institucionalidad se halla hoy dispersa. No se encuentra coordinada ni cuenta con una ventanilla única.



Un inversionista extranjero requiere una institucionalidad clara, que le permita entrar a un país y solucionar dificultades de información, por ejemplo. Con la iniciativa, lo que estamos haciendo es establecer esa estructura, con una ventanilla única para atraer la inversión de esa índole, con la generación de información positiva para poder captarla y con el ofrecimiento de una serie de instrumentos para tal efecto.



Una empresa de contenedores estaba buscando hace algunos años dónde instalarse en el mundo.

El señor LAGOS.- En San Antonio.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- ¿Y cuáles eran sus requerimientos? Capital humano, para poder hacer la inversión. No buscaba un beneficio tributario, sino trabajadores calificados.



Este es el tipo de instrumento que el Estado ha de tener disponible. En efecto, aumentarían la capacitación, la productividad del sector laboral y la calidad de la inversión que queremos atraer. Es, precisamente, la discusión a la que debemos abocarnos.



Hoy día, las inversiones que registramos en energía solar, para citar un caso, son principalmente de tecnología proveniente de Alemania y de España. Sin embargo, nuestra radiación es la más alta en el mundo. Y los científicos nos dicen: “Lo que requiere Chile son centros de investigación que justamente permitan desarrollar tecnología para aprovechar el recurso especial que posee”. ¿Pero eso que implica? La formación de estas entidades con inversionistas extranjeros que deseen establecerse en el país, de forma de desarrollar el conocimiento específico correspondiente, y después, los proveedores del sector.



Actualmente, gran parte de los que trabajan en la construcción de una planta solar son extranjeros, porque no disponemos del capital humano requerido.



No se trata, entonces, de un beneficio tributario. Estamos haciendo referencia a la necesidad de generar instrumentos en términos de capacitación, de investigación, de infraestructura. Esos son los retos de Chile, cuya realidad es muy distinta de la del año 1974.



Y déjeme hacer una salvedad, señor Presidente. En alguna intervención se mencionó a Colombia: ese país contaba con un estatuto similar al chileno, pero lo derogó.

El señor COLOMA.- Lo cambió por otro.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Repito que con la nueva institucionalidad generaremos un nuevo conjunto de instrumentos para atraer la inversión extranjera directa que responda a los desafíos que enfrenta una sociedad que quiere alcanzar el desarrollo.



No existen casos, salvo el de algún par de naciones exportadoras de petróleo, de que el paso de un país de ingresos medios a ser desarrollado no se haya hecho sino sobre la base de su capital humano. 



Y este es el reto para Chile: diversificar su matriz productiva, agregar conocimiento a los bienes que produce. Tenemos sectores sobre los cuales construir. Minería, acuicultura, pesca, turismo, logística, son ejemplos de los que pueden ser nuestros potenciales, para el efecto de que nos permitan, no solo aprovechar el beneficio del desarrollo en algunas empresas, sino también en toda la cadena productiva; así como fomentar y aumentar nuestro capital humano.



El proyecto de ley en debate precisamente da lugar a esas condiciones.



Gracias.

El señor MONTES.- ¡Muy bien!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la medida de éxito considerada en relación con el crecimiento de un país tiene que ver con el ingreso per cápita, el que a su vez se vincula con la producción, las inversiones, el comercio exterior, todos ellos factores que requieren un desarrollo con tecnología y capital humano cada vez mayores.



Gran parte de lo que ha planteado el señor Ministro es cierto. Me parece que esas son las variables que tenemos que manejar para configurar una estrategia a fin de lograr un incremento de la inversión extranjera.



Creo que la lógica de la inversión ha de dirigirse a la búsqueda de apoyo para las zonas con potencialidad. Muchas de ellas tienen esta última, pero no reciben recursos. Media un desincentivo o no existe un incentivo suficiente.



Sobre la base de la reforma tributaria y de la derogación del decreto ley N° 600, debería considerarse un nuevo escenario, porque pocos o ninguno se interesará en lograr una invariabilidad tributaria a cambio de traer tecnología, inversiones con maduración a largo plazo, si la tasa impositiva es demasiado alta.



De lo que se trata es lo relativo a qué nivel de sacrificio hace un país, desde el punto de vista fiscal, para atraer inversiones suficientes en aquellos territorios o actividades que le interesan, como Estado, para producir más, para aumentar la tecnología, para lograr una mayor generación de empleo. Eso tiene que ver con el ingreso per cápita.



Por tanto, creo que el debate es sumamente útil.



La innovación es convertir el Comité en una Agencia y que Chile no solo sea un receptor, sino también un promotor que vaya indicando en qué sectores y actividades invertir. El seguir exportando materias primas, o bien, cobre y no productos de la minería, precisamente obedece a que nos faltan capital humano y tecnología. Por lo mismo, focalicemos.



He observado que en la Comisión, en la cual no participo, se consultó acerca de la legislación comparada. El resultado no lo tenemos a la vista quienes participamos en el presente debate.



Por eso, creo que el proyecto debería ser discutido en general y darse un plazo para que analizáramos cuáles son los nuevos antecedentes que podríamos tener a la vista para aprobarlo en particular.



No obstante, si se mantiene la calificación de “discusión inmediata” y estamos obligados a votar en general y en particular a la vez, me parece adecuado tratar artículo por artículo y pronunciarse en cada caso, con el objeto de analizar en profundidad si vamos a ser capaces de crecer en logística, en instrumentos, y de que la nueva institucionalidad no solo reciba capital, sino que también lo intencione y desarrolle a través de acciones de promoción. 



Creo que la infraestructura productiva de nuestro país es todavía muy primaria; requerimos de mayor tecnología para incorporar valor agregado a nuestros productos, pero tenemos un déficit en cuanto a capacidad humana. 



Ahora estamos con la reforma educacional, con el fortalecimiento de la educación técnica, para los profesionales. Y me parece que ese es un punto importante, pero no suficiente para pensar que vamos a lograr un salto en la productividad, en la producción, en las exportaciones, lo cual también tiene que ver con la forma en que colocamos, al interior de nuestro país, los incentivos suficientes para que los inversionistas nacionales puedan desarrollar lo que se llama “encadenamiento productivo”, de acuerdo con las inversiones provenientes del extranjero. 



Considero que debemos implementar una política integral para permitir la inversión extranjera y también la inversión y el desarrollo nacionales. 



Voy a votar favorablemente el proyecto, aunque quisiera más tiempo para debatir en particular su articulado. 



He dicho. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra al Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, siento que este proyecto, que estaba lleno de buenas intenciones, se vea afectado por el mal que sufren todos los gobiernos: el “veintiunomayitis”, que consiste en poner el acelerador a fondo en la discusión de ciertas materias para sacarlas antes del 21 de mayo. 



Yo voté a favor -lo digo con claridad- de la derogación del decreto ley 600, porque iba a ser reemplazado por un mecanismo mejor, debido a que, de su análisis -y en eso estoy de acuerdo con el señor Ministro-, se desprendía que su diseño correspondía a otra época. Sin embargo, en esta iniciativa no veo nada de lo que ve el Ministro. Y lo haré presente artículo por artículo. 



Por otro lado, señor Presidente, debo señalar que al fin estoy de acuerdo con el Senador Navarro -¡al fin!- en cuanto a lo que planteó respecto de la empresa china que trajo para instalar una fábrica de buses o de camiones en su región, a la cual también representa la Senadora Van Rysselberghe. Y los chinos le dijeron: “Bueno, ¿y?”. Teníamos la legislación anterior; o sea, invariabilidad tributaria y todas esas cosas. Pero ahora las estamos desechando, señor Presidente. 



Yo vine -por lo que me manifestó el Senador García- con la idea de votar a favor la idea de legislar, para tratar de corregir esta normativa. Pero resulta que ahora, encima, me dicen que tiene “discusión inmediata”. ¡Por el 21 de mayo, señor Presidente! ¡Para qué nos engañamos! A mí me parece muy malo medir la calidad de un proyecto conforme a si puede ser anunciado o no en esa fecha. 



Yo les pido, al Ministro y al Gobierno, que por último le pongan en un “torpedo” a la Presidenta de la República que esta iniciativa “se va a  aprobar”, porque todavía no se ha aprobado. Pero no dañemos al país. 



Cuando una empresa quiere invertir en otra nación, ¿en qué se fija? En el nivel de impuestos; en su estabilidad económica; en la cantidad de profesionales y trabajadores que tiene. ¡Por supuesto! Pero debe hacer el cálculo de si le conviene invertir con esos impuestos. Y lo digo porque represento a una región minera, donde hay inversiones de 2 mil, 3 mil millones de dólares. 



Yo les pregunto a ustedes si, como gerentes de una empresa que desea invertir 2 mil millones de dólares en Chile, tomarían esa decisión. 



El Ministro dice: “Aquí hay que tener ‘ventanilla única’”. De acuerdo, me parece bien. Me carga esto de que haya DIRECON, de que haya ProChile, de que haya no sé qué, y que nuestros embajadores no desempeñen la labor que realiza todo el resto de los diplomáticos del mundo, que andan buscando la manera de que las empresas de su país vendan sus productos. 



Me parece bien unificar en esta materia, pero, sinceramente, no se le puede decir a una empresa que viene a invertir 2 mil millones de dólares en un proyecto, con una condición tributaria equis -40 por ciento de sus utilidades-, que a los dos años se le subirá a 50 por ciento. ¡Se acaba el negocio! 



El tema de la invariabilidad tributaria resulta básico para inversiones intensivas en capital.

El señor MONTES.- ¡Y de largo plazo!

El señor PROKURICA.- Exactamente.



Yo no estoy hablando de una invariabilidad indefinida. Eso me parecería un abuso. Pero incluso, como sugiere el Senador García, igualmente les debiéramos dar este beneficio a los inversionistas chilenos. No es justo que ellos no dispongan de esta herramienta. También se la merecen. 



En segundo lugar, coincido con el Senador Coloma en el sentido de que, cuando se planteó la derogación del decreto ley 600 -con la cual estuve de acuerdo-, la idea era reemplazarlo por una herramienta mejor. Y yo leo y leo el proyecto, señor Ministro, y no veo dónde hay una herramienta mejor. ¡Al revés! Creo que con la aprobación de esta iniciativa, todavía en general y en particular, vamos a terminar con los pocos incentivos que aún existen para atraer inversión. 



Lo que hay que mirar aquí, como muy bien lo dijo el Senador García, no es a Tombuctú, sino a los países que compiten con nosotros. Perú nos está derrotando sin disparar una bala. Se terminó toda la exportación de ostiones. ¡Chao! ¡Quebraron todas las ostioneras! ¿Por qué? Porque nuestro vecino está entregando incentivos para trabajar sus bancos naturales. Se terminó toda la producción de olivos, porque Perú no tiene problemas de agua, cobra menos impuestos y su mano de obra es más barata. Ese país está haciendo todo lo que nosotros hicimos en los años ochenta. Está derrotando a nuestras empresas. Si no, pregúntenle a la gente de las industrias de Arica; pregúntenle cuántos chilenos se han ido a invertir allá. 



Entonces, veamos lo que están haciendo los países que compiten con nosotros, señor Presidente; lo que están haciendo los países productores de cobre: Australia y otros; y, en general, los que pueden competir con Chile.



Yo les digo derechamente: si nosotros aprobamos este proyecto así, de un plumazo -como nos lo está pidiendo el Ejecutivo-, vamos a producirle un tremendo daño a una herramienta básica para el país que permite crear más y mejores negocios.



Usted hace muy bien, señor Ministro, en decir que no debemos seguir exportando cobre en bruto, sino elaborar una exportación con valor agregado. Pero, ¿qué parte del texto le permite a usted colegir que eso va a ocurrir? ¿Porque crea tres organizaciones nuevas? ¿Porque permite la “ventanilla única”? ¡No, señor Ministro! 



¡Por favor! ¡Pongámonos serios!



Parece que aquí -lo digo sinceramente- no se recogieron ciertos trabajos y ciertas opiniones en torno a lo que es la inversión extranjera. Crear instituciones, tener “ventanilla única”, no me parece mal, para, de alguna manera, transformar nuestro aparato estatal y hacerlo más agresivo; para que nuestros funcionarios en el extranjero salgan de sus oficinas a ofrecer los productos chilenos, para que cumplan la labor que se realiza en las embajadas y las organizaciones de todos los países del mundo. En eso usted tiene razón, señor Ministro, pero, en lo demás, creo que no.



La pregunta del millón hoy día es qué hay que hacer para establecer condiciones más atractivas para los inversionistas extranjeros, que yo no veo en el proyecto. Con la creación de organismos integrados por Ministros u otras instituciones -algunas incluso se superponen-, no veo que vaya a haber más inversión extranjera. ¡No lo veo! ¡Créame, señor Ministro!



Yo, señor Presidente, tal como ya lo he dicho, venía con la idea de votar a favor de este proyecto de ley, de corregir lo que considero que puede significar un efecto negativo en la inversión extranjera, pero creo que aprobar esta iniciativa es un error que nos va a causar un grave daño, porque no me parece que ahí se esté entregando ninguna herramienta para hacer a Chile un país más atractivo para la inversión extranjera, instrumento básico para el crecimiento.



Comparto todos los objetivos que usted plantea, señor Ministro,  pero este articulado no llega a ellos. Yo soy partidario -como lo he dicho muchas veces- de que fabriquemos más elementos elaborados. El desafío de Chile es no seguir exportando piedras. Y -escuchen bien esto- hay que tener mucho cuidado con lo que estamos haciendo en materia de inversión en fundiciones. Aquí se están cerrando fundiciones, señor Presidente. En el 2020 -se lo digo a usted, que es tan amigo de los chinos, igual que yo- China va a tener el 70 por ciento de la fundición de cobre en el mundo. Y somos nosotros los grandes productores de ese metal.



Yo pregunto quién va a poner las condiciones cuando nosotros sigamos pensando en cerrar fundiciones como Paipote u otras que, en la práctica, son lo más lejos a lo que estamos llegando, porque ya ni siquiera fabricamos alambrón. Teníamos una fábrica de alambrón y la hemos cerrado.



Yo estoy de acuerdo con usted, señor Ministro: debemos tratar de tener más y mejor inversión, no solamente seguir exportando piedras, pero, con este proyecto, pienso que vamos a retroceder.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, primero, una observación general.



Estamos discutiendo una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile, país que vive de la inversión extranjera, particularmente en minería, y lo estamos haciendo en una competencia récord, contra el tiempo, en circunstancias de que este debería haber sido un tema de debate nacional, pausado y respondiendo a una estrategia de desarrollo que implicara que Chile pudiera aprovechar sus recursos naturales y dar un salto al desarrollo.



¿Cuál es la realidad?



En primer lugar, las exigencias de los mercados internacionales están obligando a Chile a dejar de ser un exportador de cobre fino y a transformarse en un país exportador de concentrado.



Segundo, las fundiciones chinas, que mencionaba el Senador Prokurica, pueden separar hoy -las más sofisticadas- hasta 15 metales del cobre que Chile vende como polvo, de los cuales la mayoría o varios obtienen mejor precio. Y nosotros no recibimos ningún beneficio de aquello. Este dato lo chequeé con Aduanas, que me indicó que no tiene ninguna forma de establecer qué se exporta a través del concentrado. Y las proyecciones de los proyectos mineros, incluyendo los de CODELCO, indican que vamos a seguir avanzando a porcentajes crecientes de concentrado de cobre y no de cobre fino.



Chile fue la estrella de la exportación de cobre fino en el mundo, de cobre de la mejor calidad, y hoy es exportador de un cobre que va molido en un concentrado, con menor valor agregado y, además, con mayor déficit, por la calidad de nuestros minerales.



Y durante un par de décadas fuimos la estrella, no en realidad por el DL 600, sino porque la ley de los minerales chilenos, de alta calidad en el mundo, y el precio de la energía, particularmente cuando usamos el gas natural licuado argentino u otras fuentes más baratas al precio de hoy, nos hacían un país donde los costos de producción eran infinitamente inferiores.



Pero la calidad del mineral cambió y el precio de la energía se disparó. Ese es el principal motivo, más que los incentivos tributarios u otros. Estos, como los contenidos en el decreto ley 600, sirvieron más para generar confianza política en que Chile no iba a hacer cambios estructurales, pero no fueron determinantes. Simplemente, esa situación se debió al mercado, por tener buena materia prima y energía barata.



El problema que estamos observando hoy es que los países que están comprando cobre chileno ya no solo nos ponen las exigencias del producto que vendemos -ya no es cobre fino, es concentrado-, sino que además se empiezan a constituir en una amenaza para el cluster local. Este -la industria de base regional que apoya la producción de minería en Chile- se encuentra prácticamente desaparecido. No tuvo capacidad alguna de enfrentarse a los grandes exportadores radicados en la zona central de Chile.



Por lo tanto, el paso siguiente es que los grandes proveedores nacionales de la minería se sientan amenazados, porque ven y prevén que la presión china ya no solo apunta a que nosotros exportemos concentrado de cobre con menor valor agregado, para ellos realizar la separación de los metales y obtener la diferencia de valor, sino que además nos están exigiendo que los clusters compren los servicios o la maquinaria a los productores chinos o a aquellos con los cuales están asociados.



Igual situación se está dando con las fundiciones. Cuando nos dicen que las cerremos, por ser de alto costo y porque el negocio es vender concentrado, entramos en la misma lógica de avanzar hacia la mina, en vez de salir de ella y apuntar a la generación de una industria sustentable.



Quiero mencionar la experiencia de Australia, invitada a EXPONOR, el mayor evento económico del año: más de mil empresas expositoras; más de 30 países presentes, incluidos todos los grandes exportadores de cobre; negocios proyectados a 12 meses por 850 millones de dólares. ¡Ninguna autoridad chilena asistió! El Intendente era el funcionario de mayor rango presente.



Eso se llama centralismo.



Pero, más allá de mencionar, de pasada, esta discriminación, quiero decir que el tema que se ventiló en la trastienda de ese evento fue la presencia amenazante que muchos ven en las grandes transnacionales que quieren desplazar a los industriales chilenos.



Lo que ha hecho Australia es precisamente lo contrario. Es un país de origen minero, con niveles de producción inferiores al nuestro, pero que ha sido capaz de generar una industria que nos abastece. Nosotros somos uno de sus principales socios. Ellos exportan más de 30 mil millones de dólares en maquinarias y equipos para la minería, y además tienen negocios, en la industria o cluster minero, del orden de los 70 mil millones de dólares (datos de la embajada australiana en Chile).



Nosotros, como país, hemos sido incapaces de generar una política de promoción del cobre fino, del valor agregado y, más aún, de la generación de una industria competitiva a nivel internacional que nos dé sustentabilidad en el sector minero. Podríamos tener un alto ingreso asegurado, más allá de los minerales y de las reservas naturales de la materia prima, y una industria de alta sofisticación. Pero no se observa ninguna medida objetiva, significativa, que nos haga pensar que el país está desarrollando una industria robusta, capaz de darle sustentabilidad a la minería chilena. Por el contrario, estamos retrocediendo hacia niveles de producción de un concentrado que -insisto- tiene menor valor agregado que el que existía hace 20, 30 y 40 años.



Por consiguiente, yo no puedo considerar este proyecto suficiente para la magnitud del desafío de la minería, y menos discutirlo en un tiempo de diez minutos. En estas condiciones no puedo aprobar, en general y en particular, una iniciativa que tiene que ver con los recursos naturales de nuestro país.



Por lo tanto, me voy a abstener.



Y dejo constancia de que me parece impresentable que una normativa de la mayor importancia para el desarrollo del país tenga que ser discutida en estos términos y a la cual haya que adherir, como una suerte de lealtad de turno, bajo una cierta urgencia discursiva.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley que en el papel parece relativamente simple, pero que tiene toda una historia detrás, relacionada con el decreto ley 600, mecanismo creado durante el Gobierno militar con el objeto de permitir la llegada de inversión extranjera.



Chile era entonces, ciertamente, un país subdesarrollado, o, para ser más franco, en vías de desarrollo, no comparable con el que es hoy. Tenía severas dificultades para integrarse al mundo. No solo los gobernantes no podían viajar al exterior, sino que además los capitales no querían venir aquí, porque no estaban las condiciones. Podía haber recursos naturales interesantes de explotar, con una buena ley mineral, pero no existían condiciones adecuadas. De ahí que se estableció un sistema que, a ojos del año 1975 y por mucho tiempo, fue un régimen razonable desde el punto de vista de darle cierta tranquilidad adicional al inversionista extranjero que quería poner su capital en nuestro país.



Pues bien, el decreto ley 600, a juicio de muchos, ¡muchos!, incluidas instituciones respetables como la OCDE, está hoy día en retirada. No cumple el objetivo inicial que tuvo.



Quiero señalar que este proyecto -lo indicó el señor Ministro y todos los que han intervenido- persigue, básicamente, tres objetivos. 



Los repaso bien rápido. 



Primero, consagrar una nueva institucionalidad para atraer inversión extranjera directa; es decir, no solo para garantizar la inversión que llegue, sino también para promocionar las oportunidades de inversión en Chile.


Segundo, se establece una disposición transitoria para que aquellos que quieran acogerse al actual sistema lo puedan hacer durante los próximos cuatro años -hasta el 2020-, de modo de poder seguir trayendo inversión bajo el DL 600. O sea, aprobado este proyecto hoy día y promulgado como ley antes del 21 de mayo, como decía el Senador Prokurica, habrá hasta cuatro años para poder seguir usando el actual sistema.


Y tercero -y este es el tema importante para el capital extranjero-, a la inversión extranjera directa se le reconoce acceso al mercado cambiario formal, derecho a remesar el capital y las utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto sobre las ventas y servicios en la importación de bienes de capital. Es un incentivo para la inversión en general; esto es, para todos.



La pregunta que se hacen empresarios chilenos es: “¿Y por qué nosotros no podemos tener también un tratamiento garantizado al mercado cambiario formal?”. Porque ocurre que, nos guste o no, seguimos siendo un país en vías de desarrollo, con ciertas peculiaridades. Y los empresarios internacionales, que tienen varias opciones para invertir su capital, andan en busca de lugares que efectivamente cuenten con mejores condiciones, ya sea por el recurso natural, la oportunidad de negocios, la capacitación del recurso humano, la institucionalidad, el grado de corrupción, la estabilidad de los gobiernos o de las reglas del juego.



En cuanto a las remesas y la posibilidad de recurrir al mercado formal cambiario, se trata de un elemento interesante. ¿Por qué querría poner mis recursos en Chile si cuando desee retirar mi inversión o mi utilidad o mi remesa no tuviera esa posibilidad garantizada?



Es lo mínimo; es la ley de la vida.



Podría no gustarme esa opción o no estar dispuesto a aprobarla. Pero, de no existir, seguramente habría menos inversión extranjera.



Ahora bien, el decreto ley N° 600 se concentró básicamente en el sector minero. Allí se hizo la principal inversión.



En tal sentido, a la Comisión asistieron representantes del Consejo Minero, quienes entregaron un informe -algunos Senadores han descansado en él- en el cual se señalaba que nuestros principales competidores en el mundo: Australia, Estados Unidos, Indonesia, Perú, El Congo, Zambia, Colombia y Canadá se hallaban en mejores condiciones, lo cual los hacía tener mayor competitividad. 



Y se tendió a atribuir -ello quedó despejado en el órgano técnico- que el problema no era la invariabilidad tributaria, contrariamente a lo que algunos colegas han manifestado como algo muy importante, porque, de todos esos países que nombré, solo Perú, El Congo y Zambia ofrecen esa facilidad.



Para poner las cosas en perspectiva, nuestra nación representa el 39 por ciento de la minería mundial, mientras que Perú no llega al 6 por ciento. No digo con eso que estemos mejor, pero las razones por las cuales Australia, Estados Unidos, Indonesia, Colombia y Canadá pueden tener mayor competitividad son que cuentan con instrumentos que no incluyen la invariabilidad, lo cual hace la diferencia.



Y sobre eso este proyecto de ley, en concordancia con el resto de las políticas públicas de las que habló el Ministro -se hallan en su texto-, hará la diferencia.



Entre paréntesis, tampoco existen contratos de ley.



¿Qué hay? Subvenciones o descuentos en la provisión de infraestructura y algunas medidas tributarias como la depreciación acelerada, existente en Chile.



En Estados Unidos se ofrecen franquicias tributarias, condicionadas a determinados requisitos, para los proyectos de inversión. Básicamente, salarios altos para personas que trabajen en mineras. ¡Ya quisiéramos nosotros algo así para los trabajadores!



Respecto de Indonesia, en el sudeste asiático rara vez garantizarán invariabilidad tributaria. Eso sí, ofrecen algunas condiciones distintas: por ejemplo, mecanismos para resolver disputas con gobiernos locales en esa nación.



Tal es el tipo de incentivos que tienen. Si a alguien no le gusta, le dicen que invierta en otro lado. ¿Por qué? Porque maximizan la explotación del recurso natural.



En cuanto a Colombia, deseo hacer una aclaración: en ese país contaban con un sistema similar al peruano, pero lo derogaron en 2012, de manera que hoy día tienen uno que establece un marco legal que prioriza las ventajas estructurales de invertir allí, en desmedro de las garantías extraordinarias que contemplaba el estatuto original de invariabilidad tributaria.



En relación con Canadá, en algunas provincias descansan básicamente en créditos tributarios de hasta un 30 por ciento de los gastos asociados a la exploración y la explotación de mineral.



Lo que pretendo afirmar es que se ofrece un número diverso de incentivos.



Sobre el particular, me voy a centrar en un asunto que mencionó el Ministro de Economía. Para eso, solicito -por intermedio de la Mesa- que el señor Céspedes elabore un poco más su respuesta sobre los incentivos que hay en Chile. Porque no me basta con que contemos con un mecanismo de promoción de inversiones o con atraerlas si no tengo qué ofrecer a cambio.



En lo relativo al ejemplo que se dio sobre San Antonio, la empresa internacional Maersk Line produce contenedores en Chile, en circunstancias de que podría fabricarlos en China.



Las razones por las cuales aquello se estableció en nuestro país fueron tres.



La primera es que la mano de obra nacional, si bien requiere capacitación, vis a vis con la mano de obra china es más capacitada.



La segunda se refiere a que el Estado chileno entrega ingentes recursos a través del SENCE, que hacen que hoy se capaciten en esa ciudad más de 2 mil personas a fin de tener aproximadamente un total de 4 mil trabajadores. Eso, literalmente, cambia la naturaleza de trabajo en ese puerto.



Y la tercera, que no es menor, dice relación con nuestra posición geográfica. Porque, si los contenedores se elaboraran en China, como en general deben tener refrigeración para el transporte de fruta, una vez construidos tendrían que enviarse al lugar donde se cargan, con lo cual se perdería el viaje de ida. 



En cambio, si los hacen en el puerto de San Antonio, toda la fruta de las Regiones de Valparaíso, de O’Higgins y del Maule es cargada una vez construido el contenedor.



Eso es aprovechar, y constituye un incentivo real. Sin embargo, hay otros mayores en la CORFO, en el ámbito científico-tecnológico. Se cuenta con millones de dólares en materia de inversión.



A continuación, deseo referirme a algo que no se menciona acá: qué cosas no atraen la inversión extranjera directa. 



Por ejemplo, que la institucionalidad no funcione.



¿Le parece razonable a alguien, con el respeto que me merece dicho magistrado, que sobre los hombros del juez de letras de Los Vilos descanse la resolución de un conflicto relativo a una inversión de más de 3 mil millones de dólares, como es el caso del tranque de relave de la minera Los Pelambres?



Debemos resolver ese problema institucional, ya que no resulta sano que una inversión de tal magnitud termine reducida a la decisión de un juez de letras o, después, de una corte de apelaciones, como tampoco -este ejemplo tal vez genere más escozor- a que, habiéndose cumplido todos los trámites para la concreción de un proyecto energético -muy bien me lo señala, caricaturescamente, el Senador Víctor Pérez; pero es bueno que me lo recuerde-, un Presidente de la República tome el teléfono y le pida a la empresa, que cumplió todos los requisitos, que retire esa inversión extranjera.



¿Qué es más serio desde el punto de vista internacional: que me señalen que me retirarán la invariabilidad cuando los impuestos estén en 44 por ciento o que, cuando cumplí todos los requisitos, me digan desde el palacio presidencial: “Mejor no invierta en Chile”?



Ese es el tipo de temas en cuestión.



Por último -termino acá-, está lo relativo al royalty. 



Escuché atentamente a Senadores de las bancadas del frente y estoy de acuerdo con ellos, pues quiero más incentivos, pero no tienen por qué referirse solo a la invariabilidad tributaria. 



No obstante, hay algo que queda pendiente respecto de los recursos naturales: el famoso royalty. 



Cuando se presentó el primer proyecto sobre la materia -¡entiendo que ni siquiera era un royalty propiamente tal, sino uno más o menos…!- fue rechazado. Y la idea de este gravamen es hacerse cargo de que el cobre no es infinito, de que se acabará, de que la ley del mineral disminuirá.



Es cierto que existe un proyecto grande en la Región de Valparaíso, Expansión Andina 244, pero se va a terminar.



Entonces, debemos usar parte de esas riquezas e invertirla solo en educación y generar valor agregado a esas exportaciones, no pensando en que vamos a seguir exportando cobre cuando no tengamos, sino en si dispondremos de la capacidad para trabajar todavía en el valor agregado de la producción de ese metal en la explotación en otros países y, sobre todo, para sustituir esa riqueza por la inteligencia de nuestros hijos y nuestros nietos.



Por eso, tal vez se tenga que repensar en el futuro un royalty redirigido en forma exclusiva a la investigación y al desarrollo de la educación superior en Chile, que permita reemplazar la explotación del mineral.



Solo me queda decir que aprobaré este proyecto de ley.



Por cierto, uno quisiera tener a veces más espacio para debatir en detalle. Pero no me cabe duda de que esta iniciativa constituye un avance sustantivo. Como dijo la OCDE, este mecanismo no existe en ningún país que integra esa organización y es posible hallarlo en Perú, Kazajistán, El Congo y Zambia.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Ministro de Economía, don Felipe Céspedes.

La señora ALLENDE.- ¿Se puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

El señor MONTES.- Por supuesto.

El señor LARRAÍN.- Solo si se mantienen los tiempos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se darán los 10 minutos, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- ¿Señor Presidente, se retirará la urgencia o se mantendrá?

El señor COLOMA.- Si abre la votación, no podrá intervenir el Ministro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, iniciaremos la votación después de que intervenga el Ministro de Economía.



Acordado.



Tiene la palabra.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Gracias, señor Presidente.



Quiero referirme a algunas preguntas planteadas por el Senador Lagos Weber y, también, a otras dudas mencionadas durante la discusión.



En primer término, respecto del mecanismo del decreto ley N° 600 sobre el cual se está legislando, la invariabilidad tributaria, la iniciativa establece una transición hasta enero de 2020 para la firma de proyectos a través de la legislación actual. O sea, hasta esa fecha tales contratos podrán ser firmados sobre la base de lo que ahora existe.



Mediante esa norma, como Gobierno estamos dando un plazo de transición lo suficientemente amplio para adecuar el funcionamiento de cada una de las industrias que pudiera verse afectada o que pensara acogerse a la invariabilidad.



Al mismo tiempo, deseo expresar que las propias cifras demuestran que el mecanismo de invariabilidad tributaria cada día es usado menos por las empresas que invierten en Chile. Es decir, esto también demuestra que quienes comienzan a invertir en nuestro país no tienen en cuenta la invariabilidad tributaria, sino otro tipo de características que venimos desarrollando.



Además, estimo importante señalar que en el artículo segundo transitorio se consigna claramente que la invariabilidad tributaria establecida actualmente durará hasta enero de 2020. 



Me parece un antecedente muy relevante respecto de la forma en que, como Gobierno, estamos planteando la eliminación de este mecanismo.



Quiero agregar que se ha llevado a cabo aquí una discusión -lo plantearon de manera muy clara los Honorables señores Guillier y Navarro, como también otros Senadores- sobre la estrategia de desarrollo productivo del país, que ciertamente va mucho más allá de esta iniciativa.



Este proyecto, que habla acerca de la institucionalidad para atraer inversión extranjera en Chile, recoge precisamente todas las recomendaciones que la OCDE ha hecho al país en términos de lo que debiera ser esa institucionalidad. Ella nos ha dicho que tenemos múltiples organismos que no están coordinados, que no interactúan, y que es necesario generar una entidad que coordine y promueva (así como ocurre en más de 140 países en el mundo) la atracción de dicha inversión.



Una discusión tan relevante como esta, o quizás aún más, recae en el desarrollo productivo de nuestro país. Esto es, ¿qué sectores nos darán crecimiento en el futuro?, ¿dónde estarán los sectores que van agregar valor? Pero, ciertamente, esa discusión -estoy de acuerdo con lo planteado por el Senador Prokurica- va muchísimo más allá de la atracción de inversión extranjera al país: se basa en el debate que se debe llevar a cabo sobre nuestro desarrollo productivo.



Muchas de las ideas expresadas en esta Sala son compartidas plenamente por el Gobierno. Tanto es así que hemos dicho que debemos generar nuevos instrumentos, realmente acordes con los desafíos del país; por ejemplo, con el desafío de nuestro sector minero. Este va mucho más allá de uno u otro beneficio tributario que se pueda obtener, pues se vincula con la productividad minera en materia laboral, como el tratamiento de todos los relaves sobre la base de conocimientos, la generación de capacitación, el capital humano avanzado, los centros de formación técnica.


Y podemos tener esa discusión -comparto los puntos señalados por el Senador Guillier- en múltiples áreas: energía solar, acuicultura, turismo y Sus Señorías probablemente encontrarán muchos otros sectores en donde esa discusión debe darse. 



¿Qué hacemos nosotros desde el Gobierno? Planteamos una discusión precisamente en esas dimensiones. Y para responder a la pregunta del Senador Lagos Weber, él daba el ejemplo de la empresa Maersk, y ese es el tipo de instrumentos que tenemos que generar.



Así, los subsidios al capital humano efectivamente nos permiten atraer más inversión extranjera con un componente basado en ese capital.



En cuanto a la generación de centros de formación de conocimientos para empresas que invierten en nuestro país, como Ejecutivo firmamos hace pocos meses un acuerdo con el Instituto Fraunhofer con el fin de realizar investigación solar en el norte de Chile. Esta es la forma de comenzar a desarrollarnos.


Y en otros sectores, como la acuicultura, necesitamos más investigación. La que se realiza en Chile todavía no se encuentra al nivel de nuestro potencial en esa área. Para producir la misma cantidad de proteínas, la acuicultura necesita un quinto del agua que se requiere con respecto a la carne. Si pensamos que la demanda por proteínas en el mundo va a crecer de manera relevante, producto del ingreso per cápita, eso significa que tenemos un tremendo potencial; pero ello implica la creación de más centros de investigación en alimentos, en vacunas, lo que conlleva un mayor desarrollo de capital humano avanzado, más alumnos estudiando doctorados en Biología Marina.



Esa es precisamente la estrategia que nosotros hemos planteado al país. Lo dijimos en su momento en la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento, y compartimos como Gobierno las preocupaciones expresadas por diversos parlamentarios y Senadores en la Sala con relación a la necesidad de avanzar en ese tipo de discusiones.


A modo de ejemplo, la industria de servicios globales en Chile prácticamente no exportaba en 2004 (200 millones de dólares en exportaciones en servicios globales). A través de un programa de la CORFO, que comenzó en ese año, empezamos a otorgar becas de inglés, a ofrecer capacitaciones para programadores en regiones. Dicha política en regiones nos permitió que al 2010 nuestras exportaciones de servicios globales fueran de 1.000 millones de dólares; o sea, multiplicamos por cinco las exportaciones globales. ¿Sobre la base de qué? Del desarrollo de capital humano, de la generación de incentivos para atraer empresas a fin de ubicarse en nuestro país (desarrollo de la fibra óptica).



Ese es el tipo de discusión que nosotros promovemos desde el Gobierno. Pero ciertamente va más allá de este proyecto de ley, que busca generar una institucionalidad para que esa inversión extranjera se desarrolle en Chile.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación en general el proyecto.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, después de escuchar al señor Ministro de Economía, uno constata con absoluta nitidez y claridad que estamos frente a un proyecto relevante en donde no figuran la mayoría de las ideas que él plantea. Estos no guardan relación alguna con lo que hoy debemos votar. ¡No aparecen! Son políticas de desarrollo, son estrategias económicas, que no se hallan vinculadas -reitero- con la iniciativa legislativa que estamos analizando.



Y mi segundo comentario es que, si estamos discutiendo un proyecto relativo a una nueva institucionalidad para atraer inversión extranjera a un país en que esta es básica, es esencial, no hay duda de que tratarlo en una sola sesión en general y en particular es a lo menos una irresponsabilidad. Muchas veces se critica al Senado, al Congreso por este tipo de cosas, y el presente es un claro ejemplo de ello.



¡Vamos a cambiar nuestra institucionalidad! ¿Y cuánto tiempo tenemos? Una hora y media, diez minutos por cada uno de los Senadores para poder opinar...


Si eso no es un despropósito, verdaderamente sería importante que alguien dijera qué es.


Cambiar la institucionalidad de algo que ha funcionado de manera virtuosa -como decía el Senador Coloma-, me parece un esfuerzo en el que todos debemos poner mucha capacidad e inteligencia para mejorarlo en forma sustantiva. Porque no hay duda de que el decreto ley N° 600 operó en un país con una realidad totalmente distinta de la que hoy existe.


Eso es cierto. Sin embargo, tiene virtudes. Posee elementos muy positivos, y el dejarlos fuera constituye un riesgo extraordinariamente potente, extraordinariamente poderoso, extraordinariamente grande.


Chile se encuentra ubicado geográficamente en un lugar complejo para las relaciones internacionales, debido a la lejanía en que se encuentra. Por lo tanto, deben existir normas precisas y simples. Y, dentro del decreto ley N° 600, sin duda, la invariabilidad tributaria es un elemento de suma importancia. Significa decirle a quien venga a invertir a nuestro país que va a tener un contrato con el Estado, y que todas sus normas serán respetadas en el mediano y el largo plazo.



Ello ha permitido desarrollar la industria minera, y ojalá pudiéramos hacerlo con otras. Y para que eso sea así, ¡no cabe duda de que debemos generar una nueva institucionalidad!



No sé si el Comité de Ministros o la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera son los instrumentos adecuados. Pero, ciertamente, esa institucionalidad tiene que salir no solo a buscar la inversión extranjera, sino también a promover las regiones, los territorios y aquellos aspectos que verdaderamente le interesen a Chile. No hay que dejar que la inversión extranjera llegue únicamente por el hecho de obtener determinado beneficio tributario. 



Por ende, la inversión que debemos impulsar y desarrollar tiene que pasar a través de una institucionalidad muy dinámica. Y creo que aquí estamos modificándola, eliminando aspectos esenciales como la invariabilidad tributaria y estructurándola como aparato público.



Si alguien me viene a decir que solo creando estructuras públicas, burocracia pública, va a generar el dinamismo para atraer la inversión extranjera, está muy equivocado.


En consecuencia, tienen que existir normas claras y objetivas de antemano que le aseguren a quien venga a promover una inversión en el país las condiciones propicias para ello.



Aquí, el Ministro de Economía planteaba que durante el año 2014 la inversión extranjera subió considerablemente, al revés de todo lo sucedido en Latinoamérica. Eso es parcialmente cierto. Pero en su mayoría este aumento es producto de la compra de capitales extranjeros de la industria nacional. Es decir, no ha habido una inversión para generar riquezas, generar nuevos proyectos, sino que para comprar…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor PÉREZ VARELA.- Pero se acordó mantener los diez minutos para la fundamentación del voto, y van solo cinco.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es cierto. Disculpe la interrupción.



Continúe, señor Senador.

El señor PÉREZ VARELA.- Por lo tanto, no podemos engañarnos con ese dato. En 2013 hubo menos inversión extranjera y en 2014 esta aumentó solo porque los inversionistas vinieron a comprar industrias nacionales. En definitiva, por esta vía no se originó dinamismo en la economía.



Si creen que con la creación de un comité y una agencia y el establecimiento de dos o tres normas de carácter menor vamos a generar un estímulo en este ámbito, están absolutamente equivocados.



Señor Presidente, hoy nos encontramos resolviendo algo absolutamente esencial para el futuro del país. ¡Absolutamente esencial! Si tomamos una decisión errónea en esta materia, hipotecaremos el porvenir de Chile quizás por varios años. 



Digamos las cosas como son: crear el Comité de Ministros y la Agencia de Promoción no asegurará la llegada de inversión extranjera.



Actualmente, cualquier persona que quiera invertir en nuestro país sufre los efectos de la burocracia. Cualquier persona que desee desarrollar un proyecto se ve afectada por la demora para conseguir los permisos que le permitan avanzar en la ejecución de este. Cualquier persona conoce las dificultades que se deben enfrentar para llevar adelante iniciativas de inversión; incluso si se trata de inversión pública.



En la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos estamos tratando el tema de la sequía, y resulta fundamental la inversión para ir en ayuda de quienes carecen de agua. Sin embargo, la tramitación de los proyectos de agua potable rural dura a lo menos cinco años, desde que se presenta la solicitud pertinente hasta que se resuelve su aprobación. Y eso ocurre en caso de que todo funcione como está previsto.



Por su parte, el Ministro de Obras Públicas esta mañana nos dijo que, si no se cambian ciertas normas administrativas, varias obras de inversión esenciales, como los embalses, van a demorar diez años en materializarse.



Y pasa por el mismo trámite cualquier inversionista, ya sea pequeño, mediano o grande. En mi opinión, lo sufren con mayor rigor los pequeños y medianos.



En consecuencia, solo el establecimiento de una institucionalidad pública para atraer inversión extranjera, a mi juicio, no resuelve el problema.



Debemos fijar reglas claras y lo más simples posible, que den estabilidad y certeza. Las instituciones de Gobierno tienen que jugar un rol dinamizador de la inversión tanto extranjera como nacional. El Estado ha de desempeñar un papel de promoción, de ayuda, para que los proyectos se desarrollen y salgan adelante.



Si no hacemos eso, claramente estaremos condenando al país a tasas de crecimiento extraordinariamente mediocres, como las que se registran hoy: entre 2 y 1,5 por ciento. Y nos contentaremos si llegamos al 3 por ciento.



Sin duda, con ello se mantiene la pobreza y la desigualdad, y se impide el avance hacia el progreso.



Por eso, señor Presidente, no estoy de acuerdo en tratar un proyecto de ley de esta envergadura en tan poco tiempo. 



No estoy dispuesto a votar favorablemente una iniciativa que elimina un instrumento fundamental (la invariabilidad tributaria) como incentivo para quienes vienen a hacer una inversión riesgosa a nuestro país.



En esta materia debemos mantener normas claras, precisas y simples. 



Reitero: estamos votando algo esencial para el país disponiendo para el análisis solo de diez minutos por cada orador. ¡Eso me parece irresponsable!



En consecuencia, no puedo aprobar un proyecto de tal naturaleza, por la premura con que se ha debatido, considerando el contenido de que se trata.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estamos discutiendo la presente iniciativa porque, como se ha recordado, cuando se aprobó la reforma tributaria se estableció la derogación del Estatuto de la Inversión Extranjera a partir del 1 de enero de 2016. En el intertanto se debía dictar otro en su reemplazo, aunque inicialmente, en aquel minuto, esa no parecía ser la voluntad del Ejecutivo.



Finalmente, producto de las conversaciones habidas en el Senado, se creó una Comisión Asesora, cuyo trabajo se ve reflejado en el proyecto que nos ocupa.



Esta iniciativa tiene, sin lugar a dudas, aspectos positivos. Como estos ya fueron resaltados, no los voy a repetir. 



La idea de crear la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera destaca como algo relevante. Ello implica no solo esperar a que lleguen los inversionistas, sino también tener una actitud proactiva para promover la búsqueda de inversiones en el extranjero.



Sin embargo, se produce un cambio muy radical con relación a algunas normas del aún vigente Estatuto de la Inversión Extranjera, como la pérdida de ciertos beneficios, que -según creemos- son claves para poder atraer inversiones a Chile.



Hay quienes señalan que ya no es necesario atraer inversiones al país, por su nivel de desarrollo; que naciones como la nuestra ya no requieren incentivos en esta materia, particularmente en lo que dice relación con la invariabilidad tributaria.



Sin embargo, la pregunta genérica que cabe formular es si Chile precisa o no atraer más inversión.



Quienes vean cómo ha evolucionado el escenario de las inversiones no en el mundo, sino en nuestra región, estarán conscientes de que Chile está perdiendo terreno. Tales fenómenos se advierten no en el corto ni en el mediano plazo, sino en el largo plazo. Por tanto, la irresponsabilidad de haber desincentivado mecanismos de inversión, en perjuicio del Chile de cinco o diez años más, es muy significativa.



Por eso me preocupa lo que estamos haciendo. ¡Necesitamos todavía más inversión! 



Si bien los regímenes jurídicos en esta materia varían -existen los más diversos mecanismos-, todos los países disponen de instrumentos de estímulo a la inversión. Por lo mismo, nosotros no debemos renunciar a algunos muy positivos que aún nos rigen.



En ese sentido, está bien crear la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, pero es inadecuado poner fin a ciertos beneficios, como el del contrato ley y el de la invariabilidad tributaria. Este último ha sido un elemento extraordinariamente importante para Chile.



Es esencial que exista un contrato ley que garantice que las reglas del juego no se van a alterar en el tiempo. Si esto se elimina, al igual que la invariabilidad tributaria, no cabe la menor duda de que la estabilidad de los proyectos de inversión extranjera en el largo plazo se va a perder.



Pienso que en ese plano se debe tener especial cuidado. 



En los últimos cuatro años, Chile ha promulgado dos reformas tributarias: la que impulsó el Presidente Piñera y la que propuso el año pasado la Presidenta Bachelet. Ello transmite la sensación de que nuestro país aún no es estable en materia de tributos. 



Además, hoy se está viviendo un proceso bastante significativo de desaceleración económica. De hecho, el crecimiento está estancado. Una de las tareas que espero que asuma el nuevo Ministro de Hacienda es, precisamente, la de generar una agenda que permita recuperar el ritmo de crecimiento económico. Sin este, queda desprotegido el empleo y se originan diversos problemas. De ese modo la agenda de proyectos para ayudar a resolver los temas sociales, al no contar con los recursos necesarios, se verá muy debilitada.



Por su parte, la pérdida de la invariabilidad tributaria, a mí juicio, provocará consecuencias negativas para Chile.



Se plantea que esta futura ley producirá efectos en ese ámbito recién en cuatro años más y que, luego de ese lapso, se podrá revaluar y corregir el mecanismo si se estima que produce daños. ¡Pero entonces puede ser tarde! Tal planteamiento no parece serio. Estar improvisando en estas materias me parece inconveniente. A mi juicio, si hay dudas, más vale no cambiar los mecanismos vigentes.



Nuestro país está pasando por las dificultades que todos conocemos; no está ofreciendo estabilidad económica, y agrega incertidumbre jurídica al poner fin a instrumentos muy positivos de incentivo a la inversión, como el de la invariabilidad tributaria. Todo ello nos hace pensar que el camino que estamos siguiendo no va a servir para potenciar y fortalecer las inversiones en nuestro país.



Pero la situación es todavía más compleja: el Estatuto de la Inversión Extranjera tiene sus días contados (hasta fines del presente año) y, si no aprobamos este proyecto, que fija uno nuevo, deberemos enfrentar una dificultad mayor que la que existe hoy, por cuanto nos quedaremos sin la Agencia de Promoción para la Inversión Extranjera.



A mí no me gusta esta forma de tratar las iniciativas de ley.



No tengo ningún problema en votar favorablemente la idea de legislar; pero hago presente que no disponer del tiempo suficiente para analizar esta materia en detalle, para darle más vueltas, para evaluar con mayor certeza las medidas propuestas para atraer proyectos de inversión, nos puede llevar a cometer un grave grave error.



Votaré a favor de la iniciativa en general, ya que es peor quedarse sin un estatuto para promover inversiones extranjeras. Sin embargo, solicito que en la discusión particular se voten separadamente los artículos del proyecto con el fin de dejar estampada mi abstención.



El proyecto necesita más análisis para su corrección y un debate mayor para revisar lo relativo a la invariabilidad tributaria, asunto en lo cual, a mi juicio, todavía hay plazo para introducir mejoras y hacer un estudio más acabado del instrumento propuesto. De lo contrario, seguiremos dando señales equívocas en el ámbito de la inversión.



Se ha señalado aquí que países como Perú no compiten con nosotros en este plano, porque su participación en el mercado minero es muy menor. Pero no nos equivoquemos. El ritmo con que dicha nación está trabajando es muchísimo mayor, y sí está buscando mecanismos de estabilidad e incentivos para atraer inversión en ese campo.



Entonces, cuando nos demos cuenta de que los países vecinos ya no son la quinta parte, sino la tercera de lo que nosotros producimos en minería, será tarde. 



Por eso me parece irresponsable quitarles las alas a las inversiones extranjeras hacia el futuro. Insisto: considero que estamos dando un paso peligroso, delicado. 



Con todo, como no podemos prescindir de un estatuto, votaremos favorablemente la idea de legislar. 



Sin embargo, no puedo dejar de manifestar que la forma como se va a discutir el proyecto en particular impide garantizar un horizonte razonable para asegurar el porvenir de la inversión en Chile. De esto, yo por lo menos no quiero ser responsable.



Por lo mismo, señor Presidente, solicito votación separada de todos los artículos, a efectos de dejar estampada mi abstención. Así, no me hago solidario de las consecuencias que se materializarán si se aprueba la iniciativa tal como está redactada, o sea, sin los cambios que requiere la propuesta legislativa del Ejecutivo por no disponer de un tiempo razonable de debate.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la Constitución Política de la República se dictó en su momento con una matriz ideológica determinada, que contempla el criterio del rol subsidiario del Estado.



Parto con esta reflexión por una razón. 



Creo que uno de los grandes problemas que hay en nuestro ordenamiento jurídico -una de las reglas del juego colectivas no se halla bien precisada- es la ausencia del rol del Estado como promotor del desarrollo industrial, como actor que busca no ahogar, sino promover, estimular y facilitar el progreso económico del país.



Soy de aquellos que están convencidos de la importancia de dicho papel del Estado, el cual, por desgracia, no se encuentra consagrado en la Carta Fundamental. Por el contrario, esta pone cortapisas para que el Estado sea un agente promotor de las políticas industriales, como a mí me gustaría que fuese.



Algunos creen que es suficiente solo con incentivos de mercado.



Otros piensan que con la invariabilidad tributaria, que es uno de tantos instrumentos, basta y que el resto debe obedecer a factores de mercado.



Con el transcurso del tiempo -sobre todo en el siglo XXI-, quienes ayer defendían una visión más ideológica, sean de Derecha o de Izquierda, han cambiado sus puntos de vista. Hoy es posible avanzar hacia una concepción distinta del rol del Estado en materia de promoción y generación de mecanismos para la inversión extranjera.



Me parece muy bien que se haya establecido la derogación del decreto ley Nº 600. Este es un instrumento que respondió a un momento histórico determinado, y a quienes lo añoran les cuesta dar el próximo paso, el cual tampoco se encuentra en esta futura ley.



Aquí se busca fijar una ley marco y crear una institucionalidad para definir políticas. Lo propuesto es necesario pero insuficiente -así lo hemos escuchado en diferentes opiniones-, porque no entrega facultades para promover instrumentos o asociaciones entre el Estado y los privados, como lo hizo la CORFO en su minuto.



En consecuencia, mientras el Comité de Ministros no cuente con atribuciones para crear mecanismos de incentivo o reactivar los existentes, será insuficiente nuestra política de desarrollo industrial. 



Me parece importante precisar para qué queremos inversión extranjera. 



¿Para que venga a producir oro en Chile? A mí no me interesa tal propósito. 



¿Para extraer los recursos naturales y punto? ¡Es absurdo!



Este año tuve el honor de participar en la comida anual del CESCO (Centro de Estudios del Cobre y la Minería), una de las instancias más importantes del mundo de la minería. En esa ocasión se juntaron en Chile más de 1.500 representantes, nacionales y extranjeros, de la industria cuprífera y minera. Y le correspondió al ex Presidente Lagos hablar ahí. 



Uno de los datos que más me sorprendieron -y pongo solo el ejemplo minero- fue que Chile, siendo una nación que posee cerca del 40 por ciento de las reservas mundiales de cobre; que produce entre el 30 y el 40 por ciento del cobre fino del planeta; que cuenta con un stock de camiones para la gran minería superior al 40 por ciento; que usa una cantidad brutal de insumos en el sector, importa casi la totalidad de estos y de maquinaria. Tal situación llama la atención porque vivimos en un mundo donde esos elementos no se fabrican en un solo lugar. Empresas trasnacionales se dedican a la producción de partes y piezas en diferentes puntos del planeta. Sin embargo, a pesar de que somos un país con grandes reservas de recursos naturales, hemos sido incapaces de dar el salto que ahora se propone.



Entiendo que la inversión extranjera hoy debe dar este segundo paso -me siento tremendamente satisfecho por contribuir a ello-, y comparto la visión del Ministro de Economía, quien nos acompaña en la Sala, acerca del rol del Estado frente a estas políticas. 



Por ello, las bancadas de la Nueva Mayoría ven con gran interés cómo avanzar en las próximas etapas.



En la agroindustria, señor Presidente, ocurre lo mismo.



Cómo será que en el sector vitivinícola, que es un rubro de punta, han debido importar geólogos para hacer los exámenes de suelo pertinentes, debido a que en nuestro país no existen profesionales suficientes que se dediquen a las actividades propias del área.



No tenemos los técnicos para invertir no solo en energía solar -de la cual se ha hablado acá-, sino también en los procesos de frío.



Uno puede dar muchos ejemplos.



Pero para hacer estos encadenamientos yo no creo que el mercado solo sea virtuoso y dé esta capacidad. No creo que el mercado solo tenga la intención de promover el desarrollo de un país.



Señor Presidente, nosotros vamos a votar a favor del proyecto, que plantea una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile. Pero, al mismo tiempo, quiero dejar la reflexión y la constatación de que algunos tienen dudas sobre esta iniciativa por lo que no está establecido, y sí lo estaba en el decreto ley N° 600: incentivos tributarios.



Yo siento que no es suficiente este proyecto, porque no se le entrega al Comité de Ministros la facultad de definir otras políticas, como el no pago de equis derechos, el dar facilidades. Debería ser posible ver los proyectos caso a caso. No me parece que tengan que ser normas similares para todos.



Creo que este es un avance. Eso sí, primero necesitaremos definir las políticas. Y espero que el señor Ministro tenga la voluntad, una vez despachado este proyecto, de traernos pronto un decálogo de instrumentos y un procedimiento para que el Comité de Ministros pueda, efectivamente, asumir un rol más proactivo. Me asisten dudas en cuanto a si eso se puede hacer sin una nueva Constitución, en la forma como a mí me interesa, o como nos interesa a la bancada del Partido Socialista. Queremos un Estado más proactivo en la promoción industrial; más proactivo en atraer la inversión extranjera; más proactivo como instrumento rector del desarrollo de la economía de nuestro país.



Voto que sí, señor Presidente, en la espera y en la confianza de que tendremos eso otro presente en el Congreso dentro de los próximos años.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. Estamos en fundamentación de voto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo había pedido la palabra solo para preguntar si el Ejecutivo estaba disponible para sacarle la “discusión inmediata” a esta tramitación, de manera de poder tener lo que un gran número de parlamentarios, de todos los sectores políticos, le está pidiendo al Gobierno.



A mí me parece que es una solicitud que tiene sentido, especialmente con una normativa tan importante como esta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor, 6 en contra y 6 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvieron la señora Lily Pérez y los señores Chahuán, Espina, Guillier, Horvath y Ossandón.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El señor Secretario leerá los artículos respecto de los cuales se pidió votación separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los artículos que el Senador Navarro requirió votar de manera separada son los siguientes: 3°, 9°, 12, 15, 16, 20 y 21.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo por lo menos quisiera pedir votación separada de todos los artículos, solo para los efectos de dejar constancia de mi abstención respecto de ellos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿De todos?

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor LETELIER.- Podemos dejar constancia.

El señor LARRAÍN.- Lo planteo porque considero que abordar este proyecto con “discusión inmediata”, tratándose de la inversión futura de nuestro país, es simplemente inaceptable. Esta iniciativa tiene vacíos que pueden afectar el destino de la economía nacional y, como se va a resolver de esta manera, no me quiero hacer responsable.



No puedo dejar de tener algún estatuto, qué es lo que va a quedar. Pero quiero manifestar con mi abstención mi molestia por esta manera de trabajar un proyecto de esta importancia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien, señor Senador, está en todo su derecho. Únicamente solicito que hagamos un esfuerzo para votar artículo por artículo sin discusión, ya que se realizó un debate bastante profundo, donde a todos les dimos espacio para hablar.
El señor LARRAÍN.- Hagamos una sola votación.
El señor MOREIRA.- Quienes estamos de acuerdo con el Senador Larraín podemos dejar la constancia.

La señora ALLENDE.- Se puede votar todo y dejar constancia.

El señor LETELIER.- Así es.

El señor NAVARRO.- Yo voy a argumentar acerca de todos los que pedí que se votaran por separado.

El señor MONTES.- ¡Hágalo globalmente respecto de todos!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No se puede acceder a la votación en bloque, pues el Senador señor Navarro está haciendo uso de su derecho reglamentario a pedir que nos pronunciemos artículo por artículo.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, propongo que votemos de manera separada los artículos que el Senador Navarro ha indicado, respetando su derecho reglamentario. En cuanto al resto, pronunciémonos en una sola votación. No hay ánimo de dilación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?


Acordado.



Entonces, partiremos por los artículos respecto de los cuales pidió votación separada el Senador señor Navarro y después haremos una sola votación para el resto de las disposiciones.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El primer artículo que corresponde votar separadamente es el 3°, que figura en la página 2 del comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el artículo 3° contiene la definición de inversionista extranjero. Si bien puede ser una definición adecuada, restringe al inversionista nacional que quiere hacer una alianza estratégica internacional para constituirse en Chile. No la puede realizar.



Es más, tampoco el Estado de Chile, después de que hemos hablado de “alianza estratégica público-privada”, puede constituir una sociedad, un joint venture, con un inversionista privado extranjero o con otro Estado, porque el citado artículo limita la definición solo a la persona natural o jurídica constituida en el extranjero. Porque, en definitiva, la calificación del inversionista extranjero, para la persona que pone el capital fuera del país, no cuadra con el artículo 3°.



En tal sentido, yo hubiera esperado -hemos discutido tan raudamente- una explicación sobre lo que queremos limitar. Tal vez haya un factor tributario, a fin de establecer barreras de entrada para evitar la especulación. Pero todo indica que, de votar este artículo favorablemente, si hay un inversionista internacional que quiere constituir una inversión en la Región del Biobío con el Gobierno Regional -queremos mucha independencia para los GORE, mucha autonomía, con intendentes electos popularmente-, no podrá concretar esa alianza. Hay que constituir la sociedad en el extranjero y no es posible hacerlo en Chile, para desarrollar obras públicas, de infraestructura, o para desarrollar inversiones productivas en las regiones.



Por tanto, la restricción de que el inversionista extranjero solo sea persona natural o jurídica constituida en el exterior me parece una limitación absurda, porque, en el fondo, tenemos que ofrecer las mejores condiciones para que el que quiera venir con capital a nuestro país o a las regiones busque la mejor manera de constituir la sociedad que le dé mayor garantía, mayor libertad y, en particular, mayor posibilidad a inversionistas nacionales en alianza con el extranjero. Incluso al propio Estado, ya sea a través del Gobierno central o de los Gobiernos regionales. Dado que estamos discutiendo un proyecto que les otorga mayores facultades a estos últimos, espero que esta atribución sea delegada, para que los Gobiernos regionales sí puedan establecer asociaciones que vayan en beneficio del desarrollo productivo.



Por eso, el artículo 3°, señor Presidente, genera una restricción que no alcanzo a comprender. No somos especialistas en la materia, por tanto, sería conveniente una explicación por parte de alguno de los miembros de Hacienda.


Si uno dice que queremos favorecer la inversión en Chile, demos las mejores condiciones y no limitemos el asunto solo a las personas naturales o jurídicas constituidas en el extranjero. Es posible buscar una variación que sea conveniente para el propio inversionista. En mi opinión, se trata de una restricción innecesaria.



Señor Presidente, ¿estamos votando el artículo?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- Me abstengo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE.- Un momento, por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Repito: ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 3° del proyecto (14 votos a favor y 12 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Ossandón y Prokurica.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, hay que pronunciarse acerca del artículo 9°, que figura en la página 3 del boletín comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todos queremos apresurar la votación, pero está claro que las condiciones que se han dado no son las mejores. Obviamente, aquello no depende de la coalición de Gobierno. Todos los gobiernos se comportan igual cuando quieren sacar adelante sus proyectos.



Les recuerdo que si hacemos una mala ley es el Senado el que se equivoca, nunca el Gobierno. Por lo tanto, las críticas al Poder Legislativo aumentan, como ha ocurrido innumerables veces producto de estas premuras.



El artículo 9° establece algo que parece razonable: ninguna discriminación arbitraria a los inversionistas extranjeros. Y eso es efectivo, pues no tiene que haber ninguna.



Se ha intentado legislar a favor de quienes desean invertir en preservación del medioambiente, como es el caso de Douglas Tompkins, quien compró vastos terrenos para convertirlos en parques nacionales, en reservas naturales, que luego ofreció a la sociedad chilena para que los disfrutara. Sin embargo, se ha hecho el intento de ponerle restricciones.



Voy a votar a favor, pues no quiero que se discrimine de manera arbitraria a los inversionistas. No obstante, me gustaría que este fuera el criterio amplio que primara, porque siempre se colocan barreras de entrada, se bloquea o se efectúa una discriminación arbitraria en contra de quienes buscan preservar el medioambiente.



Cuando sostuvimos el debate sobre la adquisición de tierras para preservar el bosque austral, se planteó algo parecido. En esa ocasión se dijo: “No se puede invertir”. Pero cuando se trata de explotar el bosque nativo, se dan todas las facilidades.



Yo quiero hacer el punto, porque las leyes se derogan mediante otra ley. En definitiva, si estamos sentando un precedente para la inversión extranjera, cuando haya inversiones orientadas a la preservación del medioambiente a futuro, pensando en nuestros nietos, en el bien patrimonial de Chile, ojalá recordemos que todos votamos a favor del artículo 9°, que dice que no operará ninguna discriminación arbitraria para quienes quieran invertir tanto en desarrollo productivo como en conservación y preservación de nuestros recursos naturales.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que no se pueden hacer consultas al señor Ministro, quien viene ingresando a la Sala en este momento. Sin embargo, voy a dejar constancia de la duda que tengo respecto del artículo 9°.



El criterio general en nuestra sociedad apunta a aplicar las mismas condiciones al inversionista extranjero y al nacional. Es decir, se da un trato igualitario. Y eso, como principio, suena bien. Y es lo que uno puede interpretar de acuerdo con esta norma, que es redundante y que quizás se pueda llegar a considerar, incluso, innecesaria, porque lo que ella dispone ya se halla consignado en muchos otros instrumentos legales.



La duda que me asalta, más que con el origen del capital, en cuanto a si es extranjero o nacional, dice relación con el hecho de si el Estado tiene o debe tener la capacidad de generar incentivos cuando haya proyectos de interés estratégico para nuestro país. A mí me gustaría que fuera así, pero siento que este artículo puede llegar a ser un obstáculo para que aquello ocurra. Y esto tiene que ver con el concepto de discriminación arbitraria. No se trata tanto de darle beneficios al inversionista extranjero, porque muchas veces serán proyectos conjuntos de inversionistas extranjeros con contrapartes nacionales. Pero, tal vez, respecto de algunos proyectos el Estado muestre interés y, en tal caso, el Comité de Ministros debería poseer capacidad para generar un marco de inversiones, de incentivos que sean diferentes de aquellos que se otorgan a otras iniciativas.



Por ello, señor Presidente, me inclino a abstenerme.



No veo por qué este artículo podría ser necesario. Es más, me parece innecesario, pues introduce una rigidez inconveniente.



Yo quiero que el Estado tenga un papel proactivo en la inversión y el desarrollo industrial.


Cuando se dice que “se sujetarán al régimen jurídico común aplicable a los inversionistas nacionales”, ello apunta a un criterio de no discriminación. ¿Es tan necesario hacerlo acá? ¿Es preciso incluirlo? ¿Se pueden definir políticas distintas para un tipo de proyecto versus otros?



No tengo certeza de que esa capacidad exista.



Tal como lo planteé en mi intervención anterior, me gustaría que el Ministro explicara mejor el punto. Pero entiendo que estamos en votación y se requeriría el acuerdo unánime de la Sala para tal efecto. ¿Es posible recabarlo?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que esta norma se repite en todos y cada uno de los estatutos de inversiones extranjeras en todos los países del mundo, porque es una manera de garantizarle a quien va a invertir en Chile que no será discriminado en relación con la normativa que rige para el inversionista nacional. Y al inversionista nacional también le interesa que no lo discriminen respecto del extranjero.



Ahora, si se quiere hacer una normativa que trate de promover determinado tipo de inversiones, será el Comité de Ministros el que, de acuerdo con sus atribuciones, le propondrá al Presidente de la República y al Parlamento las políticas de incentivo excepcionales que se puedan fijar. Y tendrá que ser el Congreso el que resuelva ese tipo de situaciones. Pero dejar esta facultad en forma arbitraria en manos de un funcionario del Estado, por muy importante que sea, echa por tierra el estatuto de inversionistas extranjeros.



Por tal razón, creo que este artículo es necesario, preciso, como se da en todos los estatutos de inversiones en el mundo.



Lo otro, como digo, tiene que verse una vez que el Comité de Ministros -es la instancia que planifica, fomenta, propone, etcétera- haga propuestas concretas sobre determinados tipos de inversiones que van a requerir un incentivo mayor. Pero no podemos dejar abierta la posibilidad de que exista discriminación, en un sentido o en otro.



Por eso, pienso que el artículo es necesario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el artículo 9° (17 votos a favor, 12 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el artículo 12, que figura en las páginas 4 y 5 del boletín comparado y se inserta en el Título III, Del Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación). 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, existen muchos comités de ministros en que al final se delega en los subsecretarios, en la secretaria de turno o en quien esté desocupado la responsabilidad de asistir a esas instancias, que se reúnen dos veces al año.



El artículo que nos ocupa dispone que, en el cumplimiento de su objeto, el Comité de Ministros tendrá ciertas funciones y atribuciones.



Primero, está claro que, nuevamente, no hay nada referente a las regiones. Se trata de un organismo centrado en definir políticas, coordinar, implementar. Nada vinculado con aquellas. Es como si la riqueza de nuestro país se encontrara en Santiago.



¡La riqueza de Chile se halla en las regiones: en el norte, en el sur! ¡Allí están la pesca, los bosques, el acero, la minería!



Siento que no existe integración.



El Comité de Ministros debiera incluir dentro de sus objetivos el velar por la integración de las regiones al proceso de fomento y búsqueda de inversión extranjera.



Incluso más: tendría que incorporar a los intendentes, quienes serán electos: este es el compromiso de mi Gobierno. Y yo espero intendentes elegidos por voluntad popular, con poder real, con liderazgo en las regiones, y no títeres digitados por Santiago.



Los empresarios critican la falta de liderazgo en las regiones, a la que atribuyen todos los problemas.



Ojalá que se honre la palabra empeñada y tengamos intendentes electos, pero con poder real, con legitimidad ciudadana.



¡Pero no se los considera en la ley en proyecto!



Así las cosas, cuando aprobemos la elección de los intendentes y fortalezcamos a los GORE vamos a tener que revisar todo esto y decir que también hay que incorporar al Gobierno regional y a los intendentes.



Está claro que no hay ley en materia de elección de los intendentes. Algunos quieren aplazarla, de manera que, por la vía de los hechos consumados, no alcancemos a despacharla oportunamente.



Y en cuanto a los GORE, todavía no sabemos qué tipo de responsabilidades van a tener.



Hago el punto porque, en mi concepto, a lo menos se debería haber incorporado la función de velar por que todas las regiones se integraran a este proceso, que es de interés de país.



¡El país son las 15 regiones, no un Comité de Ministros centrado en Santiago!



Por eso deseaba argumentar a propósito de este artículo. Y lo voy a votar a favor porque el Ministro dijo -no se ha comprometido en la Sala- que en el reglamento va a buscar una fórmula para incorporar lo que estoy señalando.



Ahora, los reglamentos muchas veces terminan cambiando el objetivo central de la ley. Uno dirá que en materias tan importantes como esta hay que ser fiel a la letra de la normativa. Pero también hay que serlo a su espíritu, que es de integración.



Voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero detenerme en este artículo porque refleja lo que pensé que no iba a ser el cambio del decreto ley 600, asumiendo, dicho sea de paso, parte de las críticas planteadas por el Senador Navarro.



El poderoso DL 600 -porque fue poderoso- es remplazado por un Comité de Ministros.



Pero miren lo que dicho Comité puede hacer: proponer la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera -bueno: el derecho a la propuesta es bastante normal-; definir planes; velar por la coherencia de la estrategia de fomento; velar por la coordinación de los organismos del Estado, y evaluar la estrategia de fomento.



Señor Presidente, honestamente, ¿cree usted que el Comité de Ministros sirve para algo desde el punto de vista práctico?



Porque de repente es posible generar una política de inversión especial en una zona de nuestro país, o bien, un proyecto muy importante (siempre se recuerda el caso de Intel, cuya instalación se definía entre Costa Rica y Chile).



Hay momentos en que puede ser necesaria la existencia de alguna autoridad con facultades especiales, como las que se le entregaban al Comité de Inversiones Extranjeras -ahora se lo está eliminando-, que tenía mucho más poder que el Comité de Ministros que se crea mediante este proyecto.



Eso es lo que motiva que la transformación planteada pierda sentido, señor Presidente.



Porque si se hubiera dicho “Aquí está la fortaleza del Estado para definir dónde invertir para beneficiar a nuestro país”, yo lo habría entendido; y habríamos podido ponernos de acuerdo. Pero aquí se desviste algo que ha funcionado para establecer un ente que, básicamente, podrá (insisto; porque, para mí, los verbos son importantes) “Proponer”, “Definir”, “Velar”, “Velar” y “Evaluar”.



No sé si esos eran el mejoramiento, la estructura moderna y el cambio adecuados.



Yo creo que la propuesta hecha carece de sentido. Y es parte de las razones por las cuales me opuse a ella en la Comisión. Porque esto no tiene músculo, no tiene energía, no tiene fuerza. Digámoslo así. ¿Por qué? Porque para algunos nuestro país llegó a un estado en que no necesitamos nada y en que las cosas van a llegar casi espontáneamente.



Señor Presidente, yo voy a votar en contra, pues creo que se pudo haber sido mucho más audaz respecto a cómo generar mecanismos modernos (no me refiero necesariamente a la invariabilidad -lo digo para que no me lo planteen-, aunque sí creo que ella es muy importante). Existía otra fórmula. Teníamos una oportunidad.



Aquí hay algo -lo señalo con todo respeto- que no hace la diferencia con fuerza.



Voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, al menos según ha anunciado la Presidenta de la República, nuestro país va a iniciar un proceso de descentralización a los fines de generar un gobierno regional con capacidad para proyectar el desarrollo de la región manteniendo criterios de justicia, de equidad, de protección al medio ambiente, de respeto a los derechos laborales y, sobre todo, de sustentabilidad.



Por consiguiente, cuando analizamos mecanismos como el ahora propuesto cabría esperar que el componente regional se hiciera presente en la institucionalidad futura de Chile.



Sin embargo, no veo ningún proyecto de ley presentado en este Congreso que muestre coherencia con ese propósito declarado de la descentralización de nuestro país.



Cuando discutimos la reforma tributaria, más allá del monto total que se esperaba recaudar, defendimos la tesis de los impuestos regionales porque ellos no solo provocan equidad en el territorio y compensan a las regiones de castigo, que son principalmente las que poseen materias primas, sino que, además, permiten generar una estrategia para que las regiones puedan con sus propios recursos, emanados de su riqueza, hacer la reconversión productiva de manera de tener un desarrollo sustentable en el largo plazo.



Empero, eso tampoco se expresa en este proyecto. Y seguimos creando organismos concentrados en los ministros.



La verdad es que uno se da cuenta de que desde Santiago hay varios Chiles y de que no existe una comprensión adecuada de las potencialidades que tiene nuestro país cuando se lo mira desde las regiones.



Nosotros estamos acostumbrados a que lo que parece razonable en la zona central debería serlo en todo Chile. Pero, en verdad, no es así. 



Si revisamos las potencialidades de desarrollo que se abren en las regiones nos damos cuenta de que son muy superiores a las que uno puede ver desde la Capital, que más bien mira a aquellas como empoderadas en las actividades que ya tienen una ventaja natural, pero sin pensar en ventajas competitivas dinámicas, generadoras de estímulos para el desarrollo.



Observo, señor Presidente, que en la creación de esta suerte de institucionalidad de ministerios no hay ni siquiera consulta a los futuros gobernantes de las regiones, que van a ser los intendentes elegidos y, entiendo, empoderados con una delegación de facultades administrativas, políticas y financieras.



Entonces, mi pregunta es dónde está la visión global del Gobierno respecto a reformas en materia de descentralización cuando se trata de crear la futura institucionalidad económica, en circunstancias de que va a ser tarea de los gobiernos regionales impulsar un desarrollo sustentable en las respectivas regiones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo soy gran partidario de la regionalización y la descentralización. Represento a una región. Sin embargo, creo que en materia de inversión extranjera debe haber una política de Estado, una política nacional. Ello, por supuesto, sin perjuicio de que en el nivel regional a esta se le puedan formular observaciones.



Ahora, quien definirá tal política será el Parlamento. Aquí han de venir las propuestas que la Presidenta de la República desee hacer para modificar dicho estatuto a los efectos de crear nuevas condiciones, etcétera: ellas no irán a las regiones.



Por cierto, cuando veamos lo concerniente a los gobiernos regionales podremos ver de qué manera a las regiones les resulta factible representar sus aspiraciones.



Sus Señorías deben pensar en qué ocurriría si el Congreso Nacional renunciara a sus facultades y radicara la materia en los gobiernos regionales para que cada uno determinara una política de inversión extranjera.



Los países vecinos que han descentralizado a nivel regional las políticas de Estado han terminado en lo que bien conocemos. 



Yo soy partidario de la regionalización y de la descentralización. Empero, también soy claro en que hay materias propias de políticas nacionales que se deben determinar en el Parlamento. Aquí tendremos que resolver las propuestas que nos hagan para que el estatuto pertinente funcione en favor del desarrollo de nuestro país.



Además, al Comité en comento no le podemos otorgar más facultades. Porque sería muy fácil decir que podría modificar el estatuto para dar más beneficios, en fin. Pero ello no resultaría factible, porque en tal caso estaríamos delegando facultades del Congreso. Es este quien debe resolver la materia, salvo que quiera proceder a la delegación. En todo caso, de acuerdo con las normas constitucionales, ella no procede tratándose de materias de esta índole.



Por las razones expuestas, apoyo esta disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, es muy claro lo que señaló el Senador Zaldívar.



Se dice en este proyecto que se crea el Comité de Ministros, “que tendrá por objeto asesorar al Presidente de la República”.


Ese es el objeto.



Aún más: el referido Comité será presidido por el Ministro de Economía y “Estará integrado por el Ministro de Hacienda y los demás Ministros que con carácter permanente determine el Presidente de la República”. 



Se añade que “El Comité de Ministros sesionará al menos dos veces al año”.



Por último -esto es interesante-, se dispone que “El quórum para sesionar será de tres miembros” -¡tres miembros!- “y los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los asistentes”, es decir, por dos ministros.



¡Yo no creo que esa sea la mejor manera de asesorar al Presidente de la República!


Consideré importante señalar aquello para complementar lo que planteó el Senador Coloma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en la misma línea de lo que expusieron los Senadores García-Huidobro y Coloma, debo puntualizar que aquí estamos cambiando el Estatuto de la Inversión Extranjera, que tenía músculo -el decreto ley N° 600 tenía fuerza, era capaz de atraer inversión extranjera-, por un Comité de Ministros consultivo, sin capacidad resolutoria.



En materia ambiental, el Comité de Ministros resolvía; el Comité del decreto ley 600, también.


Por lo tanto, una tarea tan relevante como la promoción de la inversión extranjera la estamos entregando aquí a un Comité de Ministros que, al margen de todas las vicisitudes que planteaba el Senador García-Huidobro, no es resolutivo, sino consultivo.



Creo, pues, que estamos generando una institucionalidad débil en un ámbito en el que debemos actuar con mucha fuerza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, el debate sobre esta materia demuestra que hay proyectos que requieren más tiempo.



Porque aquí existe una cuestión muy medular, muy central, cual es el artículo 9°, que tiene que ver con la forma como queremos enfrentar el problema, con cuál es el rol del sector público en esta materia. ¿Debe quedar todo automáticamente en un artículo, tipo decreto ley 600, o ha de haber un marco que permita diferenciar en el tiempo y en el lugar medidas acordes con la naturaleza de los proyectos?



Cuando se creó, la CORFO -es la historia del fomento- tuvo un conjunto de facultades que le permitían discriminar entre los proyectos.



Sé que estamos en otro orden constitucional, en otra realidad. Sin embargo, me parece que dejar al Comité de Ministros sin facultades para discernir entre proyectos, ya sea por materias o por territorios, resulta muy complicado.



El Senador Zaldívar decía que debe mediar ley. Yo estoy de acuerdo en que por ley deben sentarse criterios -y echo de menos eso en el establecimiento de las facultades del Comité de Ministros- que fijen un rango dentro del cual puedan tomarse medidas diferentes. 



Ahora, si al final hay que determinar cierta tasa, eso puede quedar hasta en la Ley de Presupuestos. Pero debemos tener un mecanismo más expedito, en vez de aprobar una ley para cada situación diferente por materia, por proyecto o por territorio.



Voy a seguir votando a favor, pues creo que hay que sacar adelante esto. Sin embargo, lamento que no nos hayamos dado el tiempo necesario para analizar en detalle algo tan central como el rol verdadero del Comité de Ministros o, dicho de otra manera, el papel del sector público en una política de fomento. Porque las políticas de fomento no pueden ser solo de leyes: debe haber actores que jueguen distintos papeles en el marco legal preestablecido. 



En tal sentido, deploro que en la Comisión no hayamos hecho el debate particular, pues ello nos impidió llegar a la Sala con una propuesta un poco más madura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 12 (19 votos a favor, 2 en contra, 7 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Coloma y Pérez Varela.



Se abstuvieron las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín y Moreira.



No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el artículo 15, que figura en la página 6 del comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación). 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay una suerte de “agencismo”: el Agente Bulnes; la Agencia de Protección Civil; ahora, la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera.



¡Suena mucho a Agencia Central de Inteligencia...!



No es un concepto que me guste demasiado. Hemos estado poco creativos para la conceptualización de lo que queremos crear.



“Créase la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, en adelante “la Agencia”, como servicio público descentralizado...”.


¡Por favor!


Repito: “como servicio público descentralizado”.



¡Pienso que hay un error de tipeo, señor Presidente...!



Debiera ser “como servicio público centralizado”. El “des” está de más. 


¡Pido una aclaración!



Porque si es “descentralizado”, que me indiquen un solo elemento, en todo el proyecto de ley, que hable de descentralización. ¡No existe ninguno!


“La Agencia será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones del exterior, sin importar su monto, conforme a las facultades y atribuciones señaladas en esta ley.”. 



Yo voy a votar en contra de este artículo, señor Presidente.



Al determinarse que la Agencia es el único organismo autorizado para atraer inversión a Chile, ¿cuál será la política de promoción, entonces? ¿Qué impide que el país entero se encargue de ello? ¿Qué sucede en el caso de nuestros alcaldes, quienes viajan al extranjero y también promueven la inversión? ¿Y qué ocurre cuando los parlamentarios, a quienes nos expresan que es preciso invertir en regiones, viajamos y queremos proceder en el mismo sentido? ¿Tendremos que explicar que un único organismo se encarga de ello?



Eso tendremos que derogarlo. En la ley sobre descentralización, la de gobiernos regionales e intendentes electos, vamos a incorporar de manera decidida -espero contar con el apoyo de los Senadores de regiones distintas de la Metropolitana, que somos mayoría al sumar 34- al menos el reconocimiento de que en el ámbito local también hay capacidad para efectuar promoción, sin que tenga que funcionar una única Agencia centralizada.



Si el objetivo es la atracción de inversiones extranjeras y la promoción especializada, una Agencia centralizada en Santiago no reunirá la expresión múltiple, rica, de la creación en regiones, en universidades, en el sector privado y en el público, para desarrollar tal tarea.



La definición deja abajo a todos los gobiernos regionales, a todos los intendentes, a todos quienes justifiquen que quieren captar dicha inversión, porque estaríamos aprobando una norma según la cual la Agencia “será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales”. Es decir, ¿el resto de los que quieran realizar dicha labor estarán fuera del marco de la ley?



Me parece que ello representa una gran contradicción. Constituye una centralización del poder que no puedo comprender. Cabe concluir, en cambio, que con más descentralización se obtiene más transparencia, sin dejarse todo en una sola mano, en una Agencia cerrada, completa y absolutamente designada, además -es necesario señalarlo con franqueza-, por el Gobierno de turno. En consecuencia, la ecuanimidad, la elección de la mejor de las opciones, no estarán garantizadas.



Deseo hacer constar que si hubiéramos mantenido un mínimo de objetividad en lo que respecta a la inversión extranjera, hace rato que habríamos traído petróleo desde Angola -algunos aluden al factor estabilidad de los países africanos- y suscrito convenios con Ecuador y Venezuela, que son grandes productores.



Como un sesgo ideológico persigue a todos los gobiernos, sean de Derecha, de Izquierda o de Centro, tendremos una Agencia con relación a cuya actividad se dice que no se discriminará, pero alguien tomará la decisión política acerca de dónde se promoverán las inversiones. Y unos irán a China, porque les gustan más los chinos; otros, a Bélgica, y algunos a los Estados Unidos, ya que las directrices de la Agencia estarán dadas por ella misma.



El Comité de Ministros, como ya se ha mencionado, evaluará, promocionará. ¿Cuál será el criterio? Uno de carácter político. Y en materia de inversión extranjera lo que se debe tener en cuenta es la calidad de los proyectos; el origen sano, transparente, honesto a toda prueba, de los recursos. Por cierto, la procedencia de estos no debiera preocuparnos en cuanto al sesgo ideológico, porque aquí llegan inversiones de los chinos comunistas y de los yanquis capitalistas. Mas en el ámbito de América Latina sí surgen veinte sesgos respecto de quién puede invertir en las necesidades de Chile en cuanto al desarrollo productivo.



Reitero que voy a votar en contra del artículo que nos ocupa, porque creo que la Agencia, como único organismo autorizado para la promoción de inversiones, constituye un exceso de centralismo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, a riesgo de repetir argumentos, en realidad, a estas alturas del debate, considero que estamos haciendo referencia, no a la facultad del Congreso de dictar cuerpos legales ni a las prerrogativas del Ejecutivo de gobernar el país, sino a la creación de un organismo asesor.



No sé cuál es el sentido de establecer en la ley, primero, que este último solo puede instalarse en Santiago. ¿Cuál es el fundamento de ello, tratándose de un Gobierno que se define descentralizador?



Segundo, será un organismo único. Entonces, ¿para qué estarán los gobiernos regionales, que tendrán que hacerse cargo de la descentralización y del desarrollo sustentable de las regiones respectivas? ¿Qué labor van a cumplir en el diseño?



Es una simple promoción. O sea, el Alcalde de Iquique deberá dejar de viajar a los países vecinos de la parte norte, porque estaría incumpliendo la ley si promueve el desarrollo de la Zona Franca, que además vive de Bolivia y no del resto del país.



En verdad, pienso que hay un nivel de confusión, porque, además, se define a la Agencia como un servicio público descentralizado, pero que solo puede operar en Santiago y es -repito- único y exclusivo.



A mi juicio, sería bueno despejar una duda metódica, cartesiana, para intentar comprender el organismo. ¿Qué relación guarda -vuelvo a plantearlo- con las promesas de descentralización y regionalización formuladas por la Primera Mandataria?



El Senador que habla es fiel al principio de la Jefa del Estado y defiende su visión.



Gracias.

El señor NAVARRO.- ¡Somos todos bacheletistas...!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en lo referente a por qué el organismo en examen se encontrará en Santiago, estoy de acuerdo en que podría situarse en otro lugar. Esta no es la cuestión. El punto es que tiene que existir una centralización en la política de fomento y de promoción. ¿Y qué entidad ha de asumirlo eso? La Agencia.



Sin perjuicio de lo anterior, en la discusión sostenida en la Comisión de Hacienda hicimos ver que otros servicios del Estado son complementarios en el fomento y la promoción de la inversión extranjera o del comercio exterior. Y mencionamos la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON), del Ministerio de Relaciones Exteriores; ProChile, que posee representantes en el extranjero, e Imagen de Chile, que se dedica a la promoción.



Sobre esa base, se establece el Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, una de cuyas tareas, de acuerdo con el N° 4) del artículo 12 del proyecto, es “Velar por la coordinación de los distintos órganos del Estado vinculados a la implementación de la estrategia de fomento”.


En el caso de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, la letra e) del artículo 16 dispone:



“Constituir un Consejo Asesor Consultivo conformado por representantes de los sectores público y privado, que tendrá por misión asesorar al Director en la definición de objetivos de mediano y largo plazo, así como evaluar las actividades, las iniciativas y los esfuerzos desplegados por la Agencia”. 



En el debate en el órgano técnico intentamos lograr una coordinación, o sea, que cada una de las entidades que efectúe la promoción no realice políticas por su cuenta. La idea es que el agregado agrícola de una embajada no la lleve a cabo de una forma distinta de la política de Estado correspondiente o que la Dirección Económica de la Cancillería no deje de dictar los instructivos necesarios para que ello se realice en la línea única que se desea a fin de que tenga fuerza.



El Consejo Asesor Consultivo tiene una manera de perseguir el mismo propósito.



Un aspecto que precisamente expuse en la Comisión es la necesidad de coordinación y de que una voz, que creo que debe radicarse en la Agencia, represente esa función, para lograr el mejor éxito en el fomento y la promoción de la inversión extranjera.



Por las razones expuestas, participo del apoyo al artículo 15.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, esto es como el mundo al revés, porque hay disposición para poder actualizar la institucionalidad pública en estas materias, pero lo que no puede ocurrir es que estemos aprobando un proyecto de ley para modificar la existente, que cuenta con facultades de decisión. Ella probablemente corresponde a otra época y concuerda con otro instrumento de incentivo a la inversión extranjera, mas la estaríamos reemplazando por un órgano casi consultivo.



Cuando uno ve...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Discúlpeme, Su Señoría.



Si algunos señores Senadores desean sostener una conversación, les pido hacerlo fuera de la Sala. 



Puede continuar.

El señor HARBOE.- Muchas gracias.



Mi preocupación es que si queremos crear una institución moderna, ágil, eficiente, con capacidad de decisión, de coordinación, de promoción de la inversión extranjera, ello no se logrará con la iniciativa en debate, tal como cabe considerarla. Estimo que puede estar muy bien inspirada, pero que se halla bastante mal lograda.



El rol del Comité de Ministros será solo el que la ley establece, la cual, de manera muy precaria, dispone que únicamente podrá proponerle al Presidente de la República la estrategia de fomento; definir los planes, programas y prioridades destinados a la implementación, o sea, ni siquiera a implementarlos; velar por la debida coherencia entre la estrategia de fomento y las medidas y acciones implementadas -si no lo hace, es para mandar la cuestión a la Contraloría, porque resulta obvio-; velar por la coordinación de los distintos órganos del Estado, lo cual presenta el problema de que no se están dando facultades para incluso establecer normas de carácter presupuestario.



Al respecto, imaginemos que el Comité define una estrategia de promoción de inversiones que implique, por ejemplo, privilegiar el “barrio”, América Latina, y ProChile u otra institución también participante en el asunto legítimamente digan: “¿Sabe lo que pasa? Para la Región del Biobío es fundamental celebrar un convenio con China con el objeto de exportar tales o cuales materias primas o traer inversión extranjera a fin de promover obras públicas o innovación o agregarle valor a la industria de la madera”. Lo que va a ocurrir es que no habrá capacidad de decisión del órgano, cuando, en realidad, lo que busca el inversionista, junto a la estabilidad -y el Senador señor Lagos, como experto, puede darnos cátedra sobre el particular-, es que resulte claro a quién le corresponde la definición.



Entonces, me da la impresión de que los verbos rectores utilizados en los cinco números del artículo 12 no son lo suficientemente adecuados.



Después se expresa que el Comité va a ser presidido por el Ministro de Economía, lo que me parece fantástico. Estará integrado por el Ministro de Hacienda y los demás que, con carácter permanente, determine un decreto. Es decir, solo lo formarán Secretarios de Estado.



La disposición determina que se podrá invitar a funcionarios públicos, pero a mí me gustaría que se estableciera la obligatoriedad. Confío en el actual Ministro, y estimo que lo haría estupendo, desde el punto de vista de la coordinación; pero vamos a despachar una ley atemporal, que va a trascender al actual Gobierno, y puede ocurrir que el próximo titular de la Cartera no tenga ninguna intención de observar lo que está sucediendo en las regiones, que es donde se produce la materia prima y, además, se requieren algunos tipos de inversión.



En consecuencia, más allá de la buena intención que se persigue con la iniciativa, mi percepción es que esta contiene un conjunto de elementos que pueden transformar a la institución en un buen paraguas, mas no necesariamente en una buena ejecutora de una política pública. Y eso es lo que me preocupa, porque en materia de inversión extranjera se requiere, no solo estabilidad, capacidad económica, sino también claridad en cuanto a quién define el carácter o tipo de la que se necesita y cómo se promueve a nuestro país en el exterior.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha pedido hacer uso de la palabra el señor Ministro.



Deseo recordar que estamos en votación, por lo que Su Señoría solo puede rectificar dichos de alguien que haya fundado su pronunciamiento. Si es así, puede intervenir.



No lo hará.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 15 (15 votos a favor, 2 en contra, 9 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Goic y los señores Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Navarro y Tuma.



Se abstuvieron las señoras Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Coloma, De Urresti, Guillier, Harboe, Hernán Larraín y Pérez Varela.



No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el artículo 16.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con todo cariño por el Senador señor Lagos, daré una explicación acorde con mi capacidad. Los economistas tienen otras…

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡No repitamos los mismos argumentos…!

El señor NAVARRO.- El artículo 16 dice relación con lo que hará la Agencia. Es una disposición que considero extremadamente peligrosa, dada la unilateralidad y la concentración abusiva de ser la única autorizada.



La letra a) del número 1) dispone que podrá “Organizar misiones públicas o privadas de potenciales inversionistas extranjeros hacia Chile y participar en ellas (…), así como gestionar y participar en rondas de negocios, ferias, seminarios, foros y misiones de promoción del país, para atraer inversión extranjera, las que podrán realizarse tanto dentro como fuera del país.”.



¡Esta es la negación absoluta de los gobiernos regionales! O sea, la única que podrá proceder en materia de seminarios, ferias, promoción y organización de delegaciones es la Agencia. Diría que es una abusiva concentración de poder, la cual atenta contra la idea matriz en la medida en que conviene que la mayor cantidad de instituciones y organismos colaboren en un objetivo común.



Los gringos o los chinos se dirigen a los bancos en la Región Metropolitana, pero cuando quieren ver de dónde sacarán sus utilidades y rentabilidad, van a la zona donde se encuentran los negocios, la producción. Y los intendentes, los alcaldes, los parlamentarios, estarán totalmente inhibidos, dado que ni siquiera podrán organizar un seminario, pues la Agencia es concentrada. Entonces, de nuevo se observa una visión absolutamente centralista para concebir las acciones de la entidad. El señor Ministro no lo ha expresado, sino que ha tenido que decirlo el Senador que habla.



La letra e) del número 1) determina que a la institución le corresponderá “Constituir un Consejo Asesor Consultivo conformado por representantes de los sectores público y privado, que tendrá por misión asesorar al Director en la definición de objetivos de mediano y largo plazo”, etcétera.



Uno quisiera que en estos órganos participaran habitantes de regiones, pero, como son todos ad honorem, gratuitos, y hay personas muy especializadas, de gran experiencia, en Punta Arenas, Puerto Montt, Iquique, Magallanes, se les dice a estas: “Vamos a invitarlo, pero tiene que llegar a Santiago. Arréglese como pueda”. Ello termina en que se elimina a las regiones por la vía de los hechos.



No hay ninguna garantía de que el Consejo podrá contar, en materia de minería, con gente de Antofagasta o de Calama, o bien, en lo relativo a la pesca o al desarrollo forestal o agrario, de la Séptima o la Novena Regiones.



¡Es decir, existirá una facultad discrecional total para la Agencia! Y esta echará mano a los amigos de la promoción universitaria, a los empresarios relacionados, a toda la institucionalidad que se concentra en la Capital. En definitiva, va a tratarse de un Consejo Asesor Consultivo “de Santiago”, tal como lo señala la norma de creación de la Agencia.



Y una vez más, por tanto, la diversidad de las regiones, su riqueza, la descentralización, caen ante el autoritarismo y presidencialismo monárquicos que se expresan en la Carta de 1980 y en todo lo que de ella surge.



¡Nada saldrá de la Constitución a través del Ejecutivo, sea de Izquierda, de Derecha o de Centro, que no esté regido por un autoritarismo centralista!



¡Se trata de una monarquía presidencial!



En consecuencia, nuevamente se advierte un descriterio. Con motivo del estudio de muchos proyectos de ley hemos afirmado que los consejos consultivos deben garantizar que se integrarán equilibradamente sobre la base de las diversas zonas productivas del país. Listo.



Es cuestión de una mera indicación. Por ejemplo, si se trata de puertos, Valparaíso lo es, y privilegiado. Si se trata de una materia propia de la especialización de una Región, esta integrará la entidad de que se trate. Y ella evaluará cómo hacerlo, pero se hará presente.



Del mismo modo, en un artículo anterior se dispone que la Agencia tendrá que informar solo al Comité de Ministros, no a las regiones ni a quienes estén interesados.



Los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 16 adolecen de la misma deficiencia, es decir, la concentración absoluta de una tarea que debiera ser más comunitaria.



Voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, si hay algo que no tiene nada que ver con la iniciativa en debate es la Constitución de 1980. La imaginación del Senador señor Navarro excede la capacidad de un entendimiento mínimo. La norma dice relación con la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que está surgiendo en 2015. No le echemos la culpa a la Ley Fundamental.



A mi juicio, aquí se requiere por parte del Ministro una aclaración, porque coincido en que hay algo que no calza. Y supongo que ese no es el objetivo.



Hay que mirar el conjunto de facultades de la Agencia y armonizarlo con lo que establece el artículo anterior. Efectivamente, el artículo 15 señala que ella “será el único organismo autorizado” -¡el único!- “para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones del exterior”. Y en virtud del artículo 16 se le da la atribución de  “Organizar misiones públicas o privadas de potenciales inversionistas extranjeros”.



Entonces, esto aparece como un cambio absoluto.



En la Región del Maule, la Fital, única feria que va quedando, tiene su propia estructura. Y en teoría, si uno es literal, actividades como esa no podrían seguir realizándose sino bajo la organización y amparo de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera. Y como esa feria hay varias decenas.



Fíjense en lo que está pasando. El Senador Zaldívar lo sabe bien. Finalmente, se abrió el paso Pehuenche. Como es obvio, las municipalidades, los consejos regionales, están tratando de generar una vinculación autónoma, regional, respecto de todo lo que puede ser su potencial en función del continente americano: Argentina, Brasil, lo que pueda surgir de ahí.


Pero, si nosotros instalamos como ley de la República que el “único organismo autorizado” para promover y atraer capitales del extranjero será la Agencia, y le damos a esta la función de “Organizar misiones públicas o privadas” con ese fin, no sé -y en ese sentido le encuentro razón a un señor Senador que intervino antes que yo- si aquí estamos generando una especie de tenaza que impida por completo la capacidad de desarrollo regional que tenga cada ciudad o cada región autónomamente.



La oración es muy gráfica: “será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones”. Con esto, ¿podría un CORE organizar, como está ocurriendo ahora, un conjunto de inversiones con ciudades francesas, o con Argentina, o con Brasil, o, en virtud de esta normativa, pasaría a ser ilegal que un consejo regional organizara, por ejemplo, una visita de personas del extranjero para invertir en la región correspondiente?



Por eso, creo que ahí hay un error. Quizás se podría haber planteado de otra manera, pero, así como está, no me calza. Por lo tanto, tal como está redactada, no puedo aprobar esta norma. 
Me gustaría una precisión del Ministro sobre qué se busca con este conjunto de facultades de la Agencia -ya explicado anteriormente- y con la oración que señala que ella “será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones del exterior, sin importar su monto, conforme a las facultades y atribuciones señaladas en esta ley”.



Aquí podemos estar generando, probablemente sin querer, un problema muy serio respecto de cómo deben funcionar los organismos públicos en Chile.



No me parece que ese sea el objetivo.



Una cosa es que la Agencia pueda “promover”, pero no puedo creer que sea el único organismo autorizado para ello. Eso no puede ser, señor Ministro, porque hay otras instancias. Los gobiernos regionales tienen hasta departamentos para ese efecto. ¿Cómo quedarían?



Yo no voy a aprobar el artículo en votación, pero, para no provocar un problema mayor, me gustaría una explicación del señor Ministro en cuanto a cómo debe entenderse la norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, quien la ha solicitado.



Entiendo que es para rectificar los dichos de un señor Senador.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, solamente deseo despejar la inquietud.



El inciso del artículo 15 que se ha mencionado dice relación con las atribuciones que se establecen en esta iniciativa. Por lo tanto, el único organismo facultado para entregar los certificados establecidos en la normativa es la institución que estamos creando.



Ahora, la promoción de la inversión extranjera no será la que realice únicamente la Agencia. De hecho, ese tema aparece en otro artículo, el 16.



El espíritu del proyecto -para quedar bien claros- es definir una estrategia de fomento de desarrollo de la inversión extranjera directa que potencie todos los esfuerzos que se hacen en esta materia. Y eso, además, le da un fuerte carácter regional. De hecho, todas las políticas de promoción que nosotros, como Gobierno, estamos implementando dicen relación con la promoción de inversión extranjera en las regiones, apalancadas con lo que son los esfuerzos regionales.



Así que quiero dejar claramente establecido que, para la emisión de los certificados, una de las atribuciones contempladas en esta propuesta legislativa, la única institución facultada será la Agencia. Pero, para la promoción de la inversión extranjera, en general, se van a apalancar todos los distintos esfuerzos existentes en la materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, luego de escuchar al señor Ministro y el debate anterior, creo que habría que corregir la disposición, porque su redacción no corresponde a lo que él señala. Se lo digo con toda franqueza. El texto literal debiera ir en la línea expresada, en el sentido de indicar que “La Agencia será la que podrá emitir los certificados relacionados con el tema de la inversión extranjera”.

El señor COLOMA.- Esa era la lógica.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Si hubiera unanimidad en la Sala, se le podría dar esa redacción al inciso, para que manifestara lo que efectivamente precisa el Ministro y en lo cual le encuentro razón: que la Agencia sea el único organismo que, a través de certificados, pueda otorgar el reconocimiento de la inversión que efectúen inversionistas extranjeros.



Eso, respecto al artículo 15, que es, creo, el que estamos resolviendo, aunque también nos hemos referido al 16.



La letra a) de este último establece que dicho organismo podrá “Organizar misiones públicas o privadas de potenciales inversionistas extranjeros hacia Chile”. Y ahí hay otro tema: si ello lo podrán hacer también las regiones. Me gustaría escuchar al señor Ministro al respecto.



No ocurre lo mismo con la letra e), que entiendo perfectamente, en cuanto a “Constituir un Consejo Asesor Consultivo”, para, precisamente, la participación de entes públicos y privados en la promoción de inversiones.



Pero -insisto- debería redactarse de una manera distinta el inciso tercero del artículo 15, y hacerse una aclaración de la letra a), número 1), del artículo 16, en cuanto a cuál podría ser la participación de algunos organismos, distintos de la Agencia, en relación con la posibilidad de realizar acciones de promoción. Podría señalarse algo así como que tendrían que efectuarse “en coordinación o en relación con” dicha institución, de modo que no salgan por sí mismas sino mediante un trabajo en conjunto con la Agencia.



Me parece que habría que aclarar esos dos temas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CÉSPEDES (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, justamente para salvaguardar el punto indicado por el Senador Zaldívar, relativo a las acciones de inversión extranjera que realizan las regiones, el artículo 21 del Título VI, “Otras Disposiciones”, deja claramente establecido que “Los gobiernos regionales, con sus propios recursos, podrán organizar unidades de promoción y atracción de inversión extranjera”.



O sea, quedan resguardadas todas las facultades y posibilidades que tienen las regiones para realizar sus propias acciones de inversión extranjera.



Esa norma, tal como está redactada, salvaguarda lo que yo señalé anteriormente. El artículo 21 esclarece bien las aprensiones manifestadas por algunos Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Consulte, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor HARBOE.- Pedí la palabra, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Disculpe, Senador Harboe, efectivamente estaba anotado.



Puede hacer uso de la palabra.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, vuelvo a insistir: creo que hay una buena intención detrás, pero la normativa es contradictoria.



Cuando el artículo 21 establece que “Los gobiernos regionales, con sus propios recursos, podrán organizar unidades de promoción y atracción de inversión extranjera”, nuevamente le endosa al presupuesto regional, ya bastante exiguo, los costos de las acciones de promoción de la inversión extranjera, y además es contradictorio con otra de las normas del proyecto.



Por eso, más allá de la buena intención -insisto-, el punto no está jurídicamente bien resuelto, de tal manera que voy a votar en contra.  

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, el artículo 15 señala: “La Agencia será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones del exterior”.



Y luego el artículo 21, del Título VI, en el cual el Ministro indica que está resuelta la participación de las regiones para la atracción de inversiones, dispone: “Los gobiernos regionales, con sus propios recursos, podrán organizar unidades de promoción y atracción de inversión extranjera”. 



Bueno,  ¿cuál es la norma que vale: el artículo 15, que establece a la Agencia como único organismo autorizado para realizar promoción, o el 21, que permite a los gobiernos regionales, con sus propios recursos, organizar unidades de promoción?



El punto no es si las regiones podrán hacerlo con recursos fiscales o con los suyos propios, sino si algún otro organismo, aparte de la Agencia, se hallará facultado para llevar a cabo tal función. Y el artículo 15, que acabamos de votar, establece que la Agencia será “el único”. 



Entonces, ahí tenemos una contradicción, que desconozco cómo se va a resolver, señor Presidente, y que a través de usted consulto al Ministro de Economía.

El señor PROKURICA.- Dando un plazo para formular indicaciones. 

La señora ALLENDE.- Que el señor Ministro aclare el punto. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, hay una solución: borrar el término “único”, para que la norma diga que “La Agencia será el organismo autorizado”. 



Creo que así salvamos la situación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a la Sala que se requiere unanimidad para eliminar la palabra “único”. Y no la hay en este momento. 



Señor Secretario, consulte nuevamente. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor HARBOE.- ¿Hay unanimidad o no?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pregunto de nuevo si hay unanimidad para eliminar la expresión “único”.

El señor GARCÍA.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No la hay. 



Entonces, terminada la votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el artículo 16, 7 votos a favor, 2 en contra, 9 abstenciones y un pareo.



Votaron por la afirmativa los señores Lagos, Matta, Montes, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Coloma y Navarro.


Se abstuvieron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín y Tuma.


No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se debe repetir la votación, porque las abstenciones influyen en el resultado.



Advierto que en la segunda votación las abstenciones se suman a la mayoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, ¿puede aclarar el asunto el Ministro?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he puesto toda mi voluntad para que este proyecto sea aprobado, porque lo considero muy conveniente para el país. 



Sin embargo, creo que en su artículo 15 hay un error, y así se lo he manifestado al Ministro, que lo ha reconocido, a pesar de intentar aclararlo sosteniendo que en el artículo 21 podría entenderse resuelto el problema. 



A mi juicio, no es así, porque la primera de las normas establece, en su inciso tercero, que la Agencia “será el único organismo autorizado para promover”, no obstante que debería disponer lo que el Ministro nos ha dicho: que será la institución que otorgará los certificados, etcétera; o sea, la función que corresponde a su propio giro, a su propio objetivo. 



Por lo tanto, habría que rectificar el mencionado inciso. 



En cuanto al artículo 16, letra a), número 1), en relación con el artículo 21, podría entenderse, en esa contradicción, que los gobiernos regionales también estarían facultados para realizar actividades de promoción, por haber una exclusión precisa y a pesar de lo que indicó el Senador Harboe. 



Y efectivamente, al menos en la Región del Maule, el costo que irroga la promoción de este tipo de acciones lo asume el gobierno regional. E incluso a veces se abusa en alguna medida, porque los gobiernos regionales gastan un poco más del dinero necesario para tal fin. 



Ahora, si el artículo es rechazado en ese inciso, pienso que se puede buscar una fórmula de solución en el tercer trámite o en una Comisión Mixta, a pesar de que se desea tener aprobado el proyecto antes del 21 de mayo. Pero, si es así, es mejor que salga un texto bien hecho y que este asunto no quede pendiente. 



Si acaso no tenemos unanimidad, no veo posibilidad de resolver el problema en el inciso y de ese modo evitar dos trámites más. 



Por lo tanto, la idea sería que el Ministro nos pudiera proponer una redacción para el inciso tercero del artículo 15 que realmente salvara la situación que hemos estado discutiendo con el mejor de los espíritus. Incluso yo voy a votar a favor, porque quiero ayudar al Ministro a sacar adelante su proyecto, a pesar de que saldría con este defecto o error.



Por eso, planteo el punto como una fórmula de solución. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, lo que está ocurriendo es bastante absurdo. Primero, porque, derogado el decreto ley 600, todos estamos de acuerdo en que debemos contar con una legislación que permita incentivar, estimular, atraer inversión extranjera. 



De ahí que sugiero quitarle la urgencia al proyecto, que la Comisión de Hacienda se reúna mañana, incluso en paralelo con la Sala, para introducirle los arreglos pertinentes, de manera de votarlo el martes próximo y despachar una iniciativa bien hecha. 



Todavía tenemos tiempo de aquí al 21 de mayo. Pero hagamos las cosas bien, porque lo contrario, en última instancia, termina hablando mal de nuestra labor legislativa.  

El señor LAGOS.- ¿Cuándo vence la urgencia?

La señora ALLENDE.- Presidente, ¿por qué no cita a reunión de Comités?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No puedo llamar a reunión de Comités, porque lo que procedería es repetir la votación. 



Lo lamento, pero tengo que aplicar el Reglamento.



Ha pedido la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, hay ánimo y disposición. 



Todos entendemos que es importante sacar una ley en esta materia. 



Existe la voluntad de apoyar al Gobierno. Pero, objetivamente, el proyecto contiene algunos errores y, al final del día, los ministros, los gobiernos, no se hacen cargo de ellos. Las iniciativas mal hechas son culpa de los parlamentarios, Senadores y Diputados. Y eso representa un problema. 



Entonces, lo que sugiero es acoger la solicitud planteada por el Senador García y armar un equipo de trabajo que se constituya mañana mismo para corregir ciertos errores. Porque, de lo contrario, hoy día aprobaremos un proyecto de mala calidad, que en la práctica va a significar la afectación de facultades de los gobiernos regionales. 



Por eso, propongo tomar ese acuerdo, por la unanimidad de la Sala, para que mañana temprano nos juntemos a trabajar en la búsqueda de alguna fórmula que perfeccione el proyecto.  

La señora ALLENDE.- Por unanimidad, se puede.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La única alternativa para acoger lo solicitado por el Senador Harboe, en relación con lo planteado por el Honorable señor García, es que exista unanimidad en la Sala. 

La señora ALLENDE.- La hay, señor Presidente. 



Estamos todos de acuerdo en este minuto para trabajar mañana en el sentido propuesto.

El señor TUMA.- Hay unanimidad, señor Presidente. 

El señor COLOMA.- Habría que suspender la discusión del proyecto y volverlo a Comisión. 

La señora ALLENDE.- Hay unanimidad al respecto.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin duda existe unanimidad, pero en el entendido -creo yo- de que la Comisión pueda revisar incluso los artículos que ya se votaron. Porque lo importante es que se llegue a un acuerdo prontamente. Y, por cierto, con tal fin el órgano técnico verá lo que estima conveniente.



No se trata de rehacer todo el proyecto. Pero, si es necesario revisar artículos ya votados, que la Comisión se entienda autorizada para ello, y además con un plazo para presentar indicaciones, de manera que pueda ser efectivo su trabajo.



Pienso que en tal sentido hay unanimidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la Comisión de Hacienda, de la cual usted es Presidente, Senador señor Zaldívar, sesionara mañana temprano a fin de analizar propuestas para solucionar el problema que tenemos?



Y podríamos fijar plazo para formular indicaciones.



Honorable señor Larraín, ¿le parece hasta mañana, a las 12, o antes?

El señor LARRAÍN.- Mañana hay dos citaciones, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.
 El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- La Comisión de Hacienda está citada mañana, a las 11:30, para tratar la iniciativa relativa al patrimonio y conflictos de intereses; y las Comisiones unidas de Educación y de Hacienda, a las 13, a efectos de debatir el proyecto sobre creación de dos universidades.



Por lo tanto, tendríamos que ver la posibilidad de trabajar a las 15.


Yo le pediría, señor Presidente, que hubiera plazo para presentar indicaciones hasta la hora de funcionamiento de la Comisión, a fin de que esta tuviera tiempo para resolver todas y cada una de las modificaciones que se deban realizar, si es necesario hacerlas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en torno a esa propuesta?


De ser así, seguiríamos debatiendo esta iniciativa en la sesión del próximo martes.


--Así se acuerda.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro del Medio Ambiente, solicitándole remitir antecedentes sobre IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMA “BRIGADA METROAMBIENTALISTA 2015”, y consultándole por INICIATIVAS SIMILARES DE CARÁCTER ESTATAL.



Al señor Defensor Nacional, para que envíe copia de CONVENIO DE COOPERACIÓN SUSCRITO CON FACULTAD DE DERECHO DE UNIVERSIDAD ALBERTO HURTADO Y CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS, RELATIVO A NUEVO ESTATUS DE AUTONOMÍA INSTITUCIONAL.


Al señor Director Nacional de CONAF, solicitándole información sobre RESULTADOS DE SEXTO CONCURSO FONDO DE INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO, DESAGREGADOS POR REGIONES.



Al señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia, requiriéndole antecedentes relativos a ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA DE LA INDUSTRIA DEL RENOVADO DE NEUMÁTICOS EN CHILE.


Al señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria, pidiéndole información vinculada con PROYECTO “FORTALECIMIENTO DEL CAPITAL HUMANO PARA LAS QUESERÍAS ARTESANALES DE LA REGIÓN DE LOS RÍOS”.


Al señor Director de Relaciones Económicas Internacionales, requiriéndole antecedentes sobre LANZAMIENTO DE MESA DE HUELLAS AMBIENTALES.


Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:


Al señor Ministro de Economía, a fin de que se informe acerca de POSIBLES IRREGULARIDADES EN MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS EN PUNTA DE LOBOS, PICHILEMU.


Al señor Ministro de Bienes Nacionales, para que proceda a informar sobre MEDIDAS PARA LIBRE ACCESO DE PESCADORES ARTESANALES Y PERSONAS AFINES A ACTIVIDADES DEL MAR EN PLAYAS DE LA SEXTA REGIÓN.



Del señor TUMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole antecedentes  acerca de EXPROPIACIÓN DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIÓN DE COMPLEJO FRONTERIZO LOS LIBERTADORES.



Al señor Ministro de Agricultura, pidiéndole información referida a EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA 2014 DE PROGRAMA DE DESARROLLO TERRITORIAL INDÍGENA DE INDAP, EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.
)-------------(



--Se levantó la sesión a las 19:57.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA QUINCE CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA ESTATALES

(9.766-04)


Oficio Nº 11.864


VALPARAÍSO, 6 de mayo de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales, correspondiente al boletín N°9766-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Título I

De los centros de formación técnica del Estado

Artículo 1°.- Créanse los siguientes centros de formación técnica:


a) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Arica y Parinacota y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


b) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Tarapacá y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


c) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Antofagasta y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


d) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Atacama y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


e) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Coquimbo y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


f) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Valparaíso y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


g) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región Metropolitana de Santiago y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


h) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


i) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Maule y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


j) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región del Biobío y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


k) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de La Araucanía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


l) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Los Ríos y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


m) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Los Lagos y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


n) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


o) Créase el Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. El centro de formación técnica tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades académicas para el otorgamiento del título de técnico de nivel superior en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Título II
Disposiciones comunes


Artículo 2°.- Cada vez que en esta ley se señale “el centro de formación técnica”, “los centros de formación técnica”, “la institución” o “las instituciones”, en dichas expresiones deberán entenderse referidos los centros de formación técnica creados en el título anterior, indistintamente.


Artículo 3°.- Los centros de formación técnica creados por el artículo 1° serán instituciones de educación superior estatales, de carácter regional, que tendrán por finalidad la formación de técnicos de nivel superior, con énfasis en mejorar su empleabilidad para que participen en el mundo del trabajo con trayectorias laborales de alta calificación, mejorando así su formación e inserción en el ámbito social; en este sentido, también se incorporará la formación cívica y ciudadana. Asimismo, estos centros de formación técnica tendrán como objetivos contribuir al desarrollo material y social de sus respectivas regiones, colaborando con el fomento de la competitividad y productividad de estas.


Artículo 4°.- Los centros de formación técnica deberán:


a) Entregar formación pertinente a través de una vinculación efectiva con el sector productivo de su región, orientada hacia el desempeño en el mundo laboral, el desarrollo de habilidades interpersonales y el pleno conocimiento de derechos y deberes laborales vigentes.


b) Incorporar en el diseño de su modelo formativo las características de sus estudiantes, a fin de facilitar su retención, promoción, egreso y titulación.


c) Articular trayectorias formativas con otros niveles educacionales y, en particular, con los niveles de enseñanza media técnico profesional y enseñanza profesional y universitaria.


d) Colaborar activamente entre sí y con las universidades del Estado para el cumplimiento de sus fines.


e) Promover la actualización permanente de su cuerpo académico, directivo y funcionario.


f) Entregar una formación pluralista, inclusiva, laica, democrática y participativa.


Sin perjuicio de lo establecido en la letra d), las entidades siempre podrán colaborar con otras instituciones de educación superior acreditadas institucionalmente.


Artículo 5°.- Cada centro de formación técnica se vinculará con una universidad del Estado acreditada institucionalmente de acuerdo a la ley N°20.129 o el instrumento que lo reemplace, domiciliada en la misma región, que será definida por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación. En caso de que no hubiere una universidad del Estado en la región o no esté acreditada institucionalmente, podrá ser una de aquellas establecidas en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1985, del Ministerio de Educación, siempre que cumpla el requisito de estar acreditada institucionalmente.


En todo caso, si hubiere más de una opción, se preferirá aquella universidad que esté acreditada por mayor número de años y áreas, o aquella que tenga mayor presencia en carreras tecnológicas.


En el órgano colegiado superior de los centros de formación técnica habrá, a lo menos, un representante nombrado por el rector de la universidad vinculada.


La vinculación a que hace referencia el presente artículo tiene como objeto contribuir, en conjunto, al desarrollo de la región en la que se asientan, establecer programas de acceso especial para los egresados de los centros de formación técnica y articular trayectorias formativas pertinentes.


El vínculo entre el centro de formación técnica y la universidad tendrá, al menos, un carácter docente y curricular, basado en el apoyo metodológico y pedagógico mutuo entre ambas instituciones para el desarrollo docente y profesional de sus profesores y la integración de las mallas curriculares, contemplando la posibilidad de proseguir estudios superiores en la universidad estatal asociada.


Artículo 6°.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá los mecanismos e instrumentos de coordinación y colaboración entre los centros de formación técnica, y de estos con las universidades del Estado y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4°, letra d), los cuales tendrán como objetivos principales la movilidad de los estudiantes, la articulación de trayectorias formativas, la realización de investigaciones y estudios conjuntos, y el intercambio de experiencias sobre modelos formativos y vinculación con el medio, entre otros. El reglamento regulará, además, la forma de acceso de los estudiantes a los centros de formación técnica, el modo en que estas instituciones se vincularán con el medio, especialmente con los sectores productivos regionales y nacionales, y con las autoridades y organismos encargados de definir las estrategias de desarrollo nacional, regional y local.


La coordinación y articulación podrá llevarse a cabo, entre otras formas y según lo dispuesto por el artículo 13 de esta ley, a través de una asociación conformada por los diferentes centros de formación técnica donde estos, representados por sus rectores, coordinen, entre otras, actividades de vinculación con el medio y el entorno laboral, acciones conjuntas referidas al bienestar de sus estudiantes, coordinación de gestión y desarrollo mancomunado entre las unidades académicas de cada disciplina.


Artículo 7°.- En el cumplimiento de sus funciones, el centro de formación técnica podrá otorgar títulos técnicos de nivel superior y otras certificaciones propias de su quehacer, no conducentes a título profesional o grado académico.


Asimismo, podrá impartir diplomados, cursos, programas o actividades formativas dirigidas principalmente a los trabajadores de su región, así como actividades de educación continua, a fin de que obtengan acreditación de competencias o certificaciones estandarizadas dentro de su área.


Para el otorgamiento de cualquier título que requiera práctica profesional, será responsabilidad del centro de formación técnica asegurar oportunidades de prácticas laborales a sus estudiantes, preferentemente en la región en la que se encuentre domiciliado.


Artículo 8°.- El rector de los centros de formación técnica será su máxima autoridad y su representante legal.


Artículo 9°.- Serán académicos del centro de formación técnica quienes tengan un nombramiento vigente y cumplan los demás requisitos que establezca el reglamento.

Artículo 10.- Un reglamento general, aprobado de acuerdo a lo que establezca el estatuto del centro de formación técnica, regulará los derechos y deberes del personal académico, su ordenamiento jerárquico y las formas de ingreso, jerarquización, calificación y permanencia.


Artículo 11.- El personal del centro de formación técnica tendrá la calidad de funcionario público y se regirá por el estatuto del centro de formación técnica; los reglamentos especiales, si los hubiere, y supletoriamente por las normas generales.


De la forma establecida en sus estatutos, el centro de formación técnica podrá fijar y modificar la planta de todo su personal.


Las remuneraciones del personal de los centros de formación técnica serán fijadas de acuerdo a las normas orgánicas de cada uno de ellos.


Artículo 12.- El patrimonio del centro de formación técnica estará constituido por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la ley de Presupuestos del Sector Público y los que otras leyes le otorguen.

b) Los montos que perciba por concepto de matrícula, aranceles, derechos de exámenes, certificados, estampillas y solicitudes, y toda clase de cuotas extraordinarias que deban pagar sus estudiantes.

c) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.


d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.


e) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.


f) La propiedad intelectual e industrial que genere y los derechos que de ella se deriven.


g) Las herencias o legados que acepte, lo que deberá hacer siempre con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.


h) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuesto o gravamen que las afecte.


Artículo 13.- El centro de formación técnica estará exento de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos.

Asimismo, tendrá la facultad de crear y organizar, con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales, asociaciones, sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos correspondan o se complementen con los del centro de formación técnica. Estas operaciones no podrán comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos, los gobiernos regionales y las municipalidades.

Título III
Disposiciones finales


Artículo 14.- Modifícase el artículo 99 de la ley N°18.681, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “Universidades” y “e”, la frase “, Centros de Formación Técnica”.


b) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “Metropolitana,” e “Instituto” lo siguiente: “Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena,”.

Artículo 15.- La ley de Presupuestos de cada año establecerá el monto del aporte fiscal que se destinará a los centros de formación técnica estatales que crea esta ley.
Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por el Ministro de Hacienda, se fijará el monto de este aporte que corresponderá anualmente a cada una de dichas instituciones.
Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda, fije normas de carácter obligatorio que deberán contener los estatutos de los centros de formación técnica, las que deberán tratar las siguientes materias:


a) La forma de gobierno de la institución, los procedimientos para la designación y remoción de sus autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, uno de los cuales deberá considerar representantes del sector productivo regional, indicándose la forma de su designación, así como las atribuciones fundamentales que correspondan a unos y otros. Estas atribuciones podrán especificarse mediante reglamento u otra normativa interna que el centro de formación técnica dicte al efecto.


El rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias. Durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto por una vez para el período inmediatamente siguiente. El procedimiento y forma de esta elección estará en estas normas y en el reglamento que al efecto dicte cada una de estas instituciones.


b) La estructura académica y administrativa de la institución, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte dicha estructura, planes, programas y carreras, para otorgar los títulos técnicos de nivel superior a que estos conducen y para otorgar otras certificaciones.


Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de esta ley y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento del Centro de Formación Técnica de la Región de Arica y Parinacota, del Centro de Formación Técnica de la Región de Tarapacá, del Centro de Formación Técnica de la Región de Antofagasta, del Centro de Formación Técnica de la Región de Atacama, del Centro de Formación Técnica de la Región de Coquimbo, del Centro de Formación Técnica de la Región de Valparaíso, del Centro de Formación Técnica de la Región Metropolitana de Santiago, del Centro de Formación Técnica de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Centro de Formación Técnica de la Región del Maule, del Centro de Formación Técnica de la Región del Biobío, del Centro de Formación Técnica de la Región de La Araucanía, del Centro de Formación Técnica de la Región de Los Ríos, del Centro de Formación Técnica de la Región de Los Lagos, del Centro de Formación Técnica de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y del Centro de Formación Técnica de la Región de Magallanes y Antártica Chilena.


En el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el inciso anterior, deberá además establecerse la respectiva fecha de iniciación de actividades académicas de estos centros de formación técnica y la comuna en que se domiciliará.


Para efectos de lo señalado en el inciso precedente y dentro de los ciento ochenta días contados desde la fecha de publicación de esta ley, el rector de cada uno de los centros de formación técnica presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto del centro de formación técnica. De conformidad al artículo transitorio anterior, este deberá contener, además de las normas de carácter obligatorio, a lo menos disposiciones relativas a:


a) El procedimiento para la elaboración de su proyecto de desarrollo institucional.


b) Los requisitos para postular, asumir y,o ejercer los cargos directivos que señale.


c) Las normas o mecanismos fundamentales de evaluación y promoción académica e institucional.


d) Las normas para fijar y modificar la planta de todo el personal de la institución.


e) El procedimiento para fijar y modificar las normas con arreglo a las cuales se determinarán las remuneraciones de todo el personal de la institución. 


f) El procedimiento para fijar y modificar el reglamento general de académicos y demás personal de la institución, si correspondiere.

g) El procedimiento para la elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.


h) El procedimiento para proponer una reforma a los estatutos, de acuerdo a la ley, y los mecanismos de ratificación democrática por parte de toda la comunidad del centro de formación técnica.

i) La forma en que la institución prestará servicios de asesorías y consultorías a terceros resguardando que no afecten los intereses del Estado.


j) Las autoridades de la institución que poseerán la calidad de ministro de fe.


Artículo tercero.- Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, el Presidente de la República nombrará, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la presente ley, al primer rector de cada uno de los centros de formación técnica, señalando la forma en que será contratado. El rector durará cuatro años en el cargo, tras los cuales se procederá a la elección de rector de conformidad a lo que se establezca en los estatutos del centro de formación técnica. El primer rector no podrá presentarse a la primera elección. El Presidente de la República también dictará las normas necesarias para el funcionamiento del centro de formación técnica hasta la publicación de sus estatutos.


Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, cada centro de formación técnica estatal, desde la fecha en que comience a operar y hasta que obtenga la acreditación institucional que regula la ley N°20.129, o la figura afín que la reemplace, será tutelado y acompañado por una universidad del Estado, preferentemente domiciliada en la misma región y acreditada institucionalmente de acuerdo a la ley N°20.129. La mencionada universidad será designada por el Ministerio de Educación mediante decreto supremo.

Excepcionalmente, en caso de que no hubiere una universidad del Estado en la región o no esté acreditada institucionalmente, podrá ser una de aquellas establecidas en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1985, del Ministerio de Educación, siempre que cumpla el requisito de estar acreditada institucionalmente.


Cada centro de formación técnica estatal deberá someterse, en un plazo máximo de seis años contado desde que comience a operar, al proceso de acreditación que establece la ley N°20.129 o el instrumento que lo reemplace, y deberá ser acreditada, al menos, en las áreas institucional y de vinculación con el medio.


Desde que comience a operar y hasta que obtenga su acreditación, será supervisado por el Consejo Nacional de Educación, el que evaluará el avance y concreción del proyecto educativo, a través de variables significativas de su desarrollo, tales como docentes, didácticas, técnico pedagógicas, programas de estudios, recursos físicos y de infraestructura, económicos y financieros, necesarios para otorgar el servicio, la articulación y vinculaciones establecidas en esta ley.

Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.
Artículo sexto.- Para armonizar la coexistencia de los nuevos centros de formación técnica estatales con los centros de formación técnica que pertenecen a universidades estatales, estos últimos deberán transformarse en personas jurídicas sin fines de lucro en el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, ENCOMENDANDO A UNA ORDENANZA LA REGULACIÓN DE LA UTILIZACIÓN DE BOLSAS PLÁSTICAS

(9.878-06)


Oficio Nº 11.873


VALPARAÍSO, 7 de mayo de 2015
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley orgánica constitucional de Municipalidades, encomendando a una ordenanza la regulación de la utilización de bolsas plásticas, correspondiente al boletín N°9878-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 25 de la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:

“En el cumplimiento de las funciones antes descritas y mediante la ordenanza respectiva, las Municipalidades podrán desarrollar un plan gradual tendiente a eliminar, restringir, limitar o establecer parámetros mínimos de calidad relativos a la entrega, a cualquier título, de bolsas plásticas, sean estas biodegradables o no degradables, que tengan por objeto el transporte de mercaderías desde los establecimientos de comercio tales como supermercados, farmacias, multitiendas, kioscos y otros análogos.”.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 84 diputados, de un total de 115 en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO FISCAL JUDICIAL DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR JUAN NOLBERTO ESCOBAR ZEPEDA

(S 1.806-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de S.E. la Presidenta de la República para designar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda, en la vacante provocada por renuncia voluntaria de doña Mónica Eugenia Maldonado Croquevielle.



A la sesión en que la Comisión analizó esta proposición asistió, especialmente invitado, el Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, señor Juan Nolberto Escobar Zepeda, quien fue acompañado por los señores Álvaro Astudillo y Pier Marchioni, quienes se desempeñan como Jefe de Comunicaciones, y  Coordinador Administrativo del Poder Judicial, respectivamente.


Concurrió, asimismo, el Exministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, quien fue acompañado por la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic; los asesores de la División Jurídica, señor Gonzalo Rodríguez y señora Alejandra Seguel; y el periodista, señor Max Laulié. 

Estuvieron también presentes, el asesor del  Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Sergio Herrera; el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Rocío Sánchez; el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery;  el asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca y la Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Espina, señora Andrea Balladares.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Cabe recordar que, según dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado Su Excelencia la Presidenta de la República, debe ser considerada en una sesión especial de esta Corporación. Para ser aprobada se requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1.- Constitución Política de la República


El artículo 78 de la Ley Fundamental establece, en su inciso tercero, que los ministros y los fiscales judiciales del Máximo Tribunal del país serán nombrados por el Jefe de Estado eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema, y requerirá el acuerdo previo de esta Corporación. El Senado deberá adoptar el respectivo acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Agrega que si no aprueba la proposición del Presidente de la República, la referida Corte deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se alcance un acuerdo.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.


A su turno, el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los fiscales judiciales de la Excma. Corte Suprema.

1.2.- Código Orgánico de Tribunales


Su artículo 350 señala que la Fiscalía Judicial será ejercida por el fiscal judicial de la Corte Suprema, que será el jefe de servicio, y por los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones.


El artículo 353 describe sus principales funciones, como son las de vigilar a los ministros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y por sí o por medio de cualesquiera de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones la conducta funcionaria de los demás tribunales y empleados del orden judicial, exceptuados los miembros de la Corte Suprema. Lo anterior, para el solo efecto de dar cuenta al máximo tribunal de las faltas o abusos o incorrecciones que notare, a fin de que la referida Corte, si lo estima procedente, haga uso de las facultades correccionales, disciplinarias y económicas que la Constitución y las leyes le confieren. Asimismo le corresponde transmitir y hacer cumplir al fiscal judicial que corresponda los requerimientos que el Presidente de la República tenga a bien hacer con respecto a la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial, para que reclame las medidas disciplinarias que correspondan, del tribunal competente, o para que, si hubiere mérito bastante, entable la correspondiente acusación.

El artículo 357 señala los casos en que debe ser oída la fiscalía judicial. Estos son:


1° En las contiendas de competencia suscitadas por razón de la materia de la cosa litigiosa o entre tribunales que ejerzan jurisdicción de diferente clase;

2° En los juicios sobre responsabilidad civil de los jueces o de cualesquiera empleados públicos, por sus actos ministeriales;    

3° En los juicios sobre estado civil de alguna persona; 

4° En los negocios que afecten los bienes de las corporaciones o fundaciones de derecho público, siempre que el interés de las mismas conste del proceso o resulte de la naturaleza del negocio y cuyo conocimiento corresponda al tribunal indicado en el artículo 50, y 

5° En general, en todo negocio respecto del cual las leyes prescriban expresamente la audiencia o intervención del ministerio público.

Finalmente, el artículo 360 dispone que la fiscalía judicial es, en lo tocante al ejercicio de sus funciones, independiente de los Tribunales de Justicia, cerca de los cuales es llamado a ejercerlas. Puede, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en la forma que sus convicciones se lo dicten, estableciendo las conclusiones que crea arregladas a la ley.
1.3.- Reglamento del Senado


Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO

2.1.- Oficio de S.E. la Presidenta de la República


 En el oficio GAB.PRES N° 689, de fecha 14 de abril de 2015, S.E. la Presidenta de la República  hace presente que actualmente se encuentra vacante el cargo de Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, debido a la renuncia voluntaria de doña Mónica Eugenia Maldonado Croquevielle.


Agrega que mediante oficio Nº 500, de 17 de septiembre de 2014, el Máximo Tribunal comunicó al Gobierno que había formado una nómina para proveer el cargo de Fiscal Judicial de la Corte Suprema que se encuentra vacante.


Los antecedentes de dicha resolución se encuentran recogidos en el Acta Nº 141-2014, que da cuenta de la sesión celebrada por el Pleno de la referida Corte, el día quince de septiembre de 2015.

Cabe hacer presente que en la mencionada Acta se deja constancia que en el día indicado precedentemente, se reunió el Tribunal, bajo la Presidencia de su titular señor Sergio Muñoz Gajardo y con la asistencia de los Ministros señores Juica, Segura, Ballesteros, Dolmestch, Valdés, Carreño, Pierry, Künsemuller y Silva, señoras Maggi, Egnem y Sandoval, y señores Fuentes, Cisternas, Blanco y Aránguiz, señora Muñoz y señor Cerda, para elaborar la cinquena destinada a proveer el cargo de Fiscal Judicial de la Corte Suprema que se encuentra vacante. Para ello realizó una votación entre los ministros que se presentaron a la oposición para optar al cargo, la cual tuvo el siguiente resultado:

	1.- Señor Rodrigo Biel Melgarejo
	3 votos

	2.- Señor Hernán González García 
	                   1 voto

	3.- Señor Mario Gómez Montoya
	7 votos

	4.- Señor Raúl Mera Muñoz
	8 votos

	5.- Señor Roberto Contreras Olivares
	7 votos

	6.- Señor Manuel Valderrama Rebolledo
	                     3 votos

	7.- Señora Lya Cabello Abdala 
	8 votos

	8.- Señora Mónica González Alcaide
	1 voto

	9.- Señor Omar Astudillo Contreras
	5 votos

	10.- Señor Jaime Solís Pino
	1 voto

	11.- Señora María Teresa Letelier Ramírez
	8 votos

	12.- Señora María Loreto Gutiérrez Alvear 
	                     4 votos

	13.- Señora Rosa María Pinto Egusquiza
	                    1 voto

	
	 



Agrega que habiéndose producido un empate entre los Ministros señores Mario Gómez Montoya y Roberto Contreras Olivares, se procedió a efectuar un sorteo entre ellos, resultando elegido don Mario Gómez Montoya.


En consecuencia, la cinquena quedó formada por:


1.- Don Juan Escobar Zepeda, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio.


2.- Don Mario Gómez Montoya, Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso.


3.- Don Raúl Mera Muñoz, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua.


4.- Don Lya Cabello Abdala, Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel, y

5.- Doña María Teresa Letelier Ramírez, Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel.

Se dejó constancia que el orden de inclusión en la cinquena atiende a la ubicación de cada postulante en el Escalafón General de Antigüedad del Poder Judicial.


Teniendo en cuenta estos antecedentes, la Jefa de Estado informó al Senado que había resuelto solicitar el acuerdo de esta Corporación para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda.


La Sala del Senado tomó conocimiento de esta comunicación el día 21 de abril del presente año. 
2.2.- Antecedentes académicos y profesionales del Ministro señor Juan Nolberto Escobar Zepeda
Hacemos presente que el Ministro señor Escobar es abogado y licenciado en Derecho de la Universidad de Chile, sede Valparaíso. Inició su carrera judicial en el año 1971 como Secretario del Primer Juzgado de Letras de Calama. A continuación, y en forma sucesiva, desempeñó la función de Juez del Juzgado de Letras de Pozo Almonte; Secretario del Primer Juzgado de Menores de Antofagasta; Secretario del Segundo Juzgado de Letras de Iquique, Secretario de la Corte de Apelaciones de Antofagasta; Juez del 2° Juzgado del Crimen de Antofagasta; Juez del Primer Juzgado de Letras de Punta Arenas; Fiscal de Corte de Apelaciones de Punta Arenas, Ministro Corte de Apelaciones de Arica, Ministro y Presidente de Corte de Apelaciones de Antofagasta, Ministro y Presidente de Corte de Apelaciones de La Serena y Ministro y Presidente de Corte de Apelaciones de Santiago.


Asimismo, el señor Ministro ha desempeñado labores docentes en el campo del Derecho Procesal, en la Universidad de Antofagasta.


Finalmente, cabe hacer presente que ha asistido a diversos cursos de capacitación y perfeccionamiento impartidos por la Academia Judicial: Ética Judicial; Administración de Tribunales; Interpretación Constitucional; Fraudes Patrimoniales; Sistemas de Recursos del Nuevo Proceso Penal y Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles. 
Anexo a este informe se acompaña un curriculum vitae que da cuenta de los antecedentes mencionados precedentemente. 

- - -

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN


Al iniciarse la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Alfonso De Urresti, ofreció la palabra al Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.



El señor Ministro de Justicia expresó que la carrera judicial del Ministro señor Escobar ha sido impecable. Destacó su extensa trayectoria, la que se había desarrollado principalmente en regiones. 



Manifestó que cursó la Preparatoria en Freirina y la enseñanza secundaria en Vallenar. Asimismo detalló los tribunales en que sirvió como juez y posteriormente como ministro de Corte.

Solicitó que el nombramiento propuesto por Su Excelencia la Presidenta de la República  sea aprobado por el Senado de la República. 


A continuación se le ofreció la palabra al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, señor Juan Nolberto Escobar, quien agradeció la invitación cursada por la Comisión. Señaló que su nombramiento como Fiscal Judicial significaría la culminación de un largo camino de desempeño en el Poder Judicial. Destacó que en su designación intervienen los tres poderes del Estado, lo que constituye un ejemplo de ejercicio democrático y republicano.


Agregó que conoce muy bien la institución de los fiscales judiciales, porque durante nueve años desempeñó ese cargo en la Corte de Apelaciones de Punta Arenas. 

Constató que las funciones de la Fiscalía Judicial, a través del tiempo han ido disminuyendo. Agregó que, antaño, la Corte Suprema no valoraba especialmente las tareas del Fiscal Judicial. Ejemplificó señalando que, en el pasado, si algún ministro tenía problemas de conducta funcionaria, el máximo tribunal lo trasladaba al cargo de Fiscal.  


Indicó que hay un desconocimiento de la ciudadanía de la labor que realizan los fiscales judiciales. Añadió que estamos en presencia de Auxiliares de la Administración de Justicia, ubicados en la primera categoría del escalafón primario del Poder Judicial.



Declaró que el Fiscal Judicial de la Corte Suprema cumple funciones fundamentales. Entre ellas, destacó la de vigilar por sí a los ministros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y por sí o por medio de cualesquiera de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones la conducta funcionaria de los demás tribunales y empleados del orden judicial, exceptuados los miembros de la Corte Suprema, y para el solo efecto de dar cuenta a este tribunal de las faltas o abusos o incorrecciones que notare, a fin de que la referida Corte, si lo estima procedente, haga uso de las facultades correccionales, disciplinarias y económicas que la Constitución y las leyes le confieren.


Recalcó que el Fiscal Judicial de la Corte Suprema puede incluso integrar Sala en el ya mencionado tribunal, en caso de inhabilidad o ausencia del Ministro de la Corte. Añadió que debe emitir informes respecto al estado civil de las personas. 


Connotó que de acuerdo al artículo 27 de la Ley de Seguridad Interior del Estado, el Fiscal debe actuar en defensa del Gobierno constituido.


Asimismo, agregó que deben intervenir en aquellos juicios en que haya una acción civil en contra de un juez.


Seguidamente, hizo presente que hay un proyecto que dota de mayores atribuciones a los fiscales judiciales, y entre ellas se cuenta la de fiscalizar a los notarios y a los conservadores. 


Constató que luego de la reforma procesal penal se privó a los fiscales judiciales de las labores vinculadas con las visitas semestrales a las cárceles. Explicó que esa tarea es actualmente realizada por un ministro de corte, por un juez del tribunal oral en lo penal y un juez de garantía. En relación con este asunto, indicó que los antiguos informes que elaboraban los fiscales eran muy valiosos para conocer en detalle los principales problemas que afectaban a las cárceles del país. Por lo mismo, consideró que dicha función les debe ser restituida. 


Consignó que actualmente los fiscales judiciales instruyen los sumarios administrativos por instructivo de la Corte, y no por disposición legal. Explicó que dicha atribución debiese consagrarse en el Código Orgánico de Tribunales.


Expresó que los magistrados, en general, no son bien calificados por la ciudadanía. Manifestó que lo anterior se debe, entre otras cosas, a que éstos no reciben a las partes. Puntualizó que escuchar a los litigantes no priva al juez de su independencia. Enfatizó que un juez correcto y probo no pierde su independencia por el hecho de recibir en su despacho a un abogado, o a una de las partes.


Recalcó que el gran problema de la judicatura es el desconocimiento que la sociedad tiene de la labor que cumplen, pues muchas veces los jueces se aíslan del ámbito social en que ejercen su cargo.

Reseñó que cursó sus estudios en la Universidad de Chile, sede Valparaíso, y que tuvo el privilegio de ser alumno del destacado magistrado y catedrático Enrique Correa Labra, quien señalaba que el juez no puede aislarse, un magistrado tiene que conocer la sociedad, el pueblo donde va impartir justicia. Debe ser relativamente culto, conocer las obras de Neruda, de García Márquez, de Gabriela Mistral, entre otros. Recordó que dicho profesor los aconsejaba señalando que un juez debe tener una posición política, filosófica o religiosa, pero ésta no puede ser vertida en sus fallos. Añadió que un país para ser democrático requiere de un Poder Judicial fuerte e independiente. 

Expresó que el ya citado Catedrático aseveraba que: “los jueces son sembradores de Derecho, y quienes siembran Derecho, cosechan paz, justicia y libertad”.

Concluyó su intervención señalando que si bien la judicatura no es valorada cabalmente, ello se debería a la distancia que algunos magistrados establecen con las personas. 



El Honorable Senador señor Espina comenzó su intervención manifestando que valoraba especialmente la destacada trayectoria judicial del candidato. Señaló que el Ministro Escobar representa cabalmente la historia y trayectoria de aquellos jueces que han hecho carrera en diversas regiones del país. Explicó que luego de examinar el curriculum del Ministro señor Escobar se constata que se trata de un juez de verdad, que ha vivido las distintas realidades sociales que existen en Chile.



Asimismo, valoró la independencia de criterio con que ha debido enfrentar decisiones judiciales, aún cuando la sociedad tenga una opinión distinta sobre determinado asunto. 

A continuación, inquirió si el Fiscal Judicial de la Corte Suprema puede fiscalizar el comportamiento de un juez, a petición de cualquier persona.  


Finalmente, consultó su opinión respecto al ámbito en que extendería las facultades del Fiscal Judicial de la Corte Suprema, especialmente en el ámbito notarial. 


En el mismo sentido el Honorable Senador señor Araya resaltó la destacada carrera judicial del Ministro, señor Escobar que partió en comunas pequeñas, para luego desempeñar funciones como ministro y presidente de Cortes de Apelaciones como la de Antofagasta.

Luego, recordó a la Comisión que la Fiscalía Judicial vio disminuida sus atribuciones con la Reforma Procesal Penal. Precisó que al eliminarse el trámite de la consulta desaparece el rol del fiscal judicial de revisar las causas penales en segunda instancia. 


Finalmente, consultó al señor Ministro por su visión respecto al futuro de la Fiscalía Judicial.


Luego, el Honorable Senador señor Larraín señaló que la trayectoria del Ministro Escobar honra a la judicatura. Sostuvo que la función de la Fiscalía Judicial es de índole ética, ya que debe preocuparse por las conductas funcionarias de quienes está llamado a vigilar.


Inquirió su parecer respecto a si los jueces tienen una adecuada formación ética. Advirtió que el señor Ministro señaló que los jueces debían recibir a las partes del juicio, sin embargo, ello puede provocar alteraciones no deseadas en el juicio. 


El Honorable Senador señor Felipe Harboe expresó que la vida del Poder Judicial, así como la del Gobierno y del Parlamento, es muy distinta cuando se mira desde la región. 


Manifestó que coincidía con los postulados planteados, en orden a entender el rol del juez como parte del sistema democrático, como una pieza fundamental de arquitectura democrática, y particularmente a considerarlo como parte de la sociedad, es decir, no como un ente aislado o privado de la posibilidad de diálogo. Connotó que muchas veces se critica la posibilidad de que un magistrado pueda tener alguna reunión con un abogado, hombre público, o una persona proveniente del ámbito privado. Sostuvo que el mundo no se divide entre jueces, parlamentarios, gobernantes, empresarios o dirigentes sociales, por lo tanto se requiere una interacción para entender cómo funciona el país. 


Consultó al señor Ministro, si a su juicio la formación de los magistrados es adecuada a la evolución no solo del Derecho, sino también de la sociedad.


Inquirió su opinión en orden a establecer ciertos límites temporales a ciertas funciones públicas. Remarcó que es de aquellos parlamentarios que ha votado a favor del límite a la reelección indefinida de representantes al Congreso Nacional y a todo cargo de elección popular. Agregó que ha planteado que podría mejorarse el sistema jurisdiccional si los miembros de la Corte Suprema no tuviesen un límite de edad, sino más bien, un tiempo determinado para el ejercicio del cargo. 


Constató que se ha suscitado una discusión en el último tiempo respecto al fuero parlamentario. La pregunta que surge es si constituye un privilegio hacia aquel que goza del fuero, o si es una forma de protección de la minoría política para garantizarle sus facultades fiscalizadoras respecto del gobierno de turno. Consultó el parecer del Ministro señor Escobar en relación a la querella de capítulos.


Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, felicitó al Ministro señor Escobar, especialmente en relación a su trabajo en y desde las regiones del país.


El Ministro señor Escobar se refirió a las consultas planteadas.

Precisó que es de la opinión que el Fiscal Judicial pueda controlar el comportamiento de un juez, a petición de cualquier persona, siempre que la denuncia tenga la seriedad suficiente y cumpla ciertos requisitos.


Se mostró partidario a que los fiscales estén facultados para revisar la labor que cumplen los conservadores y los notarios. Señaló que los fiscales podrían tener alguna intervención en el proceso de obtención de los títulos de los abogados, ya que debido a la proliferación de escuelas de Derecho ha disminuido la calidad de la enseñanza y asimismo de los profesionales. 

Luego, manifestó que el Fiscal de la Excelentísima Corte Suprema puede ser llamado a integrar el Máximo Tribunal del país, ante la ausencia o inhabilidad de un ministro titular. Este cargo, aseveró, debería tener la primera prioridad para suplir a un ministro ausente.


Respecto a la ética de los magistrados, sostuvo que muchos factores influyen en este problema. Destacó que es la Academia Judicial la que debe preocuparse de formar a los jueces en dicho ámbito. Remarcó que ellos deben entregarse a sus funciones, no solo con ética, sino también con sacrificio. Connotó que un juez sin ética, no puede formar parte del Poder Judicial.


Hizo presente que luego de la reforma procesal penal los jueces tienen un acabado conocimiento del proceso penal, pero muchos olvidan el derecho sustantivo. Lo mismo, sostuvo, podría llegar a suceder con la reforma procesal civil. Consignó que en ocasiones las resoluciones de los jueces no son las acertadas, por desconocimiento de ciertas materias fundamentales.


Seguidamente, y en relación con el tema del fuero parlamentario, expresó que en los cuarenta y cuatro años que lleva en el Poder Judicial nunca, al inaugurarse el año judicial, se había tratado esta materia. Explicó que el Poder Judicial es independiente de otros Poderes del Estado. Indicó que este asunto no es un problema de los jueces. Agregó  que los comentarios vertidos en esa ocasión por el Excelentísimo Presidente de la Corte Suprema, señor Muñoz, obedecen a una opinión personal.



Recordó que siempre ha existido algún tipo de fuero en favor de las autoridades, de lo contrario podría surgir el caos. Este asunto, afirmó, no ha sido materia de discusión en la Asociación de Magistrados, ni creo, arguyó, que haya sido discutido por el Máximo Tribunal del país.

Concluyó señalando que estaba de acuerdo con lo expresado por el Honorable Senador señor Felipe Harboe respecto a la temporalidad en el cargo de ministro, sobre todo tomando en consideración que hay jueces y ministros talentosos que ya debiesen formar parte de la más alta magistratura del país.


Concluidas estas intervenciones, el señor Presidente de la Comisión agradeció la participación del Ministro señor Juan Escobar Zepeda en esta sesión. 

- - -


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya; De Urresti; Espina; Harboe y Larraín, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la Presidenta de la República para nombrar al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda, como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día martes 5 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán, y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2015.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y LA LEY N° 20.502, QUE CREA EL MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA, PERMITIENDO LA CREACIÓN DE LOS CONSEJOS COMUNALES Y LOS PLANES COMUNALES DE SEGURIDAD PÚBLICA

(9.601-25)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su primer informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en  Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “Suma”.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas: 


-Del Ministerio del Interior, el Subsecretario de Prevención del Delito señor Antonio Frey; el Jefe de la División Jurídica señor Gustavo Paulsen; el Asesor señor José Pedro Silva; el Asesor señor Rafael Ferrada; los Asesores Legislativos señor Rodrigo González y señor Nicolás Gatica.


-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia el Asesor señor Sergio Herrera.


- El Asesor del Instituto Libertad y Desarrollo señor Sergio Morales; la Jefa de Gabinete del Senador Alberto Espina, señora Andrea Balladares; el Asesor de Renovación Nacional,  señor  Leonardo Contreras; el Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Agustín Briceño y el Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Rafael Hernández.




- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La presente iniciativa tiene como objetivo   fortalecer el rol de las municipalidades en materia de seguridad pública;  establecer un plan comunal de seguridad pública como instrumento de gestión comunal y crear consejos comunales de seguridad pública, como órganos de carácter consultivos, de asesoría y colaboración con el alcalde en la confección del plan comunal de seguridad pública.

                                                      - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que los números 1, 2, 4, 5, 6, 8, 9 y 10 del artículo 1°, tienen rango de ley orgánica constitucional según lo establecido en el inciso quinto del artículo 118 de la Constitución Política en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental. 


Asimismo, el número 7 del artículo 1° tiene rango de ley orgánica constitucional en conformidad a lo prescrito en el inciso final del artículo 119 de la Constitución Política, en relación con el mismo artículo 66, inciso segundo del mismo cuerpo normativo.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

2.- Ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que en el ámbito de la seguridad hay consenso en que a nivel local existen oportunidades para ejercer políticas públicas eficaces en materia de prevención del delito, disminución de la violencia y el temor.


Explica, que las municipalidades son los órganos públicos que tienen la mayor cercanía con la población, lo que les permite encauzar adecuadamente el sentir de la sociedad, que es un aspecto de gran importancia al momento de adoptar mecanismos de solución en esta materia, pues son los ciudadanos y ciudadanas quienes conocen mayormente cuál es su realidad cotidiana y cuáles son los problemas particulares que se plantean con mayor frecuencia en su territorio.


Asimismo, destaca que en el ámbito comunal es posible abordar políticas sociales de manera integral, lo que resulta relevante dado el carácter multicausal del delito y la violencia, de tal manera, que resulta esencial fortalecer el rol del municipio en el ámbito de la seguridad y  propender a que, aquellos proyectos que se impulsen desde la administración local en esta materia, se evalúen tomando especialmente en cuenta la opinión de los ciudadanos y ciudadanas para  poder incrementar el nivel de coordinación entre éstos y las instituciones públicas locales.

Añade, que la experiencia comparada da cuenta que diversos países europeos han adoptado políticas de seguridad que incorporan prioridades locales, consideran los diagnósticos que sobre este ámbito realiza la sociedad civil y fortalecen la coordinación entre los ciudadanos y las instituciones a cargo de la seguridad.


En la  misma línea, remarca que lo mismo ocurre en países como Brasil donde existen los CONSEG (Consejos de Seguridad), que son grupos de personas del mismo barrio o municipio que se reúnen para discutir, analizar, planificar y proponer las soluciones de sus problemas comunitarios de seguridad, desarrollan campañas educativas y estrechan lazos de entendimiento y cooperación entre los diversos líderes comunitarios. 

Enseguida, pone de relieve que en Colombia, se ha establecido al alcalde como una autoridad con vinculaciones profundas con el orden público, asumiendo el liderazgo y la coordinación de la política pública de seguridad ciudadana en la ciudad. 

Luego, S.E. la señora Presidenta señala que en nuestro país, siguiendo la experiencia comparada y de los órganos internacionales en esta materia, se ha puesto el énfasis en atacar la criminalidad a nivel local, para lo cual se crearon diversos programas y planes de seguridad que han tenido por objeto fortalecer la labor de los municipios en materia de seguridad, dentro de los cuáles se han  implementado Consejos Comunales de Seguridad, aunque estos actualmente no tienen consagración legal.

Dado lo anterior, enfatiza que el Gobierno busca poner énfasis en el desarrollo de políticas públicas que tengan por objeto priorizar el establecimiento de medidas de seguridad a nivel de barrios y comunas, fortalecer el rol de los municipios en este ámbito y propender a la adecuada coordinación interinstitucional.

En el mismo orden de ideas, hace presente que las policías han desarrollado en el último tiempo planes y mecanismos que dan cuenta de la importancia de lo local en materia de seguridad y es en ese contexto que Carabineros de Chile ha implementado una Plataforma de Análisis Criminal (PACIC) que ha sido diseñada y complementada por el Departamento de Análisis Criminal que pertenece a la Dirección Nacional de Orden y Seguridad de dicha institución.


Añade que dicha plataforma, incorpora datos reunidos y procesados por ese organismo además de indicadores locales tales como datos y mediciones provenientes de subcomisarias, tenencias y retenes, lo que representa una mejoría en la gestión a nivel local y posibilita la toma de decisiones eficientes por parte de Carabineros de Chile. Cabe señalar que esta Plataforma se nutre de la información que le proporciona la misma comunidad.


Así las cosas, destaca que se ha comenzado a implementar el Plan Nacional de Seguridad Pública y Prevención de la Violencia y el Delito, “Seguridad  para Todos”, por medio del cual, el Gobierno se propone, entre otras cosas, articular una oferta programática integral y adaptada a las necesidades de cada una de las 346 comunas del país, estableciendo como una de sus  herramientas el “Plan Comunal de Seguridad Pública”, el que, en primera instancia, focalizará una inversión en las 74 comunas con mayor inseguridad de nuestro país.

Además, hace presente que la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mantiene una Unidad de Apoyo a la Gestión Municipal, cuyo objetivo es proporcionar asesoría técnica y metodológica para que las comunas puedan acceder a distintas fuentes de financiamiento para la ejecución del Plan Comunal de Seguridad Pública respectivo.


Por último, llama la atención respecto a que los Consejos Regionales de Seguridad Pública constituyen otra herramienta de apoyo, asesoría y evaluación de los planes de Seguridad del nivel local.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Subsecretario de Prevención del Delito señor Antonio Frey hizo presente que la iniciativa está sustentada en la política de implementación de planes comunales de seguridad pública que fuera anunciada en su oportunidad por el Gobierno y recalcó que la propuesta recoge la experiencia comparada, especialmente de Gran Bretaña, Francia, Colombia, Brasil y Turquía.


En cuanto a la estructura del proyecto de ley en estudio, indicó que la iniciativa legal descansa en tres principios básicos;  el de proximidad y legitimidad de los gobiernos locales con respecto a las necesidades de seguridad y las necesidades de las personas; el de la coherencia y la pertinencia de las políticas públicas adaptadas a cada territorio y por último, el de mayor flexibilidad organizacional para adaptarse a las distintas realidades de cada una de las comunas. 

En términos de legitimidad y proximidad, señaló que la municipalidad aparece en nuestro caso como el organismo más próximo a las necesidades de las personas. En el mismo sentido, precisó que la coherencia y pertinencia tiene que ver con la posibilidad de tener mayor efectividad y sustentabilidad en el tiempo, mientras que la mayor flexibilidad dice relación con adaptar las respuestas a las necesidades de cada uno de esos territorios.


Enseguida explicó que el objetivo del proyecto es lograr una mayor y mejor coordinación entre todas las instituciones públicas en materia de seguridad que no sólo son las policiales, toda vez que también existen las entidades municipales y las estructuras centrales que tienen que ver, entre otros, con la fiscalización. Además se busca de generar mayor participación en la elaboración de soluciones respecto de los problemas detectados, como asimismo permitir la generación de mayor transparencia frente a las medidas, acciones y programas que se están ejecutando o que pretendan realizar.


Además de lograr una mejor gestión pública, el proyecto, según dijo, busca perfeccionar el sistema democrático desde el punto de vista de la legitimidad de las instituciones que participan en la elaboración de las soluciones. 


Precisó que dentro del organigrama del plan comunal de seguridad pública se podrá distinguir al Consejo Comunal de Seguridad Pública, que se crea con esta iniciativa; a la Unidad de Apoyo a la Gestión Municipal, que se creó en la Subsecretaría con el objeto de proveer toda la metodología y herramientas que permitan diseñar el Plan Comunal de Seguridad Pública, a nivel de cada una de las comunas, y los Consejos Regionales que cumplen con la función de brindar el apoyo político para poder plasmar la política pública de dicho plan comunal.


En materia de financiamiento, destacó que el proyecto de ley contempla los siguientes instrumentos: -Convenios Trianuales, los cuales se firmarán con las primeras setenta y cuatro comunas elegidas para implementar el plan comunal, las cuales han sido seleccionadas en la forma que se explica más adelante; -el Fondo Nacional de Seguridad Pública, que se destina a una porción de las comunas y, - el 2% del Fondo de Desarrollo Regional que permitirá aportar la metodología que posibilite tener la coherencia y consistencia necesaria para las formas de financiamiento señaladas y que serán aplicadas en los distintos territorios.

Dentro de este contexto, precisó existen 17.000 millones de pesos destinados a financiar los planes comunales de las setenta y cuatro comunas más grandes del país; luego existen para las restantes doscientas setenta y dos comunas, que concentran el 25% de la población,  4.700 millones  de pesos anuales del Fondo Nacional de Seguridad Pública y del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, que, con convenios de programación, estarán destinados principalmente a esas comunas.


En cuanto al criterio que se consideró para realizar la división de las comunas antes mencionadas, hizo presente que uno de ellos fue que los territorios tuvieran una población igual o superior a cincuenta mil habitantes y al menos un 20% de población rural.


Como consecuencia de lo anterior, según remarcó, en los territorios de las comunas más grandes del país vive el 75% de la población del país y al mismo tiempo, en ellas se realiza el 82% de las denuncias por delitos de mayor connotación social, que es un indicador de la actividad delictual muy potente.


Respecto de la distribución de recursos en las  comunas, destacó que además de considerarse un criterio de población (a mayor población, más recursos), se tomaron en cuenta los factores de riesgo que constituyen un índice de vulnerabilidad social delictual, que se relaciona con los niveles de desocupación, hacinamiento, pobreza, ingreso autónomo, puntaje SIMCE, promedio de escolaridad, índice de vulnerabilidad de la JUNJI y otras variables similares.

En la misma línea, hizo presente que otro factor que se consideró fue el de menor autonomía con respecto al Fondo Común Municipal, cuestión que representa un indicador de la pobreza que se refleja en el financiamiento de cada una de las comunas.


En síntesis, precisó que el objetivo es contar con un programa que se adapte a cada una de las realidades territoriales, lo que permitirá clasificar tipos de comunas, de la A a la D, pero determinar tipos de financiamiento distintos.


Luego, recalcó que el Ejecutivo tiene como principal eje la política local, y que su política considera como principal construcción metodológica la posibilidad de seleccionar a setenta y cuatro comunas prioritarias, otorgándoles un financiamiento por un período de tres años, sin perjuicio que para las restantes comunas, se otorgará desde el Fondo Nacional de Seguridad Pública, que es un fondo de naturaleza concursable.


Enseguida, el personero de Gobierno indicó que el referido fondo se podrá ir modificando en la medida en que se implemente este proyecto de ley, y, asimismo, hizo presente que también puede incrementarse en el caso de las comunas más grandes o, en la medida que las comunas tengan mayor autonomía, pueden dejar esta forma de financiamiento. Agregó que se trata de un instrumento flexible por el plazo de tres años, pero que requiere ser evaluado para determinar a aquellas comunas que hayan cumplido con el fin que persigue esta iniciativa.


Abordando el tema de la reforma a la Ley Orgánica de Municipalidades que se plantea en el proyecto en estudio, destacó que se propone ampliar las facultades de la Municipalidad en el ámbito social, situacional, de reinserción y de seguridad pública. Asimismo se propone la creación de una nueva herramienta que es el Plan Comunal de Seguridad Pública que tiene la virtud de poder plasmar la política local en esta materia, adaptando el fenómeno delictual a la realidad particular de los territorios. En la misma línea, señaló que se incorpora la aprobación de Política Local de Seguridad por parte del Concejo Municipal, lo que lo reviste de una mayor legitimidad política y le otorga mayor transparencia.    



Luego, enfatizó que el proyecto de ley considera la creación del Consejo Comunal de Seguridad Pública cuya principal función es elaborar el plan comunal y el monitoreo del mismo, que estará integrado por el Alcalde, dos Concejales, el Oficial o Suboficial de mayor rango de Carabineros, el Oficial policial de mayor jerarquía de la PDI, el Fiscal Adjunto o Jefe de Fiscalía Local, dos representantes del Consejo de Organizaciones Civiles, y la Secretaria Municipal como ministro de fe. Adicionalmente, pueden integrar esta instancia todos los servicios relacionados con la problemáticas específicas de cada territorio. Agregó que en comunas de menos de 5.000 habitantes se pueden crear Consejos Intercomunales de Seguridad.


En materia de funcionamiento del Consejo, explicó que sus sesiones ordinarias, se celebrarán una vez al mes, y que las extraordinarias serán convocadas por la autoridad comunal máxima) siendo presididas por el Alcalde que finalmente informa al Ministerio del Interior respecto de los temas tratados.

Destacó que dentro de las funciones del Consejo está realizar un diagnóstico consensuado con apoyo de todos los participantes; suministrar la información; monitorear y seguir el plan; brindar  apoyo técnico necesario y constante a las demás autoridades para la implementación de los respectivos planes y cumplir con las demás funciones que le otorga la ley.

Otras medidas consideradas en el proyecto de ley son el premiar la permanencia de los comisarios en los respectivos recintos policiales hasta por tres años y propender por una nueva distribución del personal policial en razón del índice de vulnerabilidad social delictual, de modo que las comunas más vulnerables tendrán tendencia a ir agregando cada vez más funcionarios policiales, dadas sus características de mayor incidencia de delitos.


Finalmente, en relación con la modificación que se propone a la ley N°20.502, dijo que se enfoca en el establecimiento de un deber para el Ministerio del Interior y Seguridad Pública de coordinación de los Consejos Regionales de Seguridad Pública con los respectivos Consejos Comunales.


Enseguida, el Honorable Senador señor Bianchi aprobó la idea de establecer una gobernanza que nazca precisamente de lo local. No obstante, inquirió una mayor información respecto al grado de vinculación que tendrán esas políticas comunales de seguridad en relación con las políticas nacionales en la misma materia. Agregó que se requería mayor claridad respecto a la autonomía de las políticas o si, en definitiva, sería el Ministerio del Interior el que decidiría respecto de las políticas a nivel comunal.


La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió en lo positivo que resulta que se institucionalice la participación directa de los municipios en materia de seguridad ciudadana. Dicho esto, consultó respecto de las otras intervenciones que hace el Gobierno en materia de seguridad ciudadana en los municipios.


Con respecto a la creación del cargo de Director de Seguridad Ciudadana, consultó por el financiamiento, pues señaló que le preocupaba agregar más carga a la Municipalidad sin que se consideren los recursos necesarios para ello. Agregó que surge esta preocupación a partir del hecho de que el financiamiento que la ley considera, tal como se ha explicado, no será para todos los municipios, no obstante que estima conveniente que todas las municipalidades cuenten con mayores recursos para tal fin.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que a su juicio las municipalidades deben convertirse en verdaderos gobiernos locales, y que este proyecto de ley viene a reconocer una situación que sucede en la realidad desde hace mucho tiempo, toda vez  que los distintos municipios intervienen en una serie de materias que no les corresponden específicamente, al punto que asumen las tareas de seguridad u otras frente a la inactividad de otros órganos llamados a atender tales necesidades.


Recalcó que actualmente la ley permite a los municipios sólo llevar adelante acciones específicas, sobre todo en apoyo y fomento de las medidas de prevención de la seguridad ciudadana, concepto éste último, que es reemplazado en la iniciativa en discusión por el de seguridad pública que es mucho más amplio.


Asimismo, hizo presente que el tema de prevención es fundamental en el municipio. Sin embargo, planteó que también se debe considerar la reinserción social dentro del problema, para lo cual propuso combinar la acción con los distintos actores sociales en materia de drogas o alcohol.


En otra arista, señaló que el proyecto de ley viene a dar rango legal a los Consejos Comunales de Seguridad Pública y a los respectivos Planes Comunales, que según dijo ya existen en muchas comunas, y lo mismo ocurre con el cargo de Director de Seguridad Pública.


Manifestó su voluntad de aprobar el proyecto en general y llamó a evitar la duplicidad respecto de acciones que se ejecutan y señaló que el tema del financiamiento no le parece adecuadamente especificado y además que lo consideró insuficiente.


En este punto, el señor Subsecretario en cuanto a lo dicho respecto de la gobernanza, señaló que en el proyecto de ley existe un importante aporte en este tema, pues en materia de seguridad comunal el país se ha ido quedando retrasado en comparación con otras naciones del Cono Sur que han implementado políticas eficientes y modernas en materia de seguridad pública y ciudadana.


Enfatizó que la idea de “gobierno” implica la existencia de una autoridad vertical que actúa de manera decidida dando órdenes y, en ese escenario, se debe trabajar este tema implementando sistemas de control a la distancia, además de crear una herramienta de gestión que permita dar mayor autonomía y más descentralización pero con mayor responsabilidad para los actores públicos sobre los resultados que se obtengan. 


Señaló que la Política Nacional de Seguridad Pública considera el compromiso presidencial de reducir en un 10% los robos con violencia en general, ya que dichos delitos  tienen mayor impacto en la opinión de la población.


Dado lo anterior, hizo presente que existe una innovación respecto del indicador general de bajar la delincuencia, porque hasta ahora, no se habían fijado metas por delito, lo que constituye una modificación y una innovación que introduce el presente de proyecto de ley.


Sobre la obligación del Alcalde de informar al Ministerio del Interior, recalcó que es sólo respecto del contenido de las sesiones, por cuanto las decisiones que se adopten en materia de seguridad serán autónomas.


En lo que se refiere al cargo de Director de Seguridad, señaló que la consideración de este cargo es resultado de un acuerdo adoptado con la Asociación de Municipalidades, pues en términos generales, las personas que ocupan este cargo no tienen el rango de Director, de modo que la creación del cargo constituye un gran avance. En este sentido, agregó que el financiamiento se dejó al arbitrio de cada municipio.


El Honorable Senador señor Bianchi señaló que no deja de ser preocupante lo señalado, pues más allá de quien financia,  todos los municipios están al tope de su dotación, de modo que al crear un cargo, perjudica a otro, por lo que solicitó tener dicha situación en consideración con el objeto de evitar algún perjuicio.


Retomando el tema del director de Seguridad, el señor Subsecretario hizo presente que en virtud del plan comunal de seguridad pública, considerando los estratos de la A a la D, existen distintos funcionarios que podrán ser contratados por la municipalidad con recursos del Gobierno central, que van desde cuatro a siete personas que constituirán un equipo de apoyo para este Director, además que también se financia el equipo que en materia operativa deba tener dicha autoridad para generar los planes de seguridad, cuya elaboración es de gran complejidad.


Reconoció que efectivamente estas funciones se cumplen actualmente, pero que ello se hace de manera voluntariosa e informal, situación que el proyecto procura cambiar.


En cuanto a la diferencia entre seguridad pública y seguridad ciudadana, hizo presente que existe un problema de concepto a este respecto toda vez que es necesario establecer que los problemas de seguridad ciudadana también lo son de seguridad pública, lo que explica que así se establezca en la ley para que especialmente Carabineros se involucre en aquellas conductas que atentan contra la seguridad en general, cuya máxima expresión es el delito, así, explicó, se acerca la policía a las comunidades y a sus problemas.


A su turno, el Honorable Senador señor Espina destacó que se trata de un buen proyecto. No obstante, previno que es necesario perfeccionarlo y oír a los distintos actores e instituciones que involucra la iniciativa con el objeto de conocer las distintas realidades.


Luego destacó que en materia de seguridad ciudadana se debe actuar con gran acuciosidad para no generar expectativas que, después, al implementarse la ley, no se cumplen. 


En cuanto al Plan Comunal de Seguridad, indicó que éste debiese ser obligatorio para todas las municipalidades y con respecto al Consejo Comunal señaló que para su buen funcionamiento y el cumplimiento de sus objetivos es clave determinar a sus integrantes. En este sentido, propuso que se considere la concurrencia del Juez de Garantía o del miembro del Poder judicial que corresponda, tal como ocurre en los planes regionales de seguridad, pues es necesario involucrarlos en esta materia y a hacerlos partícipes de los debates.


Destacó que similar importancia tiene la presencia de quienes representen a la comunidad y que le genera dudas que se considere en este ámbito sólo a los representantes de las organizaciones civiles, ya que pueden existir mejores representantes para los problemas que ocurren en los distintos territorios, y que efectivamente sean la voz de las fuerzas vivas de la comunidad.


Consideró que era necesario poner atención en la duplicidad de acciones y recursos respecto de organismos como el SENDA, que desarrolla planes a nivel regional, de modo que estimó esencial que exista un control por parte del Consejo respecto de toda intervención que se realice en la comuna para evaluar su pertinencia y evitar la duplicidad en el gasto de los recursos.


Enseguida, solicitó información respecto a las setenta y cuatro comunas que tienen un financiamiento separado del resto, con el objeto de clarificar los mecanismos de evaluación de los proyectos que se presentan en uno u otro caso y sus criterios de selección.


Por último, consultó si se tiene considerada una forma de garantizar que las pequeñas comunas puedan acceder a todas las herramientas que se están proponiendo en esta iniciativa legal para mejorar la seguridad comunal.


Acto seguido, el señor Subsecretario hizo presente que el Plan Comunal efectivamente es obligatorio, y destacó que lo facultativo es el desarrollo, implementación, promoción y apoyo de acciones de prevención social, situacional y la celebración de convenios con otras entidades públicas para la aplicación de planes de reinserción social, así como la adopción de medidas en el ámbito de la seguridad pública a nivel comunal. Asimismo, agregó que se establecen estándares de gestión obligatorios.


Finalmente, a propuesta del Honorable Senador señor Bianchi, en el seno de la Comisión se acordó tratar esta iniciativa legal en sesiones futuras, en las distintas comunas del país a fin de conocer sus realidades y recoger las diferentes experiencias. 



- Cerrado el debate, y sometido a votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

““Artículo 1º.- Modifícase la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, de la siguiente manera:
1) Reemplázase la letra j) de su artículo 4° por la siguiente:
“j) El desarrollo, implementación, promoción y apoyo de acciones de prevención social, situacional, la celebración de convenios con otras entidades públicas para la aplicación de planes de reinserción social, así como también la adopción de medidas en el ámbito de la seguridad pública a nivel comunal, sin perjuicio de las funciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y de las Fuerzas de Orden y Seguridad;”.
2) Modifícase su artículo 5° de la siguiente forma:
a) Reemplázase en la letra j) la expresión “, y” por un punto y coma.
b) Agrégase, a continuación de la letra k) del inciso primero, la siguiente letra l), nueva, pasando la actual letra l) a ser m):
“l) Elaborar, aprobar y ejecutar el plan comunal de seguridad pública.”.
3) Modifícase su artículo 6° en el siguiente sentido:
a) Elimínase, en la letra b), la conjunción “y”, reemplazándose la coma que le antecede, por un punto y coma.
b) Intercálase una letra c), nueva, del siguiente tenor, pasando la actual letra c) a ser d):
“c) El plan comunal de seguridad pública, y”.
4) Intercálase un artículo 16 bis, a continuación del artículo 16, del siguiente tenor:
“Artículo 16 bis.- Podrá existir un director de seguridad pública en todas aquellas comunas donde lo decida el concejo municipal, a proposición del alcalde.
Para estos efectos, el alcalde estará facultado para crear dicho cargo y para proveerlo en el momento que decida, de acuerdo a la disponibilidad del presupuesto municipal.
Dicho cargo podrá ser hasta dos grados inmediatamente inferior a aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva.
Para desempeñar este cargo se requerirá estar en posesión de un título profesional o técnico de nivel superior otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por este.
El director de seguridad pública será designado por el alcalde y podrá ser removido por este, sin perjuicio que rijan a su respecto, además, las causales de cesación de funciones aplicables al personal municipal.
Dicho director será el colaborador directo del alcalde en las tareas de coordinación y gestión de las funciones de la letra j) del artículo 4°, en el seguimiento del plan comunal de seguridad pública, y ejercerá las funciones que le delegue el alcalde, siempre que estén vinculadas con la naturaleza de su función.”.
5) Intercálase en el inciso segundo del artículo 56, después de la coma que sigue a la palabra “desarrollo”, la frase
 “el plan comunal de seguridad pública,”.
6) Modifícase su artículo 63 de la siguiente forma:
a) Intercálase en la letra j), a continuación de la expresión “d)” y antes del punto seguido, la frase “y de la presidencia del consejo comunal de seguridad pública”.
b) Agrégase en la letra m), a continuación de la frase “sociedad civil” y antes del punto y coma, la frase “y el consejo comunal de seguridad pública”.
7) Incorpórase en su artículo 65 la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d) y las siguientes a adquirir la ordenación alfabética correlativa:
“c) Aprobar el plan comunal de seguridad pública;”.
8) Modifícase su artículo 67 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero la conjunción “y”, luego de la palabra “concejo”, por una coma.
b) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “civil”, la frase “y al consejo comunal de seguridad pública”.
c) Intercálase la siguiente letra c), nueva, pasando la actual c) a ser d), y las siguientes a adquirir la ordenación alfabética correlativa:
“c) Las acciones desarrolladas en cumplimiento del plan comunal de seguridad pública;”.
9) Intercálase en la letra a) de su artículo 82, a continuación de la coma que sigue a la palabra “modificaciones”, la frase “el plan comunal de seguridad pública”, seguida de una coma.
10) Intercálase, a continuación de su artículo 104 el siguiente Título:
“TÍTULO IV A

DEL CONSEJO COMUNAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y EL PLAN COMUNAL DE SEGURIDAD PÚBLICA
Artículo 104 A.- En cada municipalidad existirá un consejo comunal de seguridad pública como un órgano consultivo encargado de recibir, ordenar y analizar los antecedentes, estadísticas y toda clase de información relativa a la seguridad pública comunal, con el objeto, principalmente, de colaborar con el alcalde en la elaboración del plan comunal de seguridad pública, para el cumplimiento de lo señalado en el artículo 4°, letra j), de esta ley.

Artículo 104 B.- El consejo comunal de seguridad pública será presidido por el alcalde y lo integrarán las siguientes personas:
a) El gobernador respectivo o quien lo represente.
 Tratándose de las municipalidades de la provincia de Santiago, el consejo se integrará por el Intendente de la Región Metropolitana o quien lo represente.
b) Dos concejales elegidos por el concejo municipal, en una votación única.
c) El oficial o suboficial de Fila de Orden y Seguridad de Carabineros de Chile que ostente el más alto grado en la unidad policial territorial de mayor categoría con presencia en la comuna. En el caso de las comunas que tengan más de una comisaría, este será designado por la prefectura correspondiente.
d) El oficial policial de la Policía de Investigaciones de Chile que ostente la mayor jerarquía de la respectiva unidad o el designado por el superior jerárquico de la jurisdicción correspondiente en aquellas comunas que no sean asiento de unidad policial.
e) El fiscal adjunto jefe de la fiscalía local correspondiente del Ministerio Público y en las comunas donde no tenga asiento una fiscalía local, el fiscal o abogado o asistente de fiscal que designe el respectivo fiscal regional.
El consejo lo integrarán, además, dos representantes del consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, elegidos por este.
En aquellas comunas en cuyo territorio existan pasos fronterizos, puertos o aeropuertos, el consejo será integrado, además, por un representante del Servicio Nacional de Aduanas y uno del Servicio Agrícola y Ganadero, designados por los respectivos directores regionales.
En aquellas comunas en que el porcentaje de ruralidad supere el 20% de la población, según los criterios establecidos por el Instituto Nacional de Estadísticas, el consejo será integrado, además, por un representante del Servicio Agrícola y Ganadero, designado en la forma señalada en el inciso anterior.
En aquellas comunas catalogadas como área turística de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N°20.423, el consejo será integrado, además, por un representante del Servicio Nacional de Turismo, designado por el director regional de ese organismo.

Sin perjuicio de lo anterior, el consejo podrá convocar a otras autoridades o funcionarios públicos o a representantes de organizaciones de la sociedad civil cuya opinión considere relevante para las materias que le corresponda abordar.
En ningún caso la asistencia y participación en el consejo de los funcionarios señalados en las letras c), d) y e) de esta disposición tendrá vinculación, injerencia u obstaculizará las funciones establecidas a su respecto en la Constitución Política de la República.
Asimismo, la asistencia y participación en el consejo a que se refiere este artículo de los funcionarios públicos y de los concejales mencionados en la letra b), no otorgará derecho a dieta, emolumento o remuneración de ningún tipo o naturaleza.
La secretaría municipal actuará como ministro de fe de este consejo.
El quórum para sesionar será la mayoría simple de los miembros en ejercicio.
Artículo 104 C.- En los casos de aquellas comunas cuyo número de habitantes no supere los 5.000, dos o más de ellas podrán constituir un consejo intercomunal de seguridad pública, o bien alguna de ellas participar del consejo comunal de una comuna colindante de mayor número de habitantes.

En ese evento, la presidencia del consejo intercomunal será ejercida por el alcalde de la comuna de mayor número de habitantes y será integrada por las personas señaladas en el artículo anterior.

Actuará como ministro de fe del consejo intercomunal el secretario municipal de la comuna de mayor número de habitantes.

Artículo 104 D.- La presidencia del consejo comunal de seguridad pública será indelegable, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 62.

En su calidad de presidente del consejo comunal de seguridad pública, el alcalde convocará a sesión ordinaria, como mínimo, una vez al mes y, en forma extraordinaria, cada vez que lo estime necesario.

Lo expresado en el inciso primero se aplicará a el o los alcaldes del consejo constituido en los casos señalados en el artículo anterior que no ejerzan la presidencia del mismo.

El alcalde deberá informar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por medio de correo electrónico expedido a través del ministro de fe del consejo, de las sesiones convocadas y efectuadas, de las asistencias, de los principales temas tratados y de los acuerdos adoptados, si los hubiere.

Artículo 104 E.- El consejo comunal de seguridad pública tendrá las siguientes funciones:

a) Efectuar, a petición del alcalde, el diagnóstico del estado de situación de la comuna en materia de seguridad pública, para cuyo fin podrá solicitar los antecedentes, datos o cualquier otra información global y pertinente a los organismos públicos o de la Administración del Estado con competencias en la materia, incluidas las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) Suministrar los antecedentes e información necesarios y entregar opinión al alcalde para la elaboración del plan comunal de seguridad pública y su presentación al concejo municipal.

c) Emitir opinión respecto de las ordenanzas que, de conformidad a los artículos 12 y 65, letra k), se dicten en materias de convivencia vecinal y seguridad pública comunal. En todo caso, no podrá proseguirse la tramitación de tales instrumentos sin la evacuación de dicha opinión.

d) Efectuar el seguimiento y monitoreo de las medidas contempladas en el plan comunal de seguridad pública, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 101 de la Constitución Política de la República.

e) Apoyar técnicamente, a petición del alcalde, la ejecución de los proyectos y acciones que se desarrollen en el marco del plan comunal de seguridad pública.

f) Constituirse en instancia de coordinación comunal, en materias de seguridad pública, de la municipalidad, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y el Ministerio Público. En ningún caso la asistencia y la participación de los representantes de los órganos públicos u organismos del Estado en el consejo tendrán vinculación, injerencia u obstaculizarán las funciones que, en cada caso, la Constitución Política de la República les otorga.

g) Emitir opinión, a petición del alcalde, del concejo municipal o del consejo de organizaciones de la sociedad civil, sobre cualquier materia relativa a su competencia que se someta a su conocimiento.

h) Cumplir las demás funciones determinadas por la ley.

Artículo 104 F.- El plan comunal de seguridad pública, que tendrá una vigencia anual, será el instrumento de gestión que fijará las orientaciones y las medidas que la municipalidad y los órganos y organismos señalados en la letra f) del artículo anterior dispongan en materia de seguridad pública a nivel comunal, sin perjuicio de las funciones y facultades que la Constitución y la ley confieren al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y al Ministerio Público.

Este instrumento contendrá un diagnóstico de la situación de seguridad pública de cada comuna y establecerá objetivos, metas, acciones y mecanismos de control de gestión de dichos objetivos y metas.

En todo caso, los planes comunales de seguridad pública deberán ser consistentes y estar debidamente coordinados con los instrumentos emanados del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en este ámbito, en particular, con el Plan Nacional de Seguridad Pública y Prevención de la Violencia y el Delito.

Para los efectos señalados en el inciso anterior y de los artículos 13 y 16 de la ley N°20.502, las municipalidades deberán remitir los respectivos planes comunales de seguridad pública, dentro de los diez días siguientes a su aprobación, a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y al Consejo Regional de Seguridad Pública Interior.

Asimismo, dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior, las municipalidades deberán difundir los planes referidos a través de la página web municipal o por cualquier otro medio que asegure su debido conocimiento por parte de la comunidad.

11) Intercálase en la letra d) del artículo 137, a continuación de la coma que sigue al término “ambiente”, la expresión “seguridad pública”, seguida de una coma.

12) Agrégase el siguiente artículo 6° transitorio:

“Artículo 6°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82, el alcalde deberá someter a consideración del concejo el primer plan comunal de seguridad pública dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la ley que crea dichos planes y los consejos comunales de seguridad pública, debiendo actualizarse como lo señala la letra a) del mencionado artículo 82.”.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N°20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de la siguiente manera:

1) Agrégase en el artículo 13 la siguiente letra f), nueva:

“f) Emitir opinión sobre la coherencia de los planes comunales de seguridad pública con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior y con los instrumentos de gestión y directrices del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en este ámbito, a que se refiere la letra a) del artículo 3°, dentro de los sesenta días siguientes a su aprobación.”.

b) Intercálase en el artículo 16 el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Además, le corresponderá mantener una coordinación permanente con los consejos comunales de seguridad pública de la región respectiva y emitir opinión sobre la coherencia de los planes comunales de seguridad pública con la Política Nacional de Seguridad Pública Interior y con los instrumentos de gestión y directrices del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en este ámbito, a que se refiere el artículo 3°, letra a), dentro de los sesenta días siguientes a su aprobación.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Alberto Espina Otero (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Bianchi Chelech, Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 5 de Mayo de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA ACTIVIDAD APÍCOLA

(9.479-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión de 6 de agosto de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros:

Del Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor Carlos Furche; los Asesores, señores Alan Espinoza y Jaime Naranjo; la Periodista, señora María Jesús Espinoza, y el Asesor de Comunicaciones, señor Gonzalo Cerda. 
De la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias ODEPA, el Encargado del tema Apícola, señor Daniel Barrera.

De la Comisión Nacional de Riego, la Subdirectora, señora María Loreto Mery.

Del Instituto de Desarrollo Agropecuario, el Subdirector Nacional, señor Ricardo Vial. 
De la Corporación Nacional Forestal, el Asesor Legislativo, señor Rodrigo Herrera.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señor Tania Larraín.

En representación del Honorable Senador Juan Pablo Letelier y autor de la Moción, la Asesora Legislativa, señorita Mariluz Valdés. 

De la Federación Red Apícola Nacional Chile, el Presidente, señor Misael Cuevas. 

De la Cooperativa Campesina Apícola Las Camelias de Los Ángeles (COAPILAC), el Presidente, señor Julio Beltrán, y los dirigentes señores Eduardo Pacheco y Carlos y Alexis Cid. 

De la Asociación Gremial de Apicultores de la Región de Los Lagos, la Presidenta,  señora Harriet Eeles. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Pablo Morales.

La Jefa de Gabinete del Honorable Senador Felipe Harboe, señora Deborah Bailey.

El Abogado Asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca.

El Asesor Legislativo del Senador José García, señor Rodrigo Fuentes.

El Asesor de la Honorable Senadora Ena Von Baer, señor Agustín Briceño.

El Asesor de la Vicepresidencia del Senado, señor Jaime Mondría.




Asimismo, la Comisión tuvo en consideración el Informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional, denominado “Sector Apícola: situación nacional y experiencia comparada respecto a  la legislación para el fomento del sector”, el cual se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores. 

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Dotar al ordenamiento jurídico de una normativa que regule de manera sistemática la actividad apícola.

Para estos efectos, reconoce la importancia que tienen las abejas y la apicultura desarrollada en el país, destacándola como un factor productivo relevante para la economía. 

Del mismo modo, define los términos y conceptos necesarios para la actividad apícola; establece derechos y obligaciones para quienes realicen estas actividades; plantea los lineamientos que sirvan de base para establecer medidas de resguardo y de protección de las abejas; fomenta y fortalece el desarrollo apícola; regula la transhumancia de las abejas; reconoce el rol fiscalizador de la autoridad competente, y establece las infracciones a la presente ley, así como las sanciones frente a su quebrantamiento.

- - -

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en su artículo 19 número 21°, que permite desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional.

2.- La ley N° 18.755 sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

3.- La ley N° 20.089 que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas.

4.- La ley N° 20.596 que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato.

5.- La ley N° 20.656 que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios.

6.- El Código Sanitario.

7.- El Código Penal, en lo que se refiere al delito de abigeato.

8.- El decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, que modifica normas de control aplicables por el Ministerio de Agricultura, establece normas sobre actividades apícolas y sanciona la explotación ilegal de maderas.

9.- El decreto con fuerza de ley RRA N° 16, de sanidad y protección animal, de 1963, del Ministerio de Hacienda.

10.- El Reglamento Sanitario de los Alimentos, contenido en el decreto N° 977, de 1997, del Ministerio de Salud. 

11.- El decreto supremo N° 54, de 2013, del Ministerio de Agricultura, que crea la Comisión Nacional de Apicultura.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que durante los últimos años se ha perfilado a Chile como una potencia agroalimentaria emergente, resultado de una adecuada combinación de potencialidades, políticas públicas y esfuerzos de todos los sectores involucrados. Remarca que los apicultores constituyen una parte importante de este proceso, convirtiéndose en un factor productivo determinante dentro de la actividad silvoagropecuaria. 

Luego, cita el documento titulado “Chile Apícola”, elaborado por el Gobierno Regional del Biobío, en el cual se señala “la cara más visible de su contribución es sin duda la expansión -irregular pero sostenida- de las exportaciones de miel natural durante los últimos años. Detrás de ella, el sector apícola cumple además con una doble función cuyo impacto sobre la economía nacional es indiscutible.  El rol polinizador de las abejas, además de contribuir directamente a la preservación de la biodiversidad botánica, tiene un alto efecto potenciador de la actividad agrícola y más particularmente de la fruticultura. En otra dimensión no menos importante, la apicultura constituye también una actividad de tremendo valor social, actuando como complemento o alternativa productiva exitosa en sectores rurales vulnerables desde un punto de vista social o ambiental.”.

En seguida, la moción resalta que nuestro país cuenta con condiciones ambientales propicias para el desarrollo adecuado de la actividad apícola, a saber: clima templado, diversidad de especies melíferas con una larga temporada de floración y el resguardo fitosanitario por las barreras naturales. 

Informa, a continuación, que desde la perspectiva de la producción nacional, la actividad apícola se concentra en la zona norte, que comprende desde la Región de Coquimbo hasta la del Maule, cuya principal actividad es la polinización y la producción de miel; y una zona centro sur, que comprende desde la Región del Biobío a la de Aysén, orientada principalmente a la producción de miel, con una incorporación reciente de servicios de polinización en los cultivos frutales de manzanos, arándanos, cranberries y otros cultivos innovadores en la zona.

Destaca que a nivel mundial el crecimiento del comercio de la miel se enmarca dentro de la evolución que han experimentado los hábitos de consumo, donde lo natural y saludable constituye una alternativa cada vez más apreciada e incluso exigida por los consumidores. Refiere que estas nuevas pautas explican, también, la diversificación que se ha producido en la demanda de los productos apícolas, como jalea real, propóleo y polen, entre otros, los que empiezan a masificarse de manera interesante, constituyendo un nicho de mercado de mayor retorno.

En cuanto a la actividad apícola en nuestro país, observa que sin perjuicio de la importancia que representa esta actividad,  su institucionalidad y legislación asociada es débil. Relata que desde hace algunos años se han gestado organizaciones y alianzas privadas y mixtas, como la Red Nacional Apícola, instancia de carácter privado promovida por INDAP  que constituye la experiencia asociativa más relevante en el estrato de los pequeños apicultores, reuniendo a 140 asociaciones y aproximadamente a 2.200 productores, agrupados en ocho asociaciones regionales entre la región de Coquimbo y la de Los Lagos.

También, menciona a la Asociación Gremial de Exportadores de Miel de Chile AGEMCHILE,  organización privada que reúne a seis empresas exportadoras que en su conjunto controlan el 80% de las exportaciones del país y entre cuyas empresas asociadas se encuentra la Red Nacional Apícola y la Mesa Nacional Apícola, esta última entidad coordinada por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias e integrada por distintos actores del sector público y privado relacionados con el rubro, y cuyo propósito es favorecer el diálogo entre estos actores y consensuar agendas de trabajo para consolidar el desarrollo de la cadena.

Informa que en la citada Mesa Nacional participan la Red Nacional Apícola, la Asociación de Exportadores, universidades e instituciones públicas de fomento y regulación del Estado, relacionadas con la apicultura. Destaca, también, el Centro Nacional Apícola, de carácter privado, que actúa como un organismo orientador del quehacer apícola nacional, mediante los delineamientos de una estrategia de desarrollo a mediano plazo de la cadena, la entrega de información y referentes tecnológicos, entre otros. 

Finalmente, menciona a la Comisión Nacional de Apicultura, creada por el decreto supremo N°54, de 2013, del Ministerio de Agricultura, que tiene por finalidad proponer al Secretario de Estado la formulación, elaboración e implementación de políticas para el desarrollo sustentable de la apicultura en Chile.

Respecto a la actual situación normativa,  advierte una escasa y precaria regulación normativa respecto de la actividad apícola y afirma que nuestro país no cuenta con una legislación lo suficientemente efectiva, que regule de manera sistemática la actividad apícola.

Al efecto, detalla que al revisar nuestro ordenamiento jurídico, percibe una regulación poco orgánica de la actividad, razón que fortalece la idea de aprobar una ley que ofrezca una mayor sistematización. 

En seguida, da cuenta de las normas vigentes, que regulan de manera indirecta a la actividad apícola, a saber:

- El decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, que modifica las normas de control aplicables por el Ministerio de Agricultura, establece las normas sobre las actividades apícolas y sanciona la explotación ilegal de maderas y

- El decreto supremo N°54, de 3 de septiembre de 2013, que crea la Comisión Nacional de Apicultura.

Por su parte, en materia de control sanitario en la producción agrícola, destaca:

- El decreto exento N° 3/92, que declara infecto contagiosa la enfermedad varroasis de las abejas.

- El decreto exento N° 228/04, que declara la denuncia obligatoria e incorpora al decreto de agricultura N° 249, de 1996, las enfermedades de las abejas denominadas pequeño escarabajo de la colmena (Aethina tumida) y acariasis asiática.

- La resolución exenta N° 321/06, que declara la denuncia obligatoria de la enfermedad de las abejas denominada acarapisosis de las abejas melíferas.

- La resolución exenta N° 3329/07, que dispone medidas sanitarias para control de la enfermedad de las abejas denominada loque americana y deroga resolución N° 1603.

A su vez, respecto a la normativa relacionada con las exportaciones de miel, menciona:

- La resolución exenta N° 4.783/04 del Servicio Agrícola y Ganadero, y sus modificaciones posteriores que constan en la resolución del mismo Servicio N° 520/05, que establecen el Manual de Procedimientos de Ingreso y Mantención en el Registro de Apicultores de Miel de Exportación.

- La resolución exenta Nº 2561/03 del Servicio Agrícola y Ganadero, que crea el Sistema Nacional de Inscripción de Establecimientos Exportadores de Productos Pecuarios, que establece condiciones para ser inscritos como tal y delega facultades de indica.

- La resolución exenta Nº N° 4.784/04 del Servicio Agrícola y Ganadero, que aprueba el Manual de Requisitos de Establecimientos Exportadores de Miel.

- La resolución exenta Nº N° 361/06 del Servicio Agrícola y Ganadero, que establece requisitos de análisis de residuos químicos en miel previo a su exportación a la Unión Europea.

- La resolución exenta Nº 3673/98 del Servicio Agrícola y Ganadero, que crea el proyecto de control de residuos en productos pecuarios de exportación.

- El Reglamento (CE) Nº 852/04, del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, relativo a la higiene de los productos alimenticios.

- El Reglamento (CE) Nº 853/04, del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas de higiene de los alimentos de origen animal.

- El Reglamento (CE) Nº 1664/06, de la Comisión de 6 de noviembre de 2006, por el que se modifica el Reglamento (CE) Nº 2074/2005 en cuanto a las medidas de aplicación de determinados productos de origen animal destinados al consumo humano y se derogan algunas medidas de aplicación.

Asimismo, cita la ley N° 20.089, que crea el Sistema nacional de certificación de productos orgánicos agrícolas; la ley N° 20.596, que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato, y la ley N° 20.656, que regula las Transacciones comerciales de productos agropecuarios.

En atención a la diversidad de normas y decretos, considera fundamental  establecer un estatuto normativo orgánico de la actividad apícola chilena, que considere medidas efectivas respecto del control de plagas y de enfermedades que afectan la producción apícola, ya que en los últimos años se han incrementado las tasas de mortalidad de las abejas en gran parte del país, lo cual trae aparejado una serie de consecuencias negativas para el desarrollo silvoagropecuario.

Informa que de acuerdo a los estudios más avanzados sobre la materia, no existen factores que por sí solos determinen la mortalidad de las abejas, por el contrario, ésta ha sido producto de varios factores que actúan por separado o combinados. Subraya, entre los factores más importantes que afectan la salud de los polinizadores, los relacionados con las enfermedades y parásitos y, también, con prácticas agrícolas industriales más amplias que afectan a muchos aspectos del ciclo de vida de una abeja. Además, del cambio climático, que supone una creciente amenaza para la salud de los polinizadores.

En esta línea, destaca que uno de los principales problemas que aquejan a los productores del sector es el uso de pesticidas,  sustancias químicas diseñadas para eliminar pestes e insectos. Al respecto, reconoce que si bien no existe, de acuerdo a los estudios más avanzados, una cifra que indique cuál es el efecto concreto del uso de dichas sustancias en la producción apícola, sin duda, existe una relación entre su uso y la disminución de la producción.

En seguida la moción  se refiere a los desafíos que impone el mercado internacional y en ese aspecto señala que el Servicio Agrícola y Ganadero, es el organismo estatal encargado de supervisar y fiscalizar toda actividad agropecuaria desarrollada en Chile. En efecto, debe  velar por la inocuidad de los productos pecuarios con destino a la exportación, certificando que la producción es de una óptima inocuidad y apta para el consumo humano. Además otorga la certificación correspondiente sólo cuando su inspección determine que los productos cumplen con los requisitos que exige el país de destino, haciendo necesario fortalecer y reforzar sus facultades de fiscalización.

Apunta que lo anterior, no deja de ser determinante para los apicultores, toda vez que uno de los mercados más importantes para nuestros exportadores apícolas es la Unión Europea, cuyo Reglamento 1664/2006 exige que toda la miel destinada a ese mercado debe ser procesada en una sala de extracción que cuente con un sistema de aseguramiento de calidad. Por ello, resalta, la importancia de contar con una legislación que permita posicionarnos a nivel internacional, sin despreocuparse, de la importancia de la actividad apícola dentro de nuestro país.

Luego, menciona los objetivos que persigue la moción en estudio:

1.- Dotar a nuestro ordenamiento jurídico de normativas que regulen de manera sistemática la actividad apícola.

2.- Reconocer la importancia que tienen las abejas y la actividad apícola desarrollada en nuestro país, destacándolo como un factor productivo relevante para nuestra economía.

3.- Definir los términos y conceptos necesarios para la actividad apícola.

4.- Establecer los derechos y obligaciones que deben asumir quienes realicen la actividad apícola en nuestro país.

5.- Reconocer la importancia de las diversas organizaciones apícolas privadas y públicas, que han apoyado el fomento de la actividad apícola en Chile.

6.- Plantear los lineamientos que sirvan de base para establecer medidas de resguardo y protección de las abejas, considerando la relevancia que tienen para la conservación de nuestra biodiversidad.

7.- Fomentar y fortalecer el desarrollo apícola del país.

8.- Regular la transhumancia de las abejas.

9.- Reconocer el rol de fiscalización de la autoridad competente, y

10.- Establecer las infracciones a la presente ley y las sanciones que traería aparejado su quebrantamiento.

Por otra parte, refiere las fuentes de este proyecto de ley en la legislación comparada y destaca la regulación mexicana, en particular, la Ley de Fomento Apícola, del Estado de Zacatecas, México que data del año 2005 y el Real Decreto Español 209/2002, del año 2002. 

Del mismo modo, a nivel nacional, destaca que prácticamente la totalidad de las definiciones contenidas en esta iniciativa legal, fueron el resultado del Acuerdo de Producción Limpia, del sector productor y exportador de miel del año 2008, suscrito por el Ministerio de Salud, la Corporación de Fomento de la Producción, el Instituto de Desarrollo Agropecuario, Oficina de Estudios y Políticas Agrarias y el Servicio Agrícola y Ganadero, junto con la Corporación Centro Apícola Chile, la Red Nacional Apícola y la Asociación Gremial de Exportadores de Miel.

De esta manera, afirma la moción, es indispensable que nuestra legislación reconozca dichos términos, que constituyen la terminología habitual y propia entre los apicultores chilenos, a fin de que puedan, en el mediano o en el largo plazo, ser objeto de una regulación técnica más detallada.

Por todo lo anterior, el proyecto de ley aspira a constituirse en una ley marco, que sea complementada por la regulación técnica que la autoridad competente estime necesaria.





El proyecto de ley que se propone comprende 29 artículos permanentes, que se estructuran en 10 capítulos, a saber: Disposiciones Generales; Definiciones; Autoridad Competente; Derechos y Obligaciones; de las Organizaciones; del Programa Estatal de Fomento Apícola; de la Transhumancia; de la Inspección; de la Sanidad, y de las Infracciones y Sanciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta iniciativa legal, la Comisión acordó iniciar una ronda de audiencias e invitar a exponer sus puntos de vistas a diversas entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

Por el Ministerio de Agricultura, el Ministro, señor Carlos Furche.
En representación del Honorable Senador Juan Pablo Letelier, la Asesora Legislativa, señorita Mariluz Valdés. 

Por la Federación Red Apícola Nacional Chile, el Presidente, señor Misael Cuevas. 

Por la Cooperativa Campesina Apícola Las Camelias de Los Ángeles (COAPILAC), el Presidente, señor Julio Beltrán.

Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, el Encargado del tema Apícola, señor Daniel Barrera.

De esta forma, en sesión de 31 de marzo de 2015,  expuso la Asesora Legislativa del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, señorita Mariluz Valdés, quien luego de excusar la asistencia del Honorable Senador señor Letelier por encontrarse fuera del país, informó a Sus Señorías que se desempeña en el Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad y que el año pasado trabajaron, en conjunto con Su Señoría en la elaboración de este proyecto de ley. 

Resaltó que esta iniciativa surgió de las inquietudes que los propios apicultores le plantearon al Honorable Senador señor Letelier en una serie de encuentros que mantuvieron. En ellos, le manifestaron la necesidad de regular la actividad apícola por medio de una ley marco.

Acotó que se focalizaron en la importancia que tiene la actividad apícola en Chile y al efecto, destacó que en los últimos años nuestro país se ha perfilado como una potencia agroalimentaria, en donde la actividad apícola ha tomado un rol fundamental, puesto que la apicultura y las abejas son un importante factor productivo para el desarrollo de nuestra economía, no sólo por su función polinizadora, fundamental para la fruticultura del país, sino también por el rol social que tiene la apicultura, especialmente para los agricultores rurales más vulnerables, que son apoyados por el Estado por medio de los Programas PRODESAL en varias comunas del país.

También, destacó el crecimiento que ha tenido el comercio de la miel durante los últimos años a nivel internacional, que obedece a los cambios en los hábitos de consumo. Apuntó que los productos naturales y orgánicos han incidido en este cambio y que, bajo este escenario, la miel ha adquirido un rol más relevante en el comercio internacional. 

Respecto a la normativa vigente, reseñó que en nuestro ordenamiento jurídico no existe una ley que regule la actividad apícola en forma genérica, puesto que sólo existen algunos decretos que regulan diversos ámbitos de la actividad, pero de manera inorgánica. Por ello, refirió, las instituciones públicas y privadas se han organizado para poder fomentar y desarrollar en forma eficiente la actividad apícola.

Desde esa perspectiva, indicó algunas de las entidades que fomentan el desarrollo de la apicultura: la Red Apícola Nacional y la Mesa Apícola Nacional, que corresponden a agrupaciones de exportadores de miel. Relató que en el año 2013 se dictó el decreto supremo N° 54, por el cual el Ministerio de Agricultura, creó la Comisión Nacional Apícola, lo que demuestra el interés por dar una institucionalidad más orgánica a esta actividad.

De esta manera, insistió, resulta trascendental legislar sobre esta materia, dada la relevancia que tiene para el país.

En cuanto al presente proyecto de ley, remarcó que plantea varios objetivos, sin embargo, acotó que su idea principal es aprobar una ley marco o base que regule la actividad apícola. Sobre el particular, hizo presente la importancia de contar con el patrocinio del Ejecutivo, para realizar un trabajo en conjunto y obtener una ley que, efectivamente, sea útil para todos los apicultores.

En seguida, enunció los principales objetivos de este proyecto de ley: consagrar una norma sistemática y orgánica que regule la actividad apícola; relevar la importancia de esta actividad como un factor productivo para el desarrollo de nuestra economía; establecer ciertos términos y definiciones importantes para el rubro; fijar un estatuto de derechos y de obligaciones para los apicultores, establecer un marco dentro del cual ellos se puedan desarrollar de manera efectiva cumpliendo con la normativa y con las condiciones sanitarias que el mercado internacional exige, y reconocer a las organizaciones que en torno a esta actividad se han ido desarrollando en los últimos años.

Asimismo, subrayó el establecer medidas de resguardo y de protección para las abejas, dada la alta tasa de mortalidad de los últimos años. 

Mencionó, también, el fortalecimiento y el fomento del desarrollo apícola propiamente tal. Al efecto, señaló que varios agricultores manifestaron la necesidad de contar con apoyo económico para el desarrollo de su actividad dado que es bastante costoso iniciarla o enfrentar las enfermedades a las que periódicamente se ven expuestos. Por ello, resaltó que es importante que el Ministerio pueda respaldarlos y extender los beneficios que otorga el Instituto de Desarrollo Agropecuario a un mayor número de apicultores.

Luego, se refirió a la transhumancia, al traslado de las colmenas de un lugar a otro, y mencionó que en ocasiones podría conllevar la transmisión de plagas y enfermedades de una comuna a otra, lo que implica un evidente riesgo sanitario.

Con respecto al rol fiscalizador de la autoridad, invitó a Sus Señorías a debatir sobre qué entidad debe asumir esta responsabilidad. Sobre el particular, mencionó que el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, establece que el Servicio Agrícola y Ganadero tiene algunas atribuciones en la materia, pero dado que hoy este Servicio se encuentra sobrecargado, estimó que sería conveniente estudiar, en conjunto, con el Ejecutivo qué autoridad sería competente para asumir el control, la fiscalización y el desarrollo de la apicultura.

También, informó que la moción  incluye un ítem sobre infracciones y sanciones. En la actualidad, acotó, existen algunas sanciones contenidas en decretos y en ordenanzas municipales en forma diseminada, que no tienen mayor aplicación práctica y recordó que existen personas que desarrollan actividades que pueden ser perjudiciales para el desarrollo de la apicultura, como la mala utilización de los pesticidas. 

En cuanto al contenido de este proyecto de ley, detalló que comprende veintinueve artículos divididos en diez capítulos, que consideran las distintas temáticas que se han presentado en la exposición a saber: 

- Capítulo I, Disposiciones Generales, en que se valoriza la actividad apícola y el deber del Estado de protegerla y fomentarla; 

- Capítulo II, Definiciones, que se originan en documentos que fueron previamente consensuados por los apicultores y aprobados por el Ministerio de Salud y los Servicios del Ministerio de Agricultura que tienen incidencia en la materia, tales como la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, el Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero; 

- Capítulo III, Autoridad Competente; 

- Capítulo IV, de los Derechos y Obligaciones de los apicultores; 

- Capítulo V, de las Organizaciones; 

- Capítulo VI, referido al Programa de fomento apícola, que es de una de las inquietudes planteada por los apicultores;

- Capítulo VII, sobre la Transhumancia; 

- Capítulo VIII, de la Inspección; 

- Capítulo IX, sobre la Sanidad. Al respecto, precisó que en los últimos años la tasa de mortalidad de las abejas ha ido en aumento, y que como país se deben hacer cargo de ello y adoptar las medidas que sean necesarias para evitar que esta situación continúe, y

- Capítulo X, de las Infracciones y sanciones.

En seguida, resaltó que la actividad apícola es importante por su rol en la conservación de la biodiversidad y porque la mayoría de los alimentos que se consumen son fruto de la actividad de la polinización que realizan las abejas, lo que es fundamental para el desarrollo futuro del país. 

Finalmente, reiteró que la moción persigue que este proyecto se convierta en una ley marco, que sirva, efectivamente, a los apicultores y que sea construida gracias a la participación de los apicultores, del Ejecutivo y de los señores Parlamentarios.

A continuación, la Comisión recibió  al Presidente de la Red Apícola Nacional de Chile, señor Misael Cuevas, quien luego de agradecer la invitación, informó que constituyen una federación que reúne a diez asociaciones gremiales regionales, entre la Región de Coquimbo y la Región de Aysén. Apuntó que tienen un rol de representación, de defensa y de propuesta en el marco del desarrollo de la cadena apícola. Además, detalló que cuentan con 2.294 socios locales, que son dueños de 150.000 colmenas y que producen 3.600 toneladas de miel. 

Explicó que sus socios directos son las organizaciones regionales integradas, a su vez, por organizaciones locales de apicultores. Complementó que, además, están adscritos a la organización internacional de apicultores y que cada uno de estos grupos está articulado a nivel local con los municipios, el Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero.

En cuanto a sus relaciones internacionales, señaló que forman parte del bloque apícola del cono sur y como tal integran la Federación Internacional Latinoamericana de Apicultura, la cual también preside. Dio cuenta que aglutinan a dieciocho países, que forman parte de la Organización Mundial de Apicultura (APIMONDIA) y que participan en la Comisión de Desarrollo Rural.

Detalló que en Chile, también, se vinculan con otras asociaciones gremiales y cooperativas, con la institucionalidad de fomento y regulación y con entidades académicas y consultoras, a través de la Comisión Nacional de Apicultura, que fue creada en el año 2013 para asesorar al Ministerio de Agricultura en materia de apicultura.

Bajo este contexto, informó que su gestión parte de lo local hacia lo nacional. En lo local, apuntó, intentan buscar soluciones conjuntas a temas locales, como son la capacitación y la infraestructura. A nivel regional, reseñó,  trabajan en forma articulada con universidades, con las Secretarías Regionales Ministeriales y con los Servicios Regionales. A nivel nacional, continuó, se abordan los temas nacionales y transversales.

Refirió que su Federación apoya la idea de contar con un cuerpo legislativo que regule la actividad apícola en el país. Si bien reconoció que su aporte al PIB agrícola es bastante pequeño destacó que en términos de venta de productos la apicultura presta un servicio fundamental para la agricultura, cual es la polinización. Consignó que están en el eje de los 50 millones de dólares, considerando la exportación de miel, la venta en el mercado nacional y los servicios de polinización. 

Al efecto, destacó que su mayor aporte está en la polinización, que incide en la producción alimentaria, en la exportación hortofrutícola y en los semilleros, con lo que superan los 2.000 millones de dólares, lo que se concreta a través de un aporte indirecto. En este sentido, afirmó, son un factor productivo clave dentro del sector silvoagropecuario, que debe ser asumido como un sector estratégico.

Por lo anterior, resaltó que constituyen un rubro bastante estratégico en lo que dice relación con la producción alimentaria y con la mantención de la biodiversidad.

En consecuencia, reiteró que la regulación de la apicultura es fundamental, porque mejorará la actividad, les permitirá contar con una planificación del territorio y les facilitará el establecer diálogos con otros actores productivos, sin causarse daños.

Precisó que esta propuesta debe abordar, al menos, los siguientes temas: el fomento, la defensa y la protección de la apicultura, además de establecer una institucionalidad que la conduzca.

Coincidió en que no es adecuado seguir recargando al Servicio Agrícola y Ganadero y al Instituto de Desarrollo Agropecuario y propuso dar fuerza a la Comisión Nacional de Apicultura, para que sea la encargada de dinamizar y de articular el fomento del sector apícola, además de coordinarse con el Servicio Agrícola y Ganadero, en lo que se refiere a las exportaciones y con el Servicio de Salud, en el mercado interno.

Señaló que esta legislación podría recoger las obligaciones que el país adquirió en el ámbito internacional con la suscripción del Plan de Seguridad Alimentaria y Nutrición de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), en que se adoptó una decisión sobre cómo enfrentar el hambre y la nutrición, obligando a los Estados a aprobar una serie de instrumentos de fomento de la producción agrícola. En su opinión, esta ley marco podría encadenar este sector con iniciativas de fomento y de regulación y dar certeza al mercado alimentario a nivel internacional. Asimismo, serviría para dar certeza jurídica en nuestro mercado interno.

Luego, puso de relieve la necesidad que tienen de participar en los debates internacionales, porque los afecta en su producción local. Al efecto, comentó que en el año 2011 participaron en el debate del Parlamento Europeo, en que se trató los efectos derivados de los transgénicos. Precisó que la Unión Europea dispone de una de las reglamentaciones más duras respecto de los organismos genéticamente modificados, cuyo cultivo sólo se permite tras un profundo análisis de riesgo. Refirió que después de tres años de intenso debate los Estados de la Unión Europea han acordado una propuesta para flexibilizar el cultivo de transgénicos en su propio territorio.

Además, indicó, Chile produce mieles especiales, porque el 50% de nuestra flora nativa es endémica, por lo que la miel que se produce de estas flores no existe en ninguna otra parte del mundo. También, destacó que nuestro país es una potencia alimentaria y forestal, y como tal debe dar señales y certezas en este sentido a nuestras contrapartes en las transacciones internacionales.

Informó que están trabajando con la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, entidad que realizará un estudio para ajustar la agenda estratégica, y elaborar una propuesta de un plan de gestión sanitaria y de inocuidad, con una mirada de país, lo que en su opinión sería un gran avance para la actividad apícola.

Por todo lo anterior, resaltó que se trata de una iniciativa que debe ser apoyada no obstante que debe ser perfeccionada. Al efecto, anunció que tienen varias observaciones a su respecto, pero que en lo central comparten la idea de legislar en la materia, por lo que formuló un llamado al Ejecutivo para comprometerse con este proyecto de ley y avanzar en esta legislación.

A continuación, el Honorable Senador señor Harboe agradeció la presentación  de los representantes de la Red Apícola Nacional y los invitó a participar de la discusión de este proyecto de ley.

En esta misma línea, el Honorable Senador señor Moreira se mostró interesado en conocer los cambios que la Red Apícola Nacional desea introducir a esta iniciativa.

Luego, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó su apoyo a este proyecto de ley y relató que ha trabajado este tema con los apicultores de la Región de Los Lagos.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Presidente de la Asociación de Apicultores de Los Ángeles y de la Cooperativa Campesina Apícola Las Camelias, señor Julio Beltrán, quien manifestó su apoyo al presente proyecto de ley y expuso que esta iniciativa se originó de una inquietud planteada por su propio sector.

En seguida puso de relieve que los apicultores son los parientes pobres de la agricultura, ya que no cuentan con un seguro apícola, ni con protecciones especiales. De esta forma, indicó, si los ataca alguna plaga o enfermedad la autoridad no interviene, contrariamente a lo que ocurre en la agricultura con la mosca de la fruta o en la ganadería con la fiebre aftosa. Además, subrayó que deben cumplir con las exigencias de la Unión Europea, lo que los ha obligado a recurrir a la banca privada, porque no cuentan con los recursos necesarios para modernizarse. 

Resaltó que la apicultura genera varios millones de dólares directa e indirectamente y que están realizando un importante esfuerzo por cumplir con esta actividad en pleno crecimiento. Refirió que en su zona están aumentando los semilleros de exportación y que dado que el cambio climático está transformando a la zona de Los Ángeles en un sector frutícola se requiere de una mayor cantidad de cajones de abejas. Reiteró que se están esforzando por satisfacer esta necesidad sólo con su propio esfuerzo. Por eso, dijo, esperan que esta ley sea un verdadero fomento a su actividad,  y conlleve la entrega de beneficios.

Luego, manifestó su preocupación por la dificultad que tienen para obtener la autorización del Servicio Agrícola y Ganadero para trasladar de un lugar a otro sus colmenas, ya que esta entidad está colapsada. Precisó que en el caso de Los Ángeles,  existen dos funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero que se destinan a la apicultura, pero reparó que uno de ellos además es inspector en el Paso Pichachén y el otro está encargado de vigilar los camiones que transportan leche en cajas de cartón. Por ello, lamentó que no exista personal que pueda atender sus necesidades. Así, hizo notar que se está incitando a los apicultores a trasgredir las normas para poder desarrollar su actividad.

Subrayó que necesitan medidas que efectivamente beneficien a la apicultura y esperan que este proyecto se traduzca en una ley de fomento que les permita abrir nuevos espacios para desarrollar esta actividad con mayor tecnología. Al efecto, hizo hincapié en la necesidad de establecer un seguro apícola, que cubra los riesgos de la explotación de los apiarios.

Asimismo, indicó, necesitan de un Registro Nacional de Apicultores. Hoy, relató, existe el Registro de Apicultores de Miel de Exportación (RAMEX), que no alcanza a cubrir al 15% de los apicultores nacionales. Acotó que si existiera un registro nacional se podría tener una real evaluación de todos los apicultores que existen en el país. Observó que el Instituto de Desarrollo Agropecuario sólo hace aportes a sus usuarios, que corresponde al grupo de los pequeños agricultores, sin cubrir a los productores de miel de exportación, que son quienes generan las abejas para las polinizaciones y que dan trabajo a la comunidad, pero que no reciben ninguna ayuda estatal. 

Por otro lado, mencionó que también deben lidiar con las plagas y enfermedades. Al efecto, sostuvo que el año pasado fue caótico para todas las regiones, especialmente en el sur, por la presencia de la abeja chaqueta amarilla que causó estragos y que destruyó a un sinnúmero de colmenares, que hoy faltan para una adecuada polinización. Reparó que  la autoridad aún no las haya declarado como una plaga, no obstante que  afectan a la apicultura, se comen a los animales vivos y heridos e impiden que las personas disfruten de sus vacaciones, afectando el turismo.

Por último, se refirió a la importancia de los recursos naturales y denunció que el quillay, árbol endémico, está siendo destruido sin que exista una reposición de la especie, situación que los afecta enormemente, y reparó que el Servicio Agrícola y Ganadero continúe extendiendo certificados para su explotación. Por ello, solicitó modificar su normativa de protección, que data de 1932, y que autoriza su tala entre los meses de diciembre y enero, período en que este árbol florece y que permite a las abejas realizar su proceso de polinización.

El Honorable Senador señor Moreira manifestó su interés por recibir a los representantes de los apicultores de la Región de Los Lagos para que le informen su problemática y ayudarlos en la búsqueda de una solución. Asimismo, solicitó a los dirigentes que elaboren un documento con las modificaciones que consideren que se deben introducir al texto del presente proyecto de ley.

El señor Julio Beltrán de la Cooperativa Campesina Apícola las Camelias de Los Ángeles se comprometió a mandar el listado de las personas afectadas por la plaga de las chaquetas amarillas y señaló que se contactará con estos apicultores para que se acerquen a las oficinas de los señores Parlamentarios, a fin de que informen su situación.

El Honorable Senador señor Matta, luego de agradecer las exposiciones de los dirigentes del sector apícola, refirió que esta actividad en la Región del Maule está ligada a la agricultura familiar campesina, porque es un agregado del pequeño propietario en lo que son sus actividades centrales, como la pequeña ganadería o la pequeña agricultura de los cultivos tradicionales. De manera tal que el número de colmenas es bastante bajo, entendiendo de que se trata de un agregado a una actividad principal. 

Posteriormente, se mostró interesado en establecer mejores vínculos y relaciones con el mundo que no está afiliado a ninguna organización, como puede darse en el caso de los apicultores de la zona de Linares y de Cauquenes, en donde existen comités locales, muchos de los cuales operan directamente con el Instituto de Desarrollo Agropecuario. Informó que en el Maule Sur existe un PRODESAL Apícola para la zona de Pelú y Chanco. De esta manera, consideró, importante escuchar al Instituto de Desarrollo Agropecuario en su relación con el mundo apícola, en especial, por las actuaciones de los funcionarios de PRODESAL.

Por último, consultó el número de afiliados que existen en la Región del Maule, dato que les permitiría tener mayores antecedentes de la presencia de la Red Apícola Nacional en la Región del Maule.

El representante de la Red Apícola Nacional respondió que en la Región del Maule tienen alrededor de 150 productores, que corresponden a cooperativas, sindicatos, asociaciones locales y sociedades, principalmente en Coronel Maule, Linares, San Javier, San Clemente y Curicó.

En seguida, el Honorable Senador señor García, luego de analizar el informe preparado por la Biblioteca del Congreso Nacional en la materia, destacó que el 85% de la producción nacional de miel se exporta a Europa y a Estados Unidos, por lo que sugirió escuchar a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON). Complementó que la miel exportada llega a 8.500 toneladas promedio por año, lo que equivale a unos 30 millones de dólares al año por concepto de exportación, de un movimiento total de 50 millones de dólares por año.

El Honorable Senador señor Harboe señaló que el propósito de esta Comisión es incentivar la discusión de este proyecto de ley frente a una necesidad de legislación en esta materia, que se haga cargo de los temas de fomento, de institucionalidad y de protección, entre otros. Para estos efectos, requerirá el compromiso del Ejecutivo y solicitó al Asesor del Ministerio de Agricultura transmitir esta inquietud al señor Ministro de la mentada Cartera. Apuntó que dialogarán con el Gobierno para conocer cómo está mirando el tema apícola, en particular, cuál es la visión que tiene la Comisión Nacional Apícola, que es la estructura que el Estado se ha dado para centralizar esta información.

No obstante lo anterior, compartió lo planteado por el Honorable Senador señor García, en el sentido de mirar a la vez otros rubros del Estado que tienen algún grado de influencia o de diagnóstico en relación con la apicultura.

Asimismo, valoró la propuesta del Honorable Senador señor Moreira de pedir a los gremios que envíen a esta Comisión las modificaciones que estimen pertinentes introducir al proyecto de ley, porque ello significa, en primer lugar, reconocer el aporte del Honorable Senador señor Letelier al presentar esta moción y, en segundo lugar, perfeccionarlo en sus disposiciones. 

Por lo anterior, reiteró la invitación que formuló el Honorable Senador señor Moreira a los dirigentes presentes en esta sesión, e insistió en la necesidad de conversar con el Ejecutivo para avanzar en un proyecto conjunto y presentar las indicaciones que requieran de su patrocinio, puesto que ningún Parlamentario puede formular indicaciones que irroguen gastos o creen instrumentos de fomento, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.

Informó que en la próxima sesión escucharán al señor Ministro de Agricultura para que exponga la visión del Gobierno en materia apícola y fijarán el calendario de sesiones que les permitirá trabajar este proyecto de ley en su corrección. En paralelo, solicitó al Gobierno, si lo tiene a bien, diseñar los instrumentos de fomento que estime pertinentes para desarrollar la apicultura. 

En la sesión siguiente de 13 de abril de 2015, expuso el Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche, quien  señaló que para la Cartera de Estado que representa la apicultura es una actividad relevante que desarrollan pequeños productores a lo largo de todo Chile, con excepción de la Región de Magallanes; que genera importantes ingresos, y que produce efectos adicionales sobre el sistema productivo agrícola de gran importancia. 

En rigor, resaltó, si no tuviéramos apicultura sería muy difícil tener agricultura. En consecuencia, reiteró, se trata de una actividad que es relevante para el país, que está sujeta a un conjunto de problemas y de amenazas, algunas tradicionales de la actividad agrícola y otras que se asocian a la forma en que ha ido cambiando la estructura productiva del país y a su creciente especialización regional y subregional.

En cifras redondas, detalló, en Chile existen 454.000 colmenas y 10.500 explotaciones apícolas, con una producción que se extiende desde la Región de Valparaíso  hasta la Región de La Araucanía, aunque también reconoció existe apicultura en Los Lagos y en Aysén. Precisó que la producción nacional alcanza las  10.000 toneladas.

Hizo presente que el 82% de la miel que se produce en Chile proviene del bosque nativo, en consecuencia, se debe mirar este tema teniendo a la vista la legislación del sector forestal, básicamente el decreto ley N° 701 y la Ley de Bosque Nativo. Apuntó que en el año 2014 las exportaciones llegaron a 27,5 millones de dólares y que los principales mercados fueron Alemania y otros países de Europa.

Señaló que la miel producida en Chile es particularmente apreciada en los mercados internacionales, porque está libre de la mayor parte de las enfermedades que dificultan el comercio internacional de miel y porque tiene un excelente material genético al no estar contaminada con otras razas de abejas que en otras partes del mundo existen.

En consecuencia, indicó, se trata de una actividad que  tiene  particular relevancia y coincidió en que el marco regulatorio que se tiene hoy día es insuficiente para un buen desarrollo de la actividad apícola. Informó que actualmente la materia es regulada por el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, que establece las normas sobre la actividad apícola y sanciona la explotación ilegal de maderas. Acotó que el órgano encargado de velar por el cumplimiento de esta ley es el Servicio Agrícola y Ganadero, para lo cual tiene las siguientes atribuciones: regular la sanidad, otorgar los certificados para exportar, controlar la trazabilidad necesaria para exportar la miel, manejar el Registro de Apicultores de Miel de Exportación y fiscalizar la aplicación terrestre de los plaguicidas.

En lo que dice relación con la aplicación de plaguicidas, comentó que es uno de los puntos que más afecta al desarrollo del sector apícola y como tal debe mejorarse la regulación de su uso en los predios aledaños a los lugares en que existe actividad apícola. Al efecto, puso de relieve que puede terminar influyendo negativamente sobre la producción apícola. 

Además, alertó a Sus Señorías que se debe tener especial cuidado con lo que se produce en los terrenos cercanos a una producción apícola y recordó que en alguna oportunidad nuestras exportaciones de miel a la Unión Europea fueron suspendidas, porque en los envíos se detectaron trazas de organismos genéticamente modificados, por lo que consideró que se debe legislar en la materia para evitar este tipo de situaciones.

Luego, indicó que el Ministerio de Salud también tiene injerencia en la producción de miel, pero que su actuar se enfoca en las características que debe tener la miel para el consumo humano, lo que se rige por el Reglamento Sanitario de los Alimentos.

Con todo, observó que existen aspectos significativos que no están regulados en las normas citadas, tales como: la ubicación de los apiarios, el movimiento de las colmenas, el perfeccionamiento de los registros de apicultores y la protección de las colmenas de la aplicación plaguicidas en los predios aledaños o bajo su área de influencia. Sin duda, reconoció, existen vacíos en la legislación.

Con respecto al presente proyecto de ley, manifestó su apoyo, sin perjuicio de ello, estimó necesario diferenciar entre las medidas que son estrictamente de fomento productivo y las regulatorias. 

Las primeras, apuntó, pueden ser abordadas a través de políticas públicas para el sector. De hecho, comentó, la Comisión Nacional Apícola, que funciona regularmente y que es coordinada por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, cuyo Secretario Técnico es el señor Daniel Barrera, tiene como misión estudiar políticas para fomentar el desarrollo de la actividad apícola. En consecuencia, indicó, todo lo que se vincula con el fomento productivo debe ser canalizado a través de los mecanismos normales del Ministerio de Agricultura. 

Las segundas, vale decir, todo aquello que tiene que ver con la regulación, debiera ser materia de este proyecto de ley.

Por lo anterior, sugirió, separar las materias de fomento productivo, de lo que es estrictamente el marco regulatorio.

Por otra parte, refirió que existe otro proyecto de ley radicado en la Cámara de Diputados, que establece normas sobre la actividad apícola y modifica los cuerpos legales que señala (Boletín N° 9.961-01), por lo que sugirió analizar, en coordinación con Sus Señorías, ambas iniciativas y definir cuál apoyará el Ejecutivo, de manera de contar con un sólo proyecto de ley que regule en su conjunto la actividad apícola.

A continuación, el Honorable Senador señor Quinteros solicitó al señor Ministro de Agricultura que, también, se pronuncie respecto del proyecto de ley que permite a los pequeños agricultores orgánicos ecológicos, con sistemas propios y alternativos de certificación, que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta y sobre las eventuales modificaciones al decreto ley N° 701.

El Honorable Senador señor Moreira consideró que ésta es una gran oportunidad para legislar en este tema, pero acotó, lo importante es hacerlo bien, por lo que se mostró partidario de establecer un tiempo prudente para  analizar ambos proyectos de ley. Además, consultó al señor Ministro de Agricultura por el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal.

El Honorable Senador señor Harboe, planteó, para efectos prácticos, que el Ejecutivo designe a una persona  encargada de coordinarse con los asesores que cada uno de los señores Senadores miembros de esta Comisión designe, para que dentro de un plazo razonable estudien una propuesta única para regular la actividad apícola. Con todo, sugirió, dar preferencia al proyecto de ley radicado en el Senado, especialmente, porque el Gobierno prácticamente no tiene agenda legislativa en el Senado.

El señor Ministro de Agricultura informó que el especialista en apicultura de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, señor Daniel Barrera, será el encargado de este trabajo y quien recibirá las propuestas o sugerencias de los señores Senadores. 

Respondiendo a las consultas de Sus Señorías informó que antes del 21 de mayo debiera estar ingresando al Congreso Nacional el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal. 

Señaló que han llegado a un acuerdo con los sindicatos y con la Dirección de Presupuestos que permitirá a los trabajadores de la Corporación Nacional Forestal ser incorporados al Servicio Nacional Forestal, manteniendo su condición de trabajadores regidos por el Código del Trabajo.

Además, destacó, se propone un Servicio Nacional Forestal con injerencias en el ámbito del fomento productivo y con fuertes atribuciones fiscalizadoras. Se le otorgan mayores capacidades técnicas en el área de la investigación, se le habilita para actuar como contraparte en las investigaciones encargadas a terceros y se le da un rol más activo en la formulación y proposición de políticas. 

También, concede mayores atribuciones al Servicio Nacional Forestal para el control y el combate de los incendios y de los temas sanitarios que afectan al sector forestal, tanto en su versión de bosque nativo como de plantaciones.

El Honorable Senador señor Moreira pidió al señor Ministro interceder ante la autoridad que corresponda para que el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal ingrese por el Senado.

El señor Ministro de Agricultura hizo presente que existe una razón de fondo para sugerir al Ministerio Secretaría General de la Presidencia que esta iniciativa ingrese por el Senado, cual es, que esta Corporación, también, está estudiando el proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, iniciativa directamente relacionadas con el Servicio Nacional Forestal, por lo que consideró que ambas debieran tener un tratamiento simultáneo.

Por otro lado, comentó, existe el compromiso del Gobierno de ingresar el proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 701, a más tardar, al término del primer semestre de este año. 

En sesión 4 de mayo de 2015, el Honorable Senador señor Harboe recordó que en la sesión pasada se acordó coordinar una reunión de trabajo con los asesores de los Senadores integrantes de esta Comisión y el Encargado del tema Apícola de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, con el objeto proponer una normativa que regule la actividad agrícola. En mérito a lo expuesto, solicitó al Ejecutivo informar los avances de esta reunión.

El señor Ministro de Agricultura pidió a la Comisión escuchar al asesor de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, señor Daniel Barrera, en su calidad de Coordinador de la Mesa Apícola, quien realizara una breve presentación de las conclusiones de este trabajo.

El Encargado del tema Apícola de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, señor Daniel Barrera, luego de acompañar un powerpoint de su presentación, precisó que las conclusiones, que a continuación pasará a exponer, son fruto del trabajo que realizó con los asesores de los señores Senadores integrantes de esta Comisión.

En términos generales, señaló que el proyecto en estudio busca establecer un marco regulatorio y de fomento para la actividad apícola. También, pretende consagrar los deberes y obligaciones de las asociaciones apícolas, así como mejorar la fiscalización de las actividades vinculadas a la apicultura y establecer las sanciones que correspondan.

Asimismo, considera medidas de protección para las abejas y demás polinizadores, de cuidado de la sanidad apícola y de resguardo frente a la aplicación de plaguicidas. Adicionalmente, apuntó, fortalece la organización de los apicultores y configura un Plan Estatal de Fomento Apícola.

Luego, indicó que realizará un análisis pormenorizado de cada uno de los capítulos que forman parte de este proyecto de ley, realizando las observaciones que sean pertinentes para cada caso.

Comenzó su análisis con el Capítulo I, sobre Disposiciones Generales. Al respecto, consideró que el objeto de este proyecto de ley es excesivamente amplio y que no guarda relación con el planteamiento que desarrolla en todo su texto. Asimismo, estimó que el objetivo principal que busca, cual es la preservación de las abejas, se basa en un concepto de “preservación” bastante excluyente, que no permite un uso sostenible de las abejas por parte de los apicultores. También, hizo presente que mezcla ámbitos de la regulación de la actividad apícola con el fomento de la apicultura.

En lo que se refiere al Capítulo II, de las definiciones, reparó que contiene dos artículos excesivamente extensos. En general, estimó que estos conceptos están bien elaborados, puesto que corresponden a la nomenclatura que se usa en la apicultura. Sin embargo, reparó, gran parte de estas definiciones no son abordadas en las demás disposiciones del proyecto de ley.

Con respecto al Capítulo III, sobre la autoridad competente, puso de relieve que se restringe a la competencia del Servicio Agrícola y Ganadera, no obstante, que también debe considerar la competencia que tiene el Ministerio de Salud en la producción y en el envasado de los productos apícolas, lo que se confirma con la aplicación del Reglamento Sanitario de los Alimentos a la miel destinada para el consumo humano.

Luego, hizo presente a Sus Señorías que el Capítulo IV, sobre derechos y obligaciones de los apicultores, es reiterativo y poco claro en cuanto a su aplicación a todos los apicultores.

Destacó que el Capítulo V, sobre las organizaciones, no debería estar incluido en esta norma, porque no corresponde por ley regular el accionar interno de organizaciones de productores.

En relación con al Capítulo VI, sobre el Programa Estatal de Fomento Apícola, remarcó que esta iniciativa, nuevamente, mezcla los instrumentos de fomento con las normas regulatorias. Señaló que no correspondería plantear un programa de fomento de esta naturaleza, puesto que en la actualidad el sector apícola tiene acceso a los diversos instrumentos de apoyo que dispone el Ministerio de Agricultura. Al efecto, subrayó que el Instituto de Desarrollo Agropecuario a través de sus programas de fomento y de asistencia técnica apoya a más de cuatro mil agricultores que desarrollan la actividad apícola. Del mismo modo, reseñó que la Fundación para la Innovación Agraria ha financiado cerca de cincuenta iniciativas de innovación en el área de la apicultura desde el año 2006 a la fecha. 

Por otra parte, observó, este Programa no considera una evaluación del financiamiento público incremental y que al establecer un programa específico para un sector determinado podría generar alguna situación de desigualdad o de asimetría frente a otros rubros. 

En el Capítulo VII, que trata la trashumancia, señaló que la regulación sobre el movimiento de colmenas no considera la Resolución N° 6.426/2011 del Servicio Agrícola y Ganadero, que regula el Registro de Apicultores de Miel de Exportación (RAMEX) y, por ende, el movimiento de colmenas.

Con respecto al Capítulo VIII, sobre la inspección, indicó que las potestades de fiscalización que entrega al Servicio Agrícola y Ganadero ya están definidas en su ley orgánica y en otras resoluciones relacionadas.

En cuanto al Capítulo IX, que se refiere a la sanidad, apuntó que las asesorías sobre manejo sanitario ya están incluidas en la transferencia técnica que se entrega a los apicultores por el Instituto de Desarrollo Agropecuario. Además, comentó que se hace referencia a un Registro de Apicultores, que también está mencionado dentro de las definiciones, pero que no consta en ninguna de sus disposiciones su creación, funcionamiento y administración.

En lo relativo a la exportación e importación de abejas reinas, núcleos y paquetes de abejas, señaló que esta materia ya está regulada por la ley N° 18.755 y por el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda.

Por último, en relación con el Capítulo X, de las infracciones y sanciones, hizo presente que esta iniciativa señala que el robo de colmenas puede ser asimilado al delito de abigeato, pero observó que ello no está explicitado en la modificación que debería hacerse al Código Penal, para que efectivamente se reconozca que el robo de colmenas es considerado como un abigeato.

Luego de escuchar las observaciones formuladas al presente proyecto de ley, el Honorable Senador señor Moreira, consultó al Ejecutivo  su disponibilidad para mejorarlo y pidió al representante de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias que explique la afirmación que formuló de que no habría claridad sobre la aplicación de los artículos que enumeran los derechos y obligaciones de los apicultores.

El Encargado del tema Apícola de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias explicó que la observación que formuló a los artículos 7° y 8°, sobre los derechos y obligaciones de los apicultores, se refiere sólo a algunos puntos, tales como el derecho de acceder a los programas de fomento y la obligación de inscribirse en un Registro de Apicultores. El primero, estimó, sería inoficioso porque hoy los apicultores acceden a los beneficios que entregan el Instituto de Desarrollo Agropecuario y la Fundación para la Innovación Agraria. El segundo, continuó, se refiere a un Registro que no existe y que tampoco ha sido creado por este cuerpo legal, puesto que se ha limitado a definirlo en su artículo 4° de este proyecto.

En seguida, el Honorable Senador señor Harboe indicó que entiende que este proyecto de ley pretende crear una normativa especial, además de coordinar y sistematizar las normas jurídicas y reglamentarias que regulan la materia y que hoy están dispersas en diversos cuerpos legales. En consecuencia, consideró que las observaciones que se hicieron respecto de esta iniciativa legal por no incluir la regulación vigente, no serían procedentes, por cuanto justamente busca establecer una ley general para el sector apícola que aglutine todas estas normas. 

Al efecto, propuso incorporar en el articulado de este proyecto, mediante una indicación, una norma que señale que las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda; en el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura y en la ley N° 18.755, entre otras, se entienden incorporadas en el presente texto legal. 

De este modo, subrayó, el apicultor o los industriales no tendrán que recurrir a los diferentes cuerpos legales, sino que sólo a esta ley marco que regulará, desde el Registro de Apicultores, que debe ser creado por esta ley, hasta los instrumentos de fomento. En su opinión la regulación de la aplicación de los instrumentos de fomento no es incompatible con una ley de esta naturaleza. 

Resaltó que perfectamente se podría aprobar que los instrumentos de fomento que hoy día entrega el Instituto de Desarrollo Agropecuario o la Fundación para la Innovación Agraria, también, se harán extensivos a la industria apícola. De esta manera, acotó, se les aplicarían los instrumentos regulares sin necesidad de crear un nuevo fondo de fomento especial para este sector. Refirió que, después, probablemente será materia de discusión presupuestaria si se incluye una glosa especial para la actividad apícola en el programa de la Fundación para la Innovación Agraria o en el Instituto de Desarrollo Agropecuario.

En sintonía con lo anterior, le planteó al señor Ministro de Agricultura estudiar la posibilidad de presentar una indicación sustitutiva a este proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier, que acoja las observaciones planteadas por el representante de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias. Ello, en atención a que se trata de una iniciativa que ingresó con anterioridad al proyecto de ley radicado en la Cámara de Diputados y que se encuentra con mayor estado de avance. Apuntó que después, en su segundo trámite constitucional, se podría buscar alguna alternativa para compatibilizar ambas iniciativas legales.

El señor Ministro de Agricultura indicó que del análisis que se realizó a nivel técnico se evidencian algunos problemas de este proyecto de ley que se subsana realizando sólo algunos ajustes a su texto legal. Señaló que el Gobierno tiene dos alternativas, a saber: una, seguir con el proyecto de ley que está radicado en la Cámara de Diputados, que se acerca más a lo que busca el Ejecutivo y, dos, buscar por la vía de una indicación sustitutiva corregir las falencias o vacíos que tiene este proyecto de ley.

Puso de relieve que la opción de la indicación sustitutiva conlleva el riesgo de que esta solución requiera de un tiempo mayor al presupuestado, porque involucra a otros Ministerios, tales como el de Salud; el de Economía, Fomento y Turismo, y el de Medio Ambiente, por lo que si se opta por esta vía dejó en claro a Sus Señorías que necesitaría unas dos a tres semanas para ver la factibilidad de la presentación de esta indicación. 

Con todo, resaltó que para el Ejecutivo es fundamental regular adecuadamente el desarrollo de la industria apícola, dado su importante potencial que se enfoca en los pequeños productores y  que tiene un conjunto de externalidades positivas sobre el desarrollo de la agricultura.

Posteriormente, coincidió con la propuesta planteada por el Honorable Senador señor Harboe, para resolver el problema de las normas de fomento con las de regulación. Precisó que este punto es una de las principales observaciones que el Ejecutivo tiene a este proyecto de ley. Por otra parte, señaló que sería conveniente que las indicaciones que se refieran al ámbito regulatorio sean patrocinadas por los señores Senadores.

El Honorable Senador señor Harboe recordó que los señores Senadores están habilitados para formular indicaciones que modifican normas de carácter regulatorio, pero no así las que versan sobre materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. 

Al efecto, sugirió aprobar en general el proyecto de ley y, luego de ser aprobado por la Sala del Senado, solicitar un plazo para presentar indicaciones, período en el cual los asesores de los señores Senadores se coordinarán para formular las indicaciones que estimen pertinente y, a su vez, permitirá a los asesores del Ministerio de Agricultura contactarse con los demás Ministerios para que también presenten sus indicaciones.

El señor Ministro de Agricultura apoyó la propuesta planteada por el Honorable Senador señor Harboe y anunció a  Sus Señorías que las indicaciones que trabajará el Ejecutivo serán extremadamente acotadas, a fin de facilitar el diálogo con las otras Carteras.

El Honorable Senador señor Moreira propuso incluir en las indicaciones que presenten los señores Parlamentarios al Honorable Senador señor Letelier, en su calidad de autor de la moción que dio origen al presente proyecto de ley.

En sintonía con lo anterior, el Honorable Senador señor Harboe sugirió que las indicaciones que sean de origen Parlamentario sean patrocinadas por los miembros de la Comisión de Agricultura y por el Honorable Senador señor Letelier. Complementó que los equipos de asesores trabajen en conjunto con el señor Daniel Barrera, de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, para distinguir las indicaciones que son propias de los señores Senadores de las que son materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- Puesto en votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Harboe, Moreira y Quinteros.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuesto, la Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros aprobar, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- El Estado reconoce la importancia que tienen las abejas para nuestro ecosistema, especialmente para el desarrollo silvoapropecuario y la conservación de la biodiversidad. Se reconoce además su rol como factor productivo de relevancia para nuestro país.

Artículo 2°.- La presente ley tiene por objeto proteger y resguardar la preservación de las abejas en el ecosistema, a fin de evitar las consecuencias negativas de su explotación abusiva. 

Además, tiene por objetivo la organización, protección, fomento, sanidad, tecnificación, industrialización y comercialización de la apicultura. Asimismo, propenderá el apoyo y fortalecimiento de las actividades desarrolladas por las autoridades competentes y las organizaciones de apicultores.

Artículo 3°.- Quedan sujetas a la presente ley las personas naturales o jurídicas que se dediquen directa o indirectamente, de manera habitual o transitoria, a la cría, fomento, comercio, mejoramiento, movilización o explotación de las abejas, así como a la industrialización de sus productos.

CAPÍTULO II 

DEFINICIONES

Artículo 4°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Abeja: Insecto himenóptero de la familia apidae que produce cera, miel, polen, apitoxina y jalea real.

b) Apicultura: Es el conjunto de actividades concernientes a la explotación racional de las abejas.

c) Alza mielaria: Estructura compuesta de un cajón en cuyo interior se ubican los marcos que tendrán por finalidad contener los panales donde se almacena la miel elaborada por las abejas.

d) Apiario o Colmenar: Conjunto de colmenas ubicadas en un espacio físico determinado en un tiempo definido. Los apiarios pueden ser: Según su ubicación: fijos o trashumantes. Los primeros son aquellos cuyas colmenas permanecen todo el año en un mismo predio. Los segundos, en tanto, aquellos cuyas colmenas son desplazadas a otro (s) lugar (es) a lo largo del año. 

e) Apicultor: Toda persona natural que se dedique directa o indirectamente, de manera habitual o transitoria, a la cría, fomento, comercio, mejoramiento, movilización o explotación de las abejas, así como a la industrialización de sus productos.

f) Cámara de cría: Estructura de madera, compuesta por piso, alza(s), marcos, entretecho y techo destinada al desarrollo del nido de la colmena.

g) Cera de opérculo: Cera que se obtiene a partir del proceso de desoperculado.

h) Colmena: Conjunto formado por una familia de abejas, la estructura que lo contiene y los elementos propios necesarios para su supervivencia. La colmena puede ser de dos tipos, rústica y móvil o moderna. La primera es aquella que tiene sus panales fijos e inseparables del recipiente, mientras que la segunda es aquella que posee estructuras independientes que facilitan el manejo del apicultor al interior de la colmena.

i) Criadero de Reinas: Es el conjunto de colmenas divididas interiormente o de medidas especiales, destinadas a la cría y obtención de las abejas reinas, celdas reales y/o bastidores de cría.

j) Enjambre o Familia: Colonia de abejas Apis mellifera, compuesta por una reina, abejas nodrizas, abejas obreras, zánganos, que voluntaria y coordinadamente abandonan la colmena madre para iniciar una nueva familia.

k) Miel: Sustancia dulce natural producida por abejas obreras a partir del néctar de las flores, de secreciones de partes vivas de las plantas o excreciones de insectos succionadores de plantas, que las abejas recogen y combinan con sustancias especificas propias, maduran y almacenan para su futura alimentación. Sus denominaciones y requisitos serán aquellos definidos en la Norma Chilena NCh616/2007.

l) Mielada: Período de intensa producción de sustancias dulces desde plantas, frutas e insectos, que recolectan las abejas y permiten transformarlas en miel.

m) Núcleo: Forma de generar una nueva familia de abejas, compuesta por los habitantes de la colmena con una reina fecunda, acompañada por marcos con crías en distintos estadios y reservas (polen y miel).

n) Opérculo de cera: Sello de cera con que las abejas cierran las celdillas cuando la miel ha perdido humedad suficiente, minimizando los riesgos de fermentación.

o) Registro de Apicultores y Apiarios de Chile: Registro que resguardando la confidencialidad de la información de los apicultores y locación de apiarios, permita a la autoridad competente ordenar y gestionar el fomento de la apicultura.

p) Transhumancia: Movimiento de colmenas de una localización geográfica de un apiario a otro.

g) Zona apícola: Son aquellas zonas, caminos o lugares susceptibles de explotación apícola.

Artículo 5°.- En relación a la producción apícola, para estos efectos, se entenderá por:

a) Área o zona limpia: Área de la sala de extracción, sujeta a estrictas medidas de higiene, en la que se realizan las operaciones de desoperculado, centrifugado, decantado y envasado de la miel a granel. 

b) Área o zona sucia: Área de la sala de extracción en la cual se realiza la recepción de las alzas desde los apiarios.

c) Buenas Prácticas de Manufactura: Acciones que permiten al productor de alimentos operar dentro de las condiciones medioambientales favorables para la producción de alimentos inocuos, abarcando aspectos operacionales de la planta y el personal.

d) Capacidad melífera: Disponibilidad de recursos florales y extraflorales de una zona determinada, factible de ser utilizada por las abejas para ser transformada en miel.

e) Carga apícola: Cantidad de colmenas posibles de establecer en una zona determinada, que dependiendo de un adecuado de manejo, permita a las abejas lograr buena producción en condiciones de bienestar para las colmenas.

f) Cosecha: Actividad que comprende el retiro de los marcos con miel madura desde las alzas mielarias hasta la sala de extracción.

g) Cuaderno de campo: Documento auditable que tiene como objetivo llevar el registro de las prácticas realizadas dentro del apiario, con el fin de contar con una mejor gestión de la información.

h) Desoperculado: Proceso mediante el cual se retira el opérculo de cera que cubre la miel madura en el panal.

i) Establecimiento autorizado: Establecimientos que cuenten con certificación del Servicio Agrícola y Ganadero.

j) Explotación apícola: Conjunto de apiarios, de un mismo dueño con independencia de su finalidad o emplazamiento.

k) Extracción: Proceso al que son sometidos los marcos con miel madura en la Zona Limpia de la Sala de Extracción, para la separación de la miel de los panales de cera.

l) Fármaco: Todos los medicamentos veterinarios, aprobados oficialmente, empleados en producción apícola con la finalidad del tratamiento de enfermedades.

m) Producto fitosanitario: Compuesto químico, orgánico o inorgánico, o sustancia natural que se utilice para combatir malezas, enfermedades o plagas potencialmente capaces de causar perjuicios en organismos u objetos. Se entenderá cada producto formulado y las sustancias activas con las que se formulan. Ejemplos de fitosanitarios son los insecticidas, acaricidas, fungicidas, herbicidas, entre otros.

n) Producción Primaria y Secundaria de Miel: Se entiende por producción primaria de miel todas las actividades involucradas desde la correcta preparación de la colmena para la mielada, respetando los periodos de carencia de los productos sanitarios y las buenas prácticas de apicultura hasta la cosecha y extracción de la misma en recipientes mayores a 25 kilogramos. La producción secundaria de miel será aquella que involucre la manipulación de la miel a granel, ya sea para el envasado al detalle (envases menores a 25 kilogramos) o la preparación de productos en base a miel.

o) Inocuidad de los alimentos: Garantía de que el alimento es aceptable para el consumo humano, de acuerdo con el uso al que se destina.

p) Manejo: Considera todas aquellas prácticas que se aplican en la producción, bienestar general, salud de las abejas y cuidados del medio ambiente.

q) Marco: Base de la apicultura moderna con panales removibles, el marco es un rectángulo de madera estructurado con alambres, que posee una lámina de cera para que en ella construyan las abejas su panal.

r) Monografía: Descripción breve de los pasos a seguir desde la llegada de las alzas mielarias del apicultor hasta la obtención de los tambores de miel y posterior almacenaje.

s) Peligro: Agente biológico, químico o físico que pueda comprometer la inocuidad de la miel, la salud de las abejas o la salud del personal que trabaja.

t) Producción escolar: Es el producto de un conjunto de colmenas propiedad de una escuela, la cual es atendida por el personal docente y los alumnos.

u) Producción limpia: Estrategia de gestión empresarial preventiva aplicada a productos, procesos y organizaciones de trabajo, cuyo objetivo es minimizar emisiones y/o descargas en la fuente, reduciendo riesgo para la salud humana y ambiental, y elevando simultáneamente la competitividad.

v) RAMEX: Registro de Apicultores de Miel de Exportación.

w) Sala de extracción individual: Aquella con un único propietario, en la cual se realiza la extracción primaria de miel y llenado de tambores proveniente exclusivamente de apiarios propios.

x) Sala de extracción comunitaria: Aquella que presta el servicio de extracción primaria de miel y llenado de tambores a diferentes productores.

y) Servicios de polinización apícola: Es el convenio o contrato mediante el cual un apicultor arrienda sus colmenas para la polinización de los cultivos agrícolas.

z) Trazabilidad: Mecanismo mediante el cual se obtiene información acerca de un producto, que puede ser individualizado desde su origen hasta su consumo.

CAPÍTULO III

AUTORIDAD COMPETENTE

Artículo 6°.- El Estado de Chile, por medio de sus diversos organismos y servicios, procurará el desarrollo de la apicultura, a través de la protección y mejoramiento de las condiciones sanitarias, contribuyendo al desarrollo agropecuario del país, a través de la autoridad competente. Lo anterior, conforme lo dispuesto en el artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 15 del año 1968, el cual establece que el Servicio Agrícola y Ganadero deberá velar por las condiciones de sanidad y conformidad genética de las abejas.

CAPÍTULO IV

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES

Artículo 7°.- Son derechos de los apicultores:  

a) Tener acceso a los programas con que la autoridad competente promueva el desarrollo de la actividad apícola y otras afines, mediante la oportuna difusión de la información necesaria para tener acceso a dichos programas.

b) Formar parte de las organizaciones de apicultores.

c) A no ser discriminados arbitrariamente, en sus relaciones con el Estado y sus diversos organismos.

d) Que su producción no se vea afectada por el uso de pesticidas y/o plaguicidas. En este sentido, se aplicarán las normas pertinentes contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 15 del año 1968, especialmente en lo dispuesto en su artículo 14, el cual prohíbe la ejecución de actos que perjudiquen las explotaciones de colmenas.

e) Los demás que la presente ley y otras disposiciones establezcan.

Artículo 8°.- Son obligaciones de los apicultores:

a) Abstenerse de causar daño a los apiarios instalados en el país.

b) Dar noticia a la autoridad competente de las actividades apícolas desarrolladas, el lugar específico en el que éstas se ejecutan y facilitar su inspección.

c) Acatar las disposiciones relativas al control de las abejas dictadas por la autoridad competente.

d) Cumplir con las medidas de seguridad que dicte la autoridad competente para la protección de personas, animales y de la actividad apícola misma.

e) Abstenerse de usar marcas no registradas o de otros apicultores.

f) Apegarse a las indicaciones en los calendarios de medicación, prevención y cuarentenas que se establezcan por parte de la autoridad competente.

g) Aplicar las buenas prácticas de producción y manufactura de la miel para cumplir con las normas nacionales e internacionales en calidad e inocuidad de los productos agro alimentarios.

h) Los demás que la presente ley y otras disposiciones establezcan. 

CAPÍTULO V

DE LAS ORGANIZACIONES

Artículo 9°.- Las organizaciones de apicultores gozarán de personalidad jurídica y patrimonio propios y tendrán como finalidad el fomento, defensa y protección de los intereses de los apicultores.

Artículo 10.- En coordinación con las autoridades competentes, las organizaciones apícolas podrán realizar las siguientes actividades:

a) Elaborar y proponer políticas y programas destinados a la protección y fomento de las actividades apícolas en el país.

b) Promover campañas en los medios de comunicación sobre el incremento en el consumo de los productos derivados de la colmena, el combate a las plagas o enfermedades de las abejas y el mejoramiento técnico de la actividad.

c) Colaborar en el levantamiento y actualización del inventario de la flora melífera en el país.

d) Organizar empresas de producción apícola.

e) Proponer sistemas de distribución y abastecimiento de los productos de las abejas, a efecto de eliminar intermediarios.

f) Organizar y asesorar a los asociados en la industrialización de los productos apícolas.

g) Gestionar ante Instituciones Estatales apoyos y créditos destinados al fomento de la apicultura.

h) Colaborar en las campañas que lleven a cabo las autoridades, para evitar la propagación de enfermedades que afecten la actividad apícola.

i) Las demás que se establezcan en sus estatutos, en tanto no contravengan la presente ley.

CAPÍTULO VI

DEL PROGRAMA ESTATAL DE FOMENTO APÍCOLA

Artículo 11.- Se considera de interés público la elaboración y adecuación periódica del Programa Estatal de Fomento Apícola. Dicho Programa deberá contener un diagnóstico de la situación y comportamiento de la apicultura en el país, así como los objetivos y acciones para su desarrollo. La formulación de las líneas matrices del mencionado Programa estará a cargo de la autoridad competente, sin perjuicio de la intervención que puedan tener en él especialistas y/o quienes desarrollen actividades apícolas.

El Programa Estatal de Fomento Apícola será de carácter quinquenal, no obstante las adecuaciones pertinentes de implementar en función de las evaluaciones que se hagan. La evaluación del Programa deberá realizarse cuando menos una vez al año.

Artículo 12.- El Programa Nacional de Fomento Apícola deberá publicarse por la autoridad competente, debiendo garantizar su visibilidad y acceso público. 

CAPÍTULO VII

DE LA TRANSHUMANCIA

Artículo 13.- Para la movilización y transportación de colonias de abejas y sus productos, deberá contarse con el formulario de movimiento animal, debidamente otorgado por la autoridad competente.

Artículo 14.- Con motivo de evitar riesgos de salud pública, todo apicultor que movilice colmenas pobladas, deberá hacerlo entre apiarios debidamente registrados a su nombre o de la explotación apícola a la cuál pertenezcan las colmenas en tránsito.

Artículo 15.- La movilización de colmenas y derivados en el interior del país deberá ser amparada por un certificado zoosanitario, formulario de movimiento animal y constancia de tratamiento contra las enfermedades y plagas de las abejas, expedidas por la autoridad competente. 

CAPÍTULO VIII

DE LA INSPECCIÓN

Artículo 16.- La inspección de apiarios y sus productos, así como de los centros de acopio, estará a cargo de la autoridad competente. Los propietarios poseedores, arrendatarios o encargados de los mismos, deberán prestar al servicio las facilidades para la realización de dichas inspecciones.

Artículo 17.- La inspección se realizará:

1) En el lugar de instalación de los apiarios;

2) En la movilización de las colmenas y sus productos; y

3) En los centros de acopio, bodegas, plantas de extracción, homogeneización y envasado.

Artículo 18.- Son facultades de la autoridad competente:

1) Revisar las colmenas en tránsito para verificar la propiedad.

2) Exigir el certificado zoosanitario, en los términos que la ley establece.

3) Verificar que la movilización se realice conforme a lo dispuesto en la presente ley.

4) Verificar que las plantas de extracción, de envasado y otras instalaciones apícolas cumplan con lo establecido en esta ley y en las normas emitidas por la autoridad competente.

5) En general, vigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

CAPÍTULO IX

DE LA SANIDAD

Artículo 19.- Para mantener la salud de las abejas y la inocuidad de la producción, así como para disminuir la incidencia de plagas y enfermedades y evitar su propagación y/o introducción de nuevos riesgos, el Estado por medio de la autoridad competente prestará la asistencia técnica necesaria a los apicultores que estén debidamente registrados.

Artículo 20.- Los apicultores y las organizaciones apícolas participarán en las campañas de sanidad apícola que implemente la autoridad competente.

Artículo 21.- Queda prohibida la introducción al país de material biológico, equipo y productos apícolas sin certificado de origen y/o que no cumplan con las exigencias sanitarias dispuestas por la autoridad competente.

Artículo 22.- De detectarse enfermedades o plagas que pongan en riesgo la actividad apícola, la autoridad competente dispondrá las acciones de cuarentena, control, tratamiento, o eliminación, que se consideren necesarias. 

CAPÍTULO X

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 23.- Corresponde a la autoridad competente investigar y sancionar las infracciones a esta ley. 

Artículo 24.- El robo de abejas o colmenas se equiparará al abigeato, por lo que se aplicarán las penas establecidas para este delito en el Código Penal.

Artículo 25.- Si la infracción constituye además un delito, la autoridad competente remitirá los antecedentes al Ministerio Público, sin perjuicio de aplicar las sanciones administrativas que procedan.

Artículo 26.- Son infracciones a la presente ley:

a) La alteración de marcas y falsificación de las mismas;

b) Instalar apiarios y material biológico sin la documentación y requisitos que establece la presente ley;

c) Movilizar las colmenas y sus productos, sin observar los requisitos establecidos en la presente ley, y

d) Impedir, resistirse u obstaculizar a que las autoridades competentes practiquen las visitas de inspección o exámenes sanitarios que correspondan.

Artículo 27.- Las infracciones previstas en el artículo anterior se sancionarán con una multa. Su cuantía se determinará de acuerdo a lo siguiente:

a) En el caso de las infracciones contenidas en los literales a), b) y c), la multa podrá ser de entre 5 a 10 unidades tributarias mensuales.

b) En el caso de las infracciones contenidas en los literales d), la multa podrá ser de entre 10,1 a 15 unidades tributarias mensuales.

Artículo 28.- En los casos de reincidencia, se aplicará una multa equivalente al doble de la impuesta originariamente, en virtud de la presente ley.

Se incurre en reincidencia, cuando una persona comete dos veces, durante un período de dos años la misma infracción a la presente ley.

Artículo 29.- Las sanciones pecuniarias que se impongan conforme a esta ley, deberán ser cubiertas dentro del término de 15 días hábiles, contados a partir de su notificación al responsable.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 31 de marzo, 13 de abril y 4 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), José García Ruminot, Manuel Antonio Matta Aragay, Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 6 de mayo de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA PROHIBIR EL USO DE REGISTROS HISTÓRICOS DE DATOS COMERCIALES CADUCOS

(9.917-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 10 de marzo de 2015,  pasando a la Comisión de Economía.

- - - - -

A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Felipe Harboe Bascuñán.

También estuvieron presentes las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los Asesores, señores Adrián Fuentes y Pablo Valladares.

Los Asesores, señores Renato Rodríguez y Richard Tepper (Honorable Senadora señora Lily Pérez). 

El Asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca. 

De la Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señorita Mariana Fernández. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista señor James Wilkins.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

La ampliación del ámbito de aplicación del artículo 18 de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada, estableciendo que no sólo está prohibida la “comunicación” de datos caducos, sino que además queda proscrito el uso, tratamiento y transferencia de dicha información.
Asimismo, establecer la obligación expresa en los distintos estatutos normativos que regulan a los principales prestadores de crédito, en orden a que el uso de historiales de comportamiento crediticio en las operaciones de evaluación de riesgo comercial sólo puede efectuarse conforme a lo prescrito en la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, y siempre y cuando sean datos vigentes, específicos y exactos, aparejando multas y solidaridad civil frente a la inobservancia de la norma.

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Constitución Política de la República, artículo 19, Nº 4º, que asegura a todas las personas el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia.

- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

- Ley N° 20.575 que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales.

- Decreto con fuerza de ley N° 3 del Ministerio de Hacienda de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

- Ley N° 18.833 que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar.


- Decreto con fuerza de ley N° 5 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción de 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a este proyecto señala que el creciente desarrollo de la industria del tratamiento de datos ha generado un desbalance entre el principio de la libre circulación de los mismos y la protección de la vida privada de las personas y, por tanto de los datos personales de los ciudadanos. Resulta común ver en internet avisos de venta de bases de datos con indicación de domicilios, rut, actividad laboral, formación académica, e incluso discapacidades; un conjunto de información que permite segmentar a cada ciudadano en razón de su comportamiento mercantil, afecciones de salud  o patrones de consumo.

Al observar la experiencia comparada surge, como primera reflexión, una cierta preocupación, ya que mientras Chile discute sobre la conveniencia de proteger los datos de las personas con una legislación moderna y consignar una institucionalidad orientada a ese fin, en Europa la discusión versa sobre cómo enfrentar el fenómeno de la administración de datos en la redes sociales como Yahoo o Facebook. En efecto, un hito histórico lo constituyó el fallo de 14 de mayo de 2014 la Corte Europea de Justicia que  hace un reconocimiento expreso a la protección del derecho al olvido en materia de internet, es decir que las personas tienen derecho a que cierta información de un individuo deje de ser tratada y publicada, transcurrido determinado lapso de tiempo.

Así las cosas, Chile presenta, desde el punto de vista de su ordenamiento, atrasos inexcusables que hacen que nuestro país esté al debe en materia de protección de datos, no respondiendo a los estándares mínimos exigidos para sus pares de la OCDE, siendo considerada una nación no segura o no adecuada en materia de protección de datos personales.  

Como diagnóstico preliminar, señala que Chile posee normas muy atrasadas, desconectadas de la realidad social actual, y desatiende los nuevos requerimientos que la sociedad de derechos demanda. En efecto, aún permanece vigente el decreto supremo N° 950 de 1928, del Ministerio de Hacienda, que otorga a la Cámara de Comercio Santiago, un organismo privado, el monopolio legal para el tratamiento de datos comerciales derivados de operaciones de diversa naturaleza como listas de remates, compraventas, adjudicaciones de bienes raíces, mutuos hipotecarios entre muchos otras. Asimismo, la autoridad administrativa sectorial, que es la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, ha refrendado esa normativa, interpretándola a través de la Recopilación Actualizada de Normas, capítulo 20 -6, relativa a publicaciones en el boletín comercial.

Por su parte, la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada ha sido superada por la realidad económica nacional y mundial, toda vez que no está acorde a los estándares europeos como la directiva 94/46 de la Unión Europea, ya que no regula de manera exhaustiva  a los datos sensibles, estableciendo acciones de protección que no se ajustan a un habeas data moderno, radicando las acciones en la justicia civil, en procedimientos largos, costosos y anacrónicos. 
Con todo, un gran avance significó la dictación de la ley N° 20.575,  que da un reconocimiento legal del principio de la finalidad en el tratamiento de los datos personales, especialmente los datos comerciales, haciendo frente a un abierto abuso que hacían, y que siguen haciendo, los bancos e instituciones financieras en el tratamiento y uso de la información comercial. Logró, además, a través de un artículo transitorio, permitir que muchas deudas no fueran informadas al boletín comercial, evitando que miles de personas figuraran en dicho registro, lo que en la práctica significa la imposibilidad de participar en el mercado del crédito. Sin embargo, dicho esfuerzo ha sido resistido por los bancos e instituciones financieras, que no han observado un comportamiento apegado a la nueva legislación.

La moción también señala que, durante la administración del Presidente Piñera, se intentó llevar a cabo una agenda en materia de protección de datos, pero sin encontrar un diseño adecuado, y cometiendo gruesos errores estratégicos en la conducción de la agenda, como fue iniciar la tramitación del denominado proyecto de ley de “deuda consolidada” boletín N° 7886-03, antes de comenzar la discusión del marco general en materia de datos personales. Este último proyecto, actualmente en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, intentó establecer principios modernos, como el derecho al olvido, sin embargo, no logró construir una institucionalidad robusta, ya que buscó delegar en órganos no especializados en la materia, como son el Consejo para la Transparencia y el SERNAC, las facultades para fiscalizar el cumplimiento de la normativa sobre protección de datos. El proyecto de ley que regula el tratamiento de la información sobre obligaciones de carácter financiero o crediticio implicó que se diera una discusión específica en el tratamiento de datos personales especiales, sin antes definir los lineamientos macros de un ordenamiento jurídico base. La moción relata que incluso se cuestionó la constitucionalidad de esta iniciativa. 

Respecto de los HISTORIALES COMERCIALES Y EL DERECHO AL OLVIDO.

Sobre estos puntos la moción destaca que la dispersión normativa ha llevado a que los actores que participan en el mercado del crédito, es decir, bancos, financieras, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, agentes administradores de mutuos endosables, y compañías de seguros, hayan encontrado intersticios en el ordenamiento para mantener los datos comerciales en bases sin considerar un elemento clave en la doctrina moderna en materia de protección el datos: el paso del tiempo. 
Se ha permitido de esta forma, el uso de dicha información para la calificación de riesgo comercial con independencia del tiempo transcurrido desde el surgimiento de la obligación que dio origen al dato. 
Lo anterior constituye un atentado contra los derechos que tienen las personas a una vida privada y a la autodeterminación informativa, es decir, configura una grave transgresión al derecho a controlar la propia información concerniente a una persona. Así lo ha establecido el criterio del Tribunal Constitucional Español en su sentencia 292/2000 de 30 de Noviembre, al señalar que “la facultad del titular de los datos de consentir o no su comunicación o cesión a terceros resulta ser una garantía necesaria para salvaguardar su intimidad y poder ejercer libremente sus derechos constitucionales e infra constitucionales”. Esta resolución rescata a su vez el criterio establecido por el Tribunal Constitucional Alemán que en 1983 en el caso sobre la Ley del Censo valoró como atendible el  “riesgo que la informática, y las infinitas posibilidades que esta técnica ofrece para el tratamiento, almacenamiento y entrecruzamiento de datos personales, implica para la intimidad y el pleno disfrute de los derechos de los ciudadanos”
.

Para el sector bancario e instituciones financieras, los principales actores en el mercado del crédito, los denominados historiales o “históricos”, definido como el conjunto de datos de obligaciones económicas relativos a un determinado titular, poseen una importancia capital para el éxito del giro. 

En este último punto, la moción alude a la exposición que realizó Ricardo Matte, Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, en el seno de la Comisión de Hacienda en la Cámara de Diputados al señalar que “para prestar dinero se debe evaluar el riesgo de no pago del potencial deudor, y una adecuada evaluación necesita más y mejor información, por lo que adquiere gran importancia el historial crediticio del potencial deudor. Haciendo una analogía con las carreteras vehiculares, advierte que las restricciones de información pueden resultar muy caras. Así, borrar el DICOM de una persona equivale a oscurecer o generar neblina en la carretera del crédito, lo que puede producir problemas. Homologando esta situación con la contratación de un seguro de auto, plantea que conocer el registro de multas de cada conductor permite a las compañías aseguradoras evaluar mejor el riesgo inherente y lo justo sería que un mal conductor pagara una prima de seguro mayor y, un buen conductor, una prima menor. Sin embargo, para un mal conductor es buen negocio "esconderse en el promedio", de modo que su prima no resulta proporcional a su verdadero riesgo, mientras que un buen conductor no querrá "subsidiar" al malo, por lo que preferirá que su historial sea conocido”
.

De lo anteriormente expuesto se colige que para los bancos e instituciones financieras constituye un activo importante poseer o tener acceso a ficheros que proporcionen información sobre una trayectoria del comportamiento, no obstante la ley los obliga a prescindir de datos comerciales caducos transcurridos más de 5 años. Al respecto, la propia SBIF ha señalado en su circular n°3425 de 22 de febrero de 2008, que “si un banco tiene que resolver el otorgamiento de un crédito o la apertura de una cuenta corriente a una persona que registra un protesto aclarado o uno que lleve más de 5 años publicado, debe pura y simplemente abstraerse de la existencia de esos protestos y proceder como si no hubiesen existido jamás”. Esta norma ha sido ignorada.

Hablar del derecho al olvido apunta a una expresión más específica del principio de finalidad y  supresión de los datos, y de la protección de vida privada. En efecto, se trata de que los datos sean usados legítimamente, para el fin que autorizó su tratamiento,  sin que ello signifique que permanezca en el fichero ad eternum, por el contrario, se busca que cuando se agota la finalidad, o pierde sentido su tratamiento, éste deba ser olvidado o eliminado como si nunca hubiere existido, es una expresión del derecho de supresión. 
La moción cita algunos fallos en la materia:

- El emblemático fallo argentino de 12 de noviembre de 1999, que consagra el derecho al olvido al declarar: “existe asimismo un “derecho al olvido””. Este es, el principio al tenor del cual ciertas informaciones (vgr. antecedentes penales prescriptos) deben ser eliminados de los archivos transcurrido un determinado espacio de tiempo desde el momento en que acaeció el hecho a que se refieren, para evitar que el individuo quede prisionero de su pasado”
.
- La Sentencia del Tribunal de Justicia Europea ha declarado expresamente el efecto directo del artículo 7 f) de la Directiva 95/46/CE, según el cual “Los Estados miembros dispondrán que el tratamiento de datos personales sólo pueda efectuarse si (...) es necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o los derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran protección con arreglo al apartado 1 del artículo 1 de la presente Directiva” (Informe 0147/2013 AEPD).

El derecho al olvido, ha sido debatido fundamentalmente en dos áreas, a saber: los datos personales en las redes sociales, y en materia de datos personales comerciales. 
En este contexto, en Chile, como se ha dicho, existen normas que sólo se limitan a enunciar estos datos y a regular como debe hacerse el tratamiento, sin que exista una consagración expresa al derecho al olvido; sólo el artículo 18 de la ley N° 19.628 y el artículo 10 del decreto supremo N° 950 de 1928 del Ministerio de Hacienda, contienen normas sobre la  imposibilidad de comunicarse datos caducos,  es decir aquellos datos que han permanecido en un fichero por más de 5 años luego de haberse hecho exigible la obligación. 
Sin embargo, la normativa no prohíbe la utilización, el tratamiento  o transferencia de datos caducos, para la conformación de historiales que puedan ser usados solapadamente al momento de practicar una  evaluación de riesgo crediticia. De esta manera los principales agentes prestadores de crédito, pueden obviar esta normativa, precisamente porque no está consagrada norma alguna que evite el uso, tratamiento y comunicación de datos comerciales ya aclarados. 
El derecho al olvido precisamente busca evitar que un dato personal comercial caduco o referido a una obligación ya extinguida, persiga a una persona por siempre sin que tenga una nueva oportunidad en el mercado del crédito.

La moción aborda, a continuación, la  jurisprudencia nacional, que ha hecho esfuerzos importantes en aras de una adecuada protección de los ciudadanos en materia de protección de datos personales con un contenido comercial, con la limitación normativa que implican la ley N° 19.628 y el decreto supremo N° 950 de 1928. 
Así, la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago con fecha  31 de enero de 2011, que acogió una acción de protección en el marco del llamado uso de predictor de riesgos, señaló que no existe norma jurídica alguna que faculte a la recurrida para publicar en el boletín de informaciones comerciales Dicom, una predicción o apreciación (en consecuencia, totalmente subjetiva) del eventual grado de cumplimiento de una persona, en relación a sus futuros compromisos comerciales. 
De este modo, la Corte de Apelaciones de Santiago claramente propone que las inferencias sobre personas que no poseen deudas en base a antecedentes antojadizos, se aparta del principio de finalidad y transgrede el principio de exactitud del dato. En efecto el fallo indicó que: “Que, no obstante la conciencia de estos sentenciadores en cuanto al efecto relativo de las sentencias, no pueden omitir el dejar constancia de su parecer en el sentido de que resultan tan obvias las ilegalidades y arbitrariedades que comete la recurrida, con la elaboración y puesta a disposición del público del denominado “predictor de riesgo”, que estiman se trata de una práctica a la que debiera ponerse término, para evitar así el poder llegar a dañar injustamente el crédito y la imagen de las personas, sin que exista autorización legal que lo permita, ni razones objetivas que lo avalen.”
.

El fallo mencionado, no se pronunció sobre la legalidad o pertinencia de  los registros históricos o el uso de datos comerciales caducos, pero hace un reconocimiento categórico al estado actual de cómo se tratan los datos personales comerciales por las empresas, al señalar, en el considerando décimo sexto, que no resulta posible a estos sentenciadores sustraerse al hecho que los sistemas sobre  tratamiento de datos personales y protección de la vida privada se encuentran fuertemente cuestionados en el país. La forma en que se tratan los datos personales, por las empresas privadas dedicadas a ello, no se ajusta a las normas que protegen esta clase de datos, ni a las garantías constitucionales de las personas.

En cuanto a la doctrina comparada a nivel latinoamericano, la moción alude al profesor argentino Pablo Palazzi, quien ha señalado que el derecho al olvido se ha difundido ampliamente en Argentina con la cuestión de los informes crediticios. Primero fue reconocido judicialmente en un leading case, le siguieron varios fallos de la cámara comercial y luego la ley de protección de datos personales lo cristalizó en el artículo 26 de la ley N° 25.326. Luego de su expreso reconocimiento legal, el instituto se fue afianzando en la jurisprudencia (los problemas fueron desde cuándo se contaba, si se interrumpía por otros hechos y a qué tipo de deudas se aplicaban, pero ya nadie debatía su existencia). El problema aquí era claro: la gente contrae créditos, se endeuda, luego no los paga, pasan 20 años, el crédito está prescrito, el banco no puede reclamar, pero el poder de la información es más fuerte que una obligación natural, y la persona no puede obtener otro crédito porque seguía figurando como deudora. Tiene la opción de pagar la deuda (prescrita) para que lo borren y así poder empezar desde cero, o recurrir al derecho al olvido y eliminar la información negativa
. 

En cuanto al DERECHO COMPARADO, la moción afirma que existen diversas experiencias, tanto en el derecho anglosajón como en el derecho de tradición continental. Sin embargo, todas ellas confluyen en  el respeto al principio de la calidad del dato, es decir, que éste sea exacto y tenga un correlato en la realidad con el fin de reducir las posibilidades de información de datos inexactos, falsos, o caducos.

En Estados Unidos, la Fair Credit Reporting Act es pionera en la materia, fundada principalmente en el principio de libertad de información. Con todo, durante los años 1996 y 2003, se reformó la norma con la finalidad de otorgar mayor protección al titular del dato es así, como en materia de caducidad del dato, se contempla un plazo largo, dependiendo del tipo de obligación (tributarias, morosidades) que, en general, es de más de 7 años.

Por su parte en el Reino Unido, los informes crediticios están  normados por la Consumer Credit Act, secciones 157 y 160 (“Credit Reference Agencies”) y la Data Protección Act. En general el plazo para conservar la información es de 6 años desde la inactividad de la cuenta, no por una norma expresa, sino por la práctica coordinada de las empresas de informes crediticios, avalada por la opinión del Comisionado de la Commissioner´s Office, quién considera que el plazo es acorde con la calidad del dato requerida por la ley Data Protection. En materia de morosidad el plazo es de 6 años contados desde la mora. La ley contempla además, un mecanismo de corrección de los informes defectuosos donde la empresa crediticia tiene 28 días para responder la solicitud, si el “objetor” no queda conforme con la respuesta, puede exigir la incorporación de una leyenda aclaratoria.

La legislación francesa se caracteriza por la existencia de un único fichero oficial llamado “La Banque de France” que posee datos negativos y que tiene por finalidad informar únicamente a los bancos y organismos del sistema financiero. Este fichero único recibe solicitudes de personas naturales respecto de dificultades en el pago de sus créditos que opera bajo el nombre de “Fichier national des Incidents de remboursement des crédits aux particuliers”. En cuanto al derecho al olvido, en Francia el plazo de conservación del dato es de 5 años contados desde la mora.

La ley española 15/1999 sobre Protección de Datos de Carácter Personal, en su artículo 29, ha regulado los informes crediticios señalando que quienes se dediquen a la prestación de servicios sobre la insolvencia podrán tratar datos personales obtenidos de fuentes accesibles al público o facilitados por el titular del mismo. Asimismo, la ley obliga a los responsables de los ficheros a comunicar al titular del dato su incorporación a la base y  se establece claramente de información que le asiste al titular del dato.  En cuanto al derecho al olvido, la ley mencionada fija un plazo de 6 años siempre que respondan con veracidad a la situación actual del titular del dato. Por su parte el Real Decreto 1720/2007,  vino a regular la manera de cómo se pueden incorporar los datos  personales comerciales a los ficheros, estableciendo entre otras exigencias, que deba existir una deuda exigible y que no hayan transcurrido 6 años desde que la obligación se hizo exigible. 

 En el derecho latinoamericano, las legislaciones de Argentina y Uruguay, constituyen un referente por la consagración expresa que han hecho del derecho al olvido, regulándolo precisamente en materia de datos comerciales, estableciendo que las personas  que han pagado o aclarado sus deudas tienen derecho a que esa información no siga figurando en registros o ficheros de naturaleza comercial.

En efecto, la ley argentina, ha consagrado a través de la ley N° 25.326, numeral 4, el derecho al olvido  señalando que sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económico-financiera de los afectados durante los últimos 5 años. Dicho plazo se reducirá a 2 años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obligación, debiéndose hacer constar dicho hecho. Como vemos, la fórmula usada por la legislación argentina es mucho más precisa y amplia que la usada por la norma del artículo 18 de la ley N°19.628, y que el artículo 10 del decreto supremo N° 950 de 1928 del Ministerio de Hacienda.  

A mayor abundamiento, en Uruguay, el inciso segundo del artículo 22 de  la ley N° 18.331, prescribe que los datos personales relativos a obligaciones de carácter comercial de personas físicas sólo podrán estar registrados por un plazo de 5 años contados desde su incorporación. En caso que al vencimiento de dicho plazo la obligación permanezca incumplida, el acreedor podrá solicitar al responsable de la base de datos, por única vez, su nuevo registró por otros 5 años. Este nuevo registro deberá ser solicitado en el plazo de treinta días anteriores al vencimiento original. Las obligaciones canceladas o extinguidas por cualquier medio, permanecerán registradas, con expresa mención de este hecho, por un plazo máximo de 5 años, no renovable, a contar de la fecha de la cancelación o extinción. 

La moción finaliza consagrando el OBJETIVO DEL PROYECTO  DE LEY.
En materia de derecho al olvido, lo ideal sería poseer una norma general aplicable al todo el sector financiero y del retail, sin embargo, cierta posición jurídica, sustentada por bancos y otros actores relevantes en el mercado del crédito, ha sostenido que las normas de una ley ordinaria, no los obliga por tener un estatuto normativo especial, de quórum mayor, y más específico aplicable a la industria, a pesar de lo fallado por el Tribunal Constitucional en materia de obligatoriedad de la ley al señalar que: “Si bien es efectivo, que el constituyente ha entregado diversas materias a la regulación de la ley orgánica constitucional, ello no implica que estas leyes tengan una jerarquía superior a otras leyes y mucho menos que puedan asimilarse a la ley fundamental”. Asimismo, el Tribunal Constitucional ha indicado que: “Si se ha sostenido que las leyes orgánicas constitucionales tienen una jerarquía intermedia entre la Constitución y la ley ello es sólo porque la propia Constitución les ha exigido mayores requisitos de forma, lo que en doctrina se denomina una superlegalidad de forma, pero no porque se haya querido privar a la ley orgánica de su jerarquía normativa de la ley frente a la ley superior que es la Constitución. De aquí que el problema respecto de los distintos tipos de leyes sean de competencia y no de jerarquía. 

CONSIDERACIONES FINALES.
En razón de lo anteriormente expuesto, la presente iniciativa busca establecer la obligación expresa en los distintos estatutos normativos que regulan a los principales prestadores de crédito, respecto del uso de historiales de comportamiento crediticio en las operaciones de evaluación de riesgo comercial, para que definitivamente los actores del mercado asuman que sólo pueden usar datos comerciales ceñidos a lo prescrito en la ley N° 20.575, y siempre y cuando sean datos vigentes, específicos y exactos, aparejando multas y solidaridad civil frente a la inobservancia de la norma.
Además, el proyecto de ley apunta a la ampliación del ámbito de aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.628,  estableciendo que no sólo está prohibida la “comunicación” de datos caducos, sino que además queda proscrito el uso, tratamiento y transferencia de dicha información. En efecto, en el caso de una deuda comercial, la actual ley N° 19.628 contempla la prohibición de comunicar dicha información, pero producto de un deficiente control de los Superintendentes de Bancos, se les ha permitido usar, y más aún, abusar de ella. Por su parte, la banca se defiende señalando que sólo utiliza dicha información, pero no la comunica. 
No parece razonable que en nuestra legislación sea posible borrar un crimen y no una deuda, incluso ya pagada. Esto refleja la falsedad que impera en nuestra sociedad entre los derechos a la vida, integridad física y la propiedad.

Asimismo, queda de manifiesto el articulado propone que esta prohibición no obligue sólo a los responsables de los ficheros, sino que también a usuarios de dichas bases de datos, que es principalmente el comercio establecido, tal y como lo señala el artículo 1°, inciso segundo, de la citada ley N° 20.575. 

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general del proyecto escuchando la exposición de uno de sus autores, el Honorable Senador señor Harboe, quien realizó una presentación en power point, que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Harboe manifestó que este proyecto forma parte de un conjunto de iniciativas que tienen por objeto ir corrigiendo distorsiones que se han producido en el mercado, y que en general están perjudicando a los consumidores o contratantes.

Dio a conocer los principales fundamentos de esta iniciativa de ley, que establece el derecho al olvido en los antecedentes comerciales caducos. Se hace presente que algunos de esos fundamentos están explicados latamente en la moción que dio origen a este proyecto, por lo que se mencionarán sucintamente.

En primer término, se refirió a la situación actual, en que el desarrollo de la industria del tratamiento de datos ha generado un desbalance entre el principio de la libre circulación de los mismos y la protección de la vida privada. Al día de hoy, resulta común ver en internet avisos de venta de bases de datos con indicación de domicilios, rut, actividad laboral, formación académica, e incluso discapacidades. Es decir, un conjunto de información que permite segmentar a cada ciudadano en razón de su comportamiento mercantil, afecciones de salud  o patrones de consumo.

Luego puso de relieve el atraso de nuestro país en la materia: mientras Chile discute sobre la conveniencia de proteger los datos personales con una legislación moderna y consignar una institucionalidad orientada a ese fin, en Europa la discusión versa sobre cómo enfrentar el fenómeno de la administración de datos en las redes sociales como Yahoo o Facebook. 

En materia de protección de datos personales, nuestro país no cumple con los estándares mínimos exigidos para sus pares de la OCDE. Chile ha sido catalogado como un país no seguro en materia de protección de datos personales, lo que en la práctica se traduce en que no es un país receptor de datos de otras economías y de otros sistemas. Como ejemplo, señaló que si Chile solicita a otro país antecedentes penales de una persona que se puede encontrar en nuestro país, no se los entregan, porque la autoridad internacional no tiene certeza de que esos datos se utilizarán sólo con el fin para el que están siendo solicitados.

Necesitamos una legislación moderna, con una institucionalidad que esté orientada a ese fin.

En este punto, el Honorable Senador señor Harboe se refirió a distintos cuerpos normativos vigentes, que reflejan que Chile posee normas muy atrasadas, desconectadas de la realidad social actual y que desatiende a los nuevos requerimientos que la sociedad de derechos demanda, a saber:

-El decreto supremo N° 950 de 1928, del Ministerio de Hacienda, que otorga a la Cámara de Comercio Santiago, un organismo privado, el monopolio legal para el tratamiento de datos comerciales derivados de operaciones de diversa naturaleza como listas de remates, compraventas, adjudicaciones de bienes raíces, mutuos hipotecarios entre muchos otras;

-La ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada, es un instrumento que ha sido superado por la realidad económica nacional y mundial, toda vez que no está acorde a los estándares europeos como la directiva 94/46 de la UE;

-La ley N° 20.575, que si bien reconoció el principio de finalidad del dato y prohíbe su uso para fines laborales, educación o salud, lo circunscribe sólo a la evaluación de riesgo comercial.
Uno de los temas a considerar en esta materia, es la de los historiales comerciales y el derecho al olvido, que fue latamente desarrollado en los fundamentos de la moción.
Es muy importante que el mercado cuente con información comercial para distinguir entre buenos y malos pagadores, por lo que el tema de consolidación de la deuda y otros relacionados, que han sido discutidos por largo tiempo en la Cámara de Diputados, no es abordado en esta iniciativa.
Sostuvo que el tema principal es que la información para evaluar el riesgo comercial debe ser veraz y actualizada,  por lo que no se encuentra fundamento para conservar y usar información comercial  anterior a 5, 10 o 20 años, ya que, seguramente, la situación financiera de la persona ha variado sustantivamente.
Destacó que esta propuesta no constituye una innovación, sino más bien una adecuación de nuestra legislación a los estándares internacionales actuales.

Las instituciones han dado distintos argumentos para no cumplir con la norma de la ley N° 19.628, conforme a la cual los datos caducos no pueden ser comunicados. Esto ha permitido a los actores que participan en el mercado del crédito, como son los bancos, financieras, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, agentes administradores de mutuos endosables, y compañías de seguros, mantener los datos comerciales en bases sin considerar un elemento clave en la doctrina moderna de protección de datos: el paso del tiempo.

Entre los argumentos esgrimidos está el que la voz “comunicados” apunta a que los datos no pueden ser publicados, pero no impide su almacenamiento ni que sean utilizados. Y, en segundo término, estas entidades se amparan en sus propias regulaciones sectoriales.

En la práctica, no sólo una persona con deudas morosas que se extinguieron por prescripción, sino también aquélla que pagó, verán restringidas permanentemente sus posibilidades de acceso al crédito, pues siempre figurarán en los antecedentes que considerará el oferente del crédito. Esto es especialmente grave en una economía que descansa sobre la base del crédito.

Afirmó que esto constituye un atentado contra los derechos que tienen las personas a una vida privada y a la autodeterminación informativa, y configura una grave transgresión al derecho a controlar la propia información concerniente a una persona. 
Para los bancos e instituciones financieras constituye un activo importante poseer o tener acceso a ficheros que proporcionen información sobre una trayectoria del comportamiento, los denominados historiales o “históricos”, definido como el conjunto de datos de obligaciones económicas relativos a un determinado titular. No obstante, la ley los obliga a prescindir de datos comerciales caducos transcurridos más de 5 años. 

Los bancos crearon una institución de carácter privado, la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, que almacena y administra los datos y se los entrega en forma gratuita, para ser utilizados en perjuicio de los consumidores, toda vez que está utilizando datos que son caducos y, por tanto, no tienen importancia desde el punto de vista de la evaluación del riesgo del crédito; lo que es aún más evidente atendido que en nuestro país sólo tenemos información negativa, y nada se dice respecto de la información positiva, esto es, del buen comportamiento de pago.

Puso de relieve que la propia SBIF ha señalado en su circular n° 3425 de 22 de febrero de 2008, que “si un banco tiene que resolver el otorgamiento de un crédito o la apertura de una cuenta corriente a una persona que registra un protesto aclarado o uno que lleve más de 5 años publicado, debe pura y simplemente abstraerse de la existencia de esos protestos y proceder como si no hubiesen existido jamás”. Esta norma ha sido ignorada por los actores pertinentes. La banca en Chile no cumple con esta circular de la Superintendencia.
En relación al principio de finalidad y  supresión de los datos, y de la protección de vida privada, declaró que los datos deben usarse para los fines que fueron recolectados, que es la evaluación del riesgo de crédito. Para ser útiles a esa finalidad deben ser actualizados, por tanto, datos caducos y antiguos no sirven y no deben ser usados. Estos deben ser olvidados o eliminados como si nunca hubieren existido, es una expresión del derecho de supresión. Agregó que en otras legislaciones se obliga a eliminarlos o borrarlos. Es lo que se denomina el derecho al olvido.

El derecho al olvido ha sido debatido fundamentalmente en dos áreas: 1) la de los datos personales en las redes sociales, y 2) la de los datos personales comerciales. El derecho al olvido busca, precisamente, evitar que un dato personal comercial caduco o referido a una obligación ya extinguida, persiga a una persona por siempre sin que tenga una nueva oportunidad en el mercado del crédito.
El Honorable Senador señor Harboe llamó la atención sobre la importancia de este derecho. Actualmente en Chile, si una persona es condenada por un delito incluso muy grave, como la violación de menores, que ataca un bien jurídico relevante como es la libertad sexual y la integridad, una vez trascurridos diez años de cumplida su condena, tiene derecho a solicitar por una vez en su vida que se le borren sus antecedentes. No obstante, una persona que dejó de pagar una deuda en su juventud, ese mal comportamiento financiero la persigue a lo largo de los años, y afecta su acceso al crédito, no obstante incluso haber pagado la deuda posteriormente. Eso es así pues no se cumple con la norma conforme a la cual transcurridos cinco años los datos caducan.

Desde otra perspectiva, considerando esta “condena histórica” que se produce en materia comercial, pero aplicada a los bancos, ella impediría que el Banco de Chile fuera sujeto de crédito, por la deuda subordinada, aunque hayan pasado muchos años. Sin embargo, esta regla parece aplicarse sólo para los consumidores. 

Se refirió a la legislación comparada en materia de derecho al olvido,  ya consignada en los Antecedentes de Hecho de este informe: Estados Unidos, Francia, España, Argentina y Uruguay. 

Es de toda lógica que el mercado debe tener información, pero esa información debe ser veraz y oportuna, concluyó.

El Honorable Senador señor Harboe destacó los objetivos del proyecto:

- Regular los cuerpos normativos especiales de cada uno de los actores relevantes del mercado del crédito, como son los bancos e instituciones financieras, cajas de compensación y cooperativas, evitando que se hagan uso de artilugios legales;
- Adicionalmente, ampliar el ámbito de aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.628,  estableciendo que no sólo está prohibida la “comunicación” de datos caducos, sino que además queda proscrito el almacenamiento, uso, tratamiento y transferencia de dicha información;

- Obligar a los responsables de los ficheros, a los funcionarios de dichas entidades y a los usuarios de dichas bases de datos, a fin de desincentivar su utilización, tal como ocurre en los países desarrollados, estableciendo un régimen de multas. Incluso se establece la solidaridad de los funcionarios de dichas instituciones que utilicen dichas bases de datos;

- Establecer un período de sospecha para aquellas operaciones de venta, transferencias, o transacciones de “historiales” realizadas  dentro de los 90 días anteriores a la entrada en vigencia de la ley. Esto atendida la experiencia de la ley N° 20.575 , en que antes de su publicación se vendieron muchas bases de datos de históricos que se debían borrar.
Concluyó su exposición reiterando que esta iniciativa no tiene un origen innovador, sino que adecúa nuestra legislación de protección de datos comerciales a la experiencia y la legislación comparada, con principios de finalidad y con absoluta responsabilidad.

________

Finalizada la exposición del Honorable Senador señor Harboe, intervinieron los Honorables Senadores integrantes de la Comisión.

El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que esta iniciativa apunta claramente al área comercial, atacando el abuso que se hace hoy día de los datos comerciales caducos por parte de las instituciones financieras. Se trata de hacer aplicables la ley N° 19.628 y la ley N° 20.575, conocida como ley DICOM.

Solicitó que se clarifique qué ocurre respecto de los datos personales en las redes sociales, pues en la presentación se aludió a distintas normas, particularmente europeas, que tienen un nivel de protección de datos mucho más alto que nuestra ley.

El Honorable Senador señor Harboe manifestó que este proyecto no se hace cargo del tema de los datos personales y el derecho al olvido en las redes sociales, sino que sólo aborda lo relativo a los datos comerciales. Agregó que, en virtud del principio de especialidad, está trabajando en otro proyecto relativo a esos datos en redes sociales. 

El sistema tecnológico existente, de uso y abuso de las redes sociales, ha generado mucha jurisprudencia, particularmente en Europa, y hoy está la discusión el derecho al olvido en las redes sociales. La legislación actual a nivel internacional no contempla qué ocurre cuando una persona quiere desvincularse de la red social, pues más allá del procedimiento de salida, no hay norma que señale cuanto tiempo pueden seguir utilizando los datos.

Citó un fallo de un tribunal europeo que declaró el derecho de un ciudadano de borrar de “google” una información que estaba caduca, pues se trataba de hechos que habían ocurrido hace más de diez años.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que este proyecto apunta a resolver el tema de la ineficacia que ha tenido la ley N° 19.628 para proteger a los deudores respecto de deudas que ya han sido canceladas o que están caducas. Dicha ley prohibió la comunicación, pero no su administración y almacenamiento, omisión que se salva con la iniciativa en comento.

La Honorable Senadora señora Pérez consideró que se trata de un proyecto muy acorde con los tiempos actuales. La mochila de los datos comerciales caducos es una carga muy pesada de llevar para la gente, sobre todo en una economía que se desarrolla en base a los créditos de consumo.

Como la normativa actual no es observada, una persona que tuvo un problema comercial hace muchos años, y que incluso lo solucionó posteriormente, sigue cargando con ello en sus antecedentes comerciales y lo perjudica cada vez que necesita acceder al crédito. Ello no obstante de tratarse de un dato caduco. 
También puso de relieve que es una de las firmantes de esta moción, y solicitó formalmente votar la idea de legislar, pues es necesario dar señales rápidas respecto de temas tan relevantes como este, que se traducirá en un manto de alivio para una cantidad importante de personas.

El Honorable Senador señor Tuma compartió lo señalado y destacó positivamente que se trate de un proyecto simple, sencillo y acotado, pero muy importante y masivo. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, puso en votación general del proyecto.

 - - - -

-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Orpis, Pizarro y Tuma.

- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo 1°. Reemplázase el actual artículo 18 de la ley 19.628, sobre protección de la vida privada, por el siguiente artículo nuevo del tenor que sigue:

“Artículo 18.- En ningún caso pueden usarse, tratarse,  o comunicarse los datos a que se refiere el artículo anterior, que se relacionen con una persona identificada o identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se hizo exigible.

Tampoco se podrá continuar usando, tratando o comunicando los datos relativos a dicha obligación después de haber sido pagada o extinguida por cualquier modo de extinguir las obligaciones o cuando, por el ministerio de la ley se haya prohibido el uso, tratamiento o comunicación de los mismos.

En cualquiera de los caso señalados en el inciso precedente, las personas señaladas en el artículo 17 de esta ley y las indicadas en el artículo 2° de la ley N° 20.575, no podrán usar, tratar, comunicar o transferir datos personales relativos a obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, debiendo proceder como si ellos no hubieran existido jamás.

Asimismo,  el comercio establecido no podrá usar, tratar o transferir, para efectos de evaluación de riesgo comercial o proceso de crédito,  datos personales económicos de personas cuyas obligaciones que hayan sido extinguidas o cuya comunicación haya sido prohibida por la ley,  según lo establecido en el inciso segundo precedente.

El titular del dato tendrá acción para reclamar la correspondiente indemnización por el daño patrimonial y moral, que por la inobservancia de esta norma, se le hubieren provocado, sin perjuicio de proceder a eliminar, modificar o bloquear los datos de acuerdo a lo requerido por el titular o, en su caso, lo ordenado por el tribunal.

La infracción de lo prescrito en este artículo será sancionada con multa de 1.000 a 10.000 UTM.”.
Artículo 2°.- Agréganse al artículo 69 del D.F.L. N° 3 del Ministerio de Hacienda de 19 de Diciembre de 1997, que fija texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican,  los siguientes incisos  cuarto y quinto nuevos, del tenor que sigue:

“En el caso de las operaciones señaladas en los numerales 3), 7), 8) y 24) del presente artículo, los Bancos no podrán usar, tratar, comunicar o transferir,  datos personales relativos a obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, una vez que la obligación ha sido pagada o extinguida por cualquier modo de extinguir las obligaciones o cuando, por el ministerio de la ley se haya prohibido el uso, tratamiento o comunicación de los mismos, debiendo proceder como si ellos no hubieran existido jamás. En consecuencia, no podrán los Bancos ni las sociedades de apoyo al giro, para los efectos indicados en el artículo 1° de la ley N° 20.575, elaborar, usar, mantener o invocar datos personales caducos o historiales de comportamiento negativo de los deudores que han extinguido sus obligaciones de conformidad a la ley.

Los Bancos e Instituciones Financieras reguladas por esta ley  y el o los funcionarios que hubieren contravenido la presente disposición, serán solidariamente responsables por el daño patrimonial y moral causado al titular del dato.”.
Artículo 3°.- Agréganse al artículo 22 de la ley N° 18.833 que establece un nuevo estatuto general para las cajas de compensación de asignación familiar (C.C.A.F.), sustitutivo del actual contenido en el decreto con fuerza de ley n° 42, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto,  del tenor que sigue:

“Las Cajas de Compensación no podrán usar, tratar, comunicar o transferir,  datos personales relativos a obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, una vez que la obligación ha sido pagada o extinguida por cualquier modo de extinguir las obligaciones o cuando, por el ministerio de la ley se haya prohibido el uso, tratamiento o comunicación de los mismos, debiendo proceder como si ellos no hubieran existido jamás. En consecuencia, no podrán, para los efectos indicados en el artículo 1° de la ley N° 20.575, elaborar, usar, mantener o invocar datos personales caducos o historiales de comportamiento comercial negativo de los deudores que han extinguido sus obligaciones de conformidad a la ley.

Las Cajas y el o los funcionarios que hubieren contravenido la presente disposición, serán solidariamente responsables por el daño patrimonial y moral causado al titular del dato.”.

Artículo 4°.- Agréganse al artículo 86 del D.F.L. N° 5 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción de 17 de febrero de 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, con el contenido del Reglamento de Reforma Agraria N° 20, de 1963, el de la misma ley y el de los demás textos legales que se refieran a cooperativas, los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos, del tenor que sigue:

“Para el caso de las operaciones señaladas en los numerales e), g), i), k) y n) del presente artículo, las cooperativas de ahorro y crédito, no podrán almacenar, usar, tratar, comunicar o transferir,  datos personales relativos a obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, una vez que la obligación ha sido pagada o extinguida por cualquier modo de extinguir las obligaciones o cuando, por el ministerio de la ley se haya prohibido el uso, tratamiento o comunicación de los mismos, debiendo proceder como si ellos no hubieran existido jamás. En consecuencia, no podrán, para los efectos indicados en el artículo 1 de la ley N° 20.575, elaborar, usar o invocar datos personales caducos o historiales de comportamiento negativo de los deudores que han extinguido sus obligaciones de conformidad a la ley. 

Las Cooperativas reguladas por esta ley y el o los funcionarios que hubieren contravenido la presente disposición, serán solidariamente responsables por el daño patrimonial y moral causado al titular del dato.”.
Artículos Transitorios.

Artículo primero transitorio.- En el plazo de 30 días una vez publicada la presente ley, los Bancos e Instituciones Financieras, Sociedades de Apoyo al Giro Bancario, Cooperativas de Ahorro y Crédito, y Cajas de Compensación de Asignación familiar, deberán eliminar, borrar, inutilizar los registros históricos o historiales de comportamiento comercial que contenga datos comerciales caducos, quedando expresamente prohibido su utilización para evaluación de riesgo comercial.

La infracción a esta norma será sancionada con multa de 1.000 a 10.000 UTM.

Artículo segundo transitorio. Los titulares de datos personales a que se refiere el  Título III de la ley N° 19.628, registrados en bancos de datos creados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, tendrán los derechos que ésta les confiere.”.
- - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de mayo  de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2015.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, GARCÍA-HUIDOBRO Y OSSANDÓN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 EN MATERIA DE SISTEMA ELECTORAL Y DEL NÚMERO Y DISTRIBUCIÓN DE LOS CARGOS PARLAMENTARIOS

(10.040-07)

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

El gobierno de la Presidenta Bachelet presentó al año pasado un proyecto de ley que modificó el sistema electoral binominal, aprobado por los parlamentarios de la Nueva Mayoría y algunos independientes, el que significó aumentar considerablemente el número de parlamentarios, subiendo de 120 a 155 los Diputados y de 38 a 50 los Senadores, el que corresponde a la Ley 20.840.

Las autoridades gubernamentales han manifestado que este aumento de parlamentarios no implicará un mayor gasto fiscal, ya que los fondos deberán provenir de reasignaciones de las propias corporaciones.

Pese a estas aseveraciones, según un informe de la Biblioteca del Congreso, el aumento de 35 diputados y 12 senadores contenidos en la reforma, tendrá un costo anual de $13 mil millones. Este estudio plantea que "bajo los supuestos de que las asignaciones parlamentarias se mantienen sin variación en términos per cápita y de que dichas asignaciones son utilizadas en su totalidad cada año, el costo anual de incrementar en doce el número de senadores sería de $4.228.436.228. Para la Cámara, el costo anual del incremento de treinta y cinco diputados sería de $9.373.046.340"
.
El mismo Ministro del Interior, Rodrigo Peñailillo, en la Comisión de Hacienda de la Cámara en agosto del año 2014, admitió que el aumento de parlamentarios tendrá un costo de $4.800 millones, básicamente, por las dietas que deberán recibir los 35 nuevos diputados y los 12 nuevos senadores. Señalando en la oportunidad: "Eso tiene un costo, pero no irroga mayor gasto fiscal y se puede hacer con cargo a los recursos de las dos corporaciones. Se trata de costos que el Congreso puede asumir, haciendo con tiempo los ahorros y los ajustes necesarios"
, dejando la responsabilidad en el Congreso para asumir ese costo, redistribuyendo su presupuesto.

Por su parte, el Presidente del Senado, Patricio Walker ha manifestado que: "cuando hay recursos propios para pagar asignaciones parlamentarias, para poder pagar el trabajo que desarrollan los parlamentarios en el territorio que uno representa con oficinas, con personas contratadas, es muy probable que ahí se produzca una merma que va a ser dolorosa"
, lo que implicaría dejar sin trabajo a las personas que tienen contratadas los parlamentarios en sus oficinas representativas en regiones.
Ante el actual clima de "crispación" ciudadana, creemos que es un grave error aumentar el número de parlamentarios con el consiguiente aumento del gasto fiscal, Chile no necesita más diputados, ni más senadores. Sin embargo, sí somos partidarios de modificar el sistema electoral binominal, porque pensamos que ha cumplido un ciclo. Por eso hemos presentado este proyecto que modifica el sistema electoral, sin que ello implique un aumento en el número de parlamentarios.
CONTENIDO DE LA PROPUESTA

La propuesta se basa en el establecimiento de 29 distritos, donde se elegirán 2, 4, 5 o 6 parlamentarios, pero se mantendrán los actuales 120 diputados. 

La nueva conformación de los distritos, facilitará la inclusión de todas las corrientes políticas significativas, permitiendo reflejar de mejor manera la diversidad del país y aumentando la competitividad e incertidumbre electoral.
Resultarán electos aquellos candidatos que hubieren obtenidos las primeras mayorías, terminando así con la posibilidad de que un candidato salga electo con menor cantidad de votos que otros.
En el caso del Senado, se establecen 15 circunscripciones, las que elegirán en total a 40 senadores. Incluyendo la creación de la circunscripción de Arica y Parinacota, solucionando la situación existente de una región sin senadores.

Esto permitirá mantener la representación igualitaria de las regiones en la Cámara Alta. Serán circunscripciones donde se elegirán 2 o 4 senadores, pero a diferencia del sistema electoral binominal los cargos, al igual que en caso de los diputados, se asignarán por mayoría simple.
Por todas las razones anteriores, venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Modifíquese la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, en la siguiente manera:
I- Elimínese el actual artículo 109 bis y reemplácese por el siguiente:
Artículo 109 bis.- En el caso de elecciones de Parlamentarios, el Tribunal proclamará elegidos a los candidatos a Senadores o Diputados que hubiesen obtenido las más altas mayorías, según el número de escaños que determine cada distrito o circunscripción electoral, según corresponda.
II.- Reemplácese el artículo 178 por el siguiente:
Artículo 178: Para la elección de los miembros de la Cámara de Diputados, habrá 29 distritos electorales, que elegirán el número de diputados señalados para cada uno de ellos en el artículo 179 de la presente ley".
III.- Reemplácese el artículo 179 por el siguiente:

Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes: 

1° distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos. Este distrito elegirá dos diputados.
2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Alto Hospicio, Camina, Colchane, Huara, Pica y Pozo Almonte. Este distrito elegirá dos diputados. 

3° distrito, constituido por las comunas de Antofagasta, Calama, María Elena, Mejillones, Ollagüe, San Pedro de Atacama, Sierra Gorda, Tocopilla, y Taltal. Este distrito elegirá cuatro diputados.
4° distrito, constituido por las comunas de Copiapó, Caldera, Chañaral, Diego de Almagro, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del Carmen. Este distrito elegirá cuatro diputados. 

5° distrito, constituido por las comunas de Coquimbo, La Serena, Ovalle, Los Vilos, La Higuera, Paihuano, Andacollo, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Canela, y Vicuña. Este distrito elegirá cinco diputados.
6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, La Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué. Este distrito elegirá seis diputados.
7° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Viña del Mar, Concón, Juan Fernández, Isla de Pascua, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca. Este distrito elegirá seis diputados.
8° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Cerrillos, Estación Central y Maipú. Este distrito elegirá cinco diputados.
9° distrito, constituido por las comunas de Conchalí, Renca, Huechuraba, Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado. Este distrito elegirá cuatro diputados.
10° distrito, constituido por las comunas de Recoleta, Independencia y Santiago.  Este distrito elegirá cuatro diputados.
11° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura y Lo Barnechea. Este distrito elegirá cuatro diputados.
12° distrito, constituido por las comunas de La Reina, Peñalolén, Macul, San Joaquín y La Granja. Este distrito elegirá cuatro diputados.
13° distrito, constituido por las comunas La Florida, Puente Alto, La Pintana, Pirque y San José de Maipo. Este distrito elegirá cinco diputados.
14° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo. Este distrito elegirá cuatro diputados.
15° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine, Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué, Padre Hurtado, y San Pedro. Este distrito elegirá cuatro diputados.

16° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requinoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa. Este distrito elegirá cuatro diputados. 

17° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones. Este distrito elegirá cuatro diputados.
18° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, San Rafael, Pelarco y Río Claro. Este distrito elegirá cinco diputados.
19° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco. Este distrito elegirá cuatro diputados.
20° distrito, constituido por las comunas de Chillán, Chillán Viejo, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel. Este distrito elegirá cuatro diputados.
21° distrito, constituido por las comunas de Hualpén, Talcahuano, Chiguayante, Concepción, San Pedro de la Paz, Coronel, Florida, Hualqui, Penco, Santa Juana, y

Tomé. Este distrito elegirá seis diputados.
22° distrito, constituido por las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Alto Biobío, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchen, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja. Este distrito elegirá cuatro diputados.
23° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco, y Galvarino. Este distrito elegirá cuatro diputados. 

24° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Cholchol, Nueva Imperial, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquen, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén. Este distrito elegirá seis diputados.
25° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión, y Paillaco. Este distrito elegirá cuatro diputados.
26° distrito, constituido por las comunas Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Rio Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas, y Los Muermos. Este distrito elegirá cuatro diputados.
27° distrito, constituido por las comunas Calbuco, Cochamó, Maullín, Puerto Montt, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú, y Palena. Este distrito elegirá cuatro diputados.
28° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aysén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel. Este distrito elegirá dos diputados.
29° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, y Cabo de Hornos-Antártica. Este distrito elegirá dos diputados.
IV.- Elimínese artículo 179 bis
V.- Sustituyese el artículo 180 por el siguiente:

"Artículo 180.- El Senado se compone de 40 miembros. Para la elección de los Senadores, cada región constituirá una circunscripción senatorial.

VI.- Incorpórese el siguiente artículo 181:
"Artículo 181.- Cada Circunscripción elegirá el número de Senadores que se indica a continuación.

1° Circunscripción, constituida por la Región de Arica y Parinacota. Esta circunscripción elegirá dos senadores. 

2° Circunscripción, constituida por la Región de Tarapacá. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
3° Circunscripción, constituida por la Región de Antofagasta. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
4° Circunscripción, constituida por la Región de Atacama. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
5° Circunscripción, constituida por la Región de Coquimbo. Esta circunscripción elegirá dos senadores. 

6° Circunscripción, constituida por la Región de Valparaíso. Esta circunscripción elegirá cuatro senadores.
7° Circunscripción, constituida por la Región Metropolitana. Esta circunscripción elegirá cuatro senadores.
8° Circunscripción, constituida por la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
9° Circunscripción, constituida por la Región del Maule. Esta circunscripción elegirá cuatro senadores.
10° Circunscripción, constituida por la Región del Biobío. Esta circunscripción elegirá cuatro senadores.
11° Circunscripción, constituida por la Región de la Araucanía. Esta circunscripción elegirá cuatro senadores.
12° Circunscripción, constituida por la Región de Los Ríos. Esta circunscripción elegirá dos senadores. 

13° Circunscripción, constituida por la Región de Los Lagos. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
14° Circunscripción, constituida por la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. Esta circunscripción elegirá dos senadores. 

15° Circunscripción, constituida por la Región de Magallanes y la Antártica Chilena. Esta circunscripción elegirá dos senadores.
VII.- Elimínese el artículo 25 transitorio
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
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